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I. Introducción 
 
 

1. La violencia contra la mujer persiste en todos los países del mundo como una 
violación generalizada de los derechos humanos y uno de los obstáculos principales 
para lograr la igualdad de género. Esa violencia es inaceptable, ya sea cometida por 
el Estado y sus agentes, por parientes o por extraños, en el ámbito público o privado, 
en tiempo de paz o en tiempos de conflicto. El Secretario General ha dicho que, 
mientras siga existiendo la violencia contra la mujer, no podremos afirmar que es-
tamos logrando progresos reales hacia la igualdad, el desarrollo y la paz. 

2. Los Estados tienen la obligación de proteger a las mujeres de la violencia, res-
ponsabilizar a los culpables e impartir justicia y otorgar recursos a las víctimas. La 
eliminación de la violencia contra la mujer sigue siendo uno de los más graves desa-
fíos de nuestra época. Para poner fin a todos los actos de violencia contra la mujer, 
es preciso utilizar de manera más sistemática y eficaz la base de conocimientos e 
instrumentos para prevenir y eliminar la violencia contra la mujer elaborados duran-
te el último decenio. Ello exige que en los más altos niveles de dirección del Estado 
exista una clara voluntad política y un compromiso declarado, visible e inquebran-
table, y que se cuente con la determinación, la promoción y la acción práctica de las 
personas y las comunidades. 

3. Los Estados, las entidades del sistema de las Naciones Unidas, las organiza-
ciones no gubernamentales, los grupos y redes de mujeres y los investigadores han 
realizado una importante labor para hacer frente a la violencia masculina contra la 
mujer. La intensa labor realizada por diferentes actores en distintos niveles ha per-
mitido lograr una mejor comprensión de la naturaleza y el alcance de la violencia 
contra la mujer y una apreciación de su incidencia en las mujeres y en las socieda-
des. Se han creado a nivel internacional marcos jurídicos y de políticas para hacer 
frente a esa violencia, que se refieren a muchos tipos y formas diferentes de violen-
cia en ámbitos públicos y privados. 

4. Al mismo tiempo, sigue siendo necesario hacer mucho más para crear un en-
torno en el que las mujeres puedan vivir libres de la violencia por motivos de géne-
ro1. El progreso en la elaboración de normas jurídicas, estándares y políticas inter-
nacionales, no ha estado acompañado por un progreso comparable en su aplicación a 
nivel nacional, que sigue siendo insuficiente y desigual en todas las partes del mun-
do. Análogamente, si bien en los últimos años han aumentado significativamente los 
datos sobre la naturaleza, la prevalencia y la incidencia de todas las formas de vio-
lencia contra la mujer, todavía la información no es completa. La falta de voluntad 
política se refleja en la insuficiencia de los recursos dedicados a enfrentar a la vio-
lencia contra la mujer y en la imposibilidad de crear y mantener un entorno político 
y social en el que no se tolere la violencia contra la mujer. Asimismo es necesario 
comprometer más eficazmente a los hombres en la labor de prevenir y eliminar esa 
violencia, y hacer frente a los estereotipos y las actitudes que perpetúan la violencia 
masculina contra la mujer. 

5. La Asamblea General ha ejercido un decisivo liderazgo en el esfuerzo mundial 
de lucha contra la violencia contra la mujer. Su histórica Declaración sobre la elimi-
nación de la violencia contra la mujer (resolución 48/104) brinda el marco para el 
análisis y la acción en los niveles nacional e internacional. En los últimos años, la 
Asamblea General se ha ocupado de la violencia contra la mujer en general, así co-
mo de formas y manifestaciones específicas de tal violencia. Entre éstas figuran la 
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violencia contra las trabajadoras migratorias; la trata de mujeres y niñas; las prácti-
cas tradicionales o consuetudinarias que afectan a la salud de las mujeres y las ni-
ñas; los crímenes contra la mujer cometidos en nombre del “honor”; y la violencia 
doméstica contra la mujer. 

6. En diciembre de 2003, la Asamblea General impartió – por primera vez – el 
mandato de que se elaborara un estudio a fondo sobre todas las formas y manifesta-
ciones de la violencia contra la mujer (resolución 58/185). Ese pedido es una clara 
señal de la importancia que los Estados Miembros – por conducto de la Asamblea 
General – asignan al enfrentamiento de la violencia contra la mujer. 

7. Específicamente, el estudio se propone poner de relieve la persistencia y la in-
aceptabilidad de todas las formas de violencia contra la mujer en todas las partes del 
mundo; fortalecer el compromiso político y los esfuerzos conjuntos de todos los in-
teresados por prevenir y eliminar la violencia contra la mujer; y determinar las for-
mas de lograr un cumplimiento más sostenido y eficaz de las obligaciones de los Es-
tados de hacer frente a todas las formas de violencia contra la mujer, e incrementar 
la responsabilización de los Estados. 
 
 

 A.  Alcance del estudio 
 
 

8. En la resolución 58/185 se dispone que el estudio debe comprender todas las 
formas y manifestaciones de violencia contra la mujer, en particular en los aspectos 
siguientes: 

a) Un panorama estadístico de todas las formas de violencia contra la mujer para 
evaluar mejor la magnitud de dicha violencia, identificando al mismo tiempo 
las lagunas en la información reunida y formulando propuestas para evaluar el 
alcance del problema; 

b) Las causas de la violencia contra la mujer, incluidas sus causas profundas y 
otros factores coadyuvantes; 

c) Las consecuencias de mediano y largo plazo de la violencia contra la mujer; 

d) Los costos de la violencia contra la mujer desde el punto de vista social, eco-
nómico y de la salud; 

e) Ejemplos de las mejores prácticas en ámbitos como la legislación, las políti-
cas, los programas y los recursos eficaces, y la eficiencia de esos mecanismos 
para combatir y erradicar la violencia contra la mujer; 

9. No es posible examinar completamente todas las formas y manifestaciones de 
la violencia en un solo estudio. Más bien, el presente estudio se propone poner de 
relieve y sintetizar las cuestiones y preocupaciones en el marco establecido en la re-
solución 58/185, con miras a apoyar la labor de la Asamblea General. Algunas de 
las cuestiones han sido consideradas recientemente, o están siendo consideradas, en 
otros estudios pertinentes del Secretario General. La cuestión de la violencia contra 
la mujer en las situaciones de conflicto y posteriores a los conflictos fue considerada 
en el estudio de 2002 titulado “Las mujeres, la paz y la seguridad”, elaborado en 
respuesta a la resolución 1325 (2000) del Consejo de Seguridad. Actualmente se es-
tá elaborando un estudio sobre la violencia contra los niños. 
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10. En el presente estudio se expone el contexto general de la violencia contra la 
mujer y se sintetiza la base de conocimientos relativos a su extensión y su prevalen-
cia. En el estudio se exponen las lagunas y los problemas de los datos existentes, en 
particular las metodologías para evaluar la prevalencia de dicha violencia. Se sinte-
tizan las causas y consecuencias, incluidos los costos. Se examina la obligación de 
los Estados de prevenir y eliminar la violencia contra la mujer, y se determinan las 
prácticas promisorias y las estrategias eficaces para hacerle frente. 

11. En la sección II del presente estudio se traza un panorama histórico del desa-
rrollo de la toma de conciencia y la acción internacionales sobre la violencia mascu-
lina contra la mujer. Se rastrean los procesos e instituciones que han sido decisivos 
para lograr la categorización de dicha violencia como cuestión de derechos huma-
nos. Se expone sintéticamente el marco actual de la lucha contra la violencia contra 
la mujer contenido en los instrumentos jurídicos y de políticas internacionales y re-
gionales, en particular los que fueron convenidos en conferencias mundiales de las 
Naciones Unidas. Se presta atención al papel del movimiento de las mujeres en la 
elevación del nivel de conciencia acerca de dicha violencia y los cambiantes desafí-
os que se encuentran al hacerle frente. 

12. En la sección III se presenta el contexto histórico y sociocultural dentro del 
cual se manifiesta y persiste la violencia contra la mujer. En la sección se analizan 
las causas estructurales y sistémicas de la violencia masculina contra la mujer, en 
particular la discriminación. Se señala el papel del patriarcado, la negación de los 
derechos humanos de las mujeres y el control masculino sobre el poder de acción y 
la sexualidad de las mujeres. Se ponen de relieve los factores de riesgo que incre-
mentan la vulnerabilidad de las mujeres ante la violencia, al paso que se señalan su 
universalidad y su particularidad y los factores que moldean la experiencia personal 
de dicha violencia que tienen las distintas mujeres. 

13. En la sección IV se brinda un panorama de las formas y manifestaciones de la 
violencia contra la mujer y sus consecuencias. Se presenta la continuidad de la vio-
lencia contra las mujeres a lo largo de sus vidas y en una diversidad de escenarios. 
En la sección se presentan las pruebas existentes sobre la prevalencia de las diferen-
tes formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer en los distintos países. 
Se evalúan las consecuencias de dicha violencia para la víctima/sobreviviente, así 
como para las familias, las comunidades y las naciones, entre ellas, los costos eco-
nómicos. 

14. En la sección V se reseñan los actuales progresos y desafíos en la reunión de 
datos y estadísticas sobre la violencia contra la mujer. Se examinan las metodologí-
as existentes y su pertinencia para la reunión de tipos determinados de datos. Asi-
mismo se señala el papel de los distintos actores en la reunión de datos. En la sec-
ción se pone de relieve la urgente necesidad de mejorar la reunión de datos para for-
talecer la base de conocimientos sobre todas las formas de violencia contra la mujer 
a fin de informar la elaboración de políticas y estrategias. 

15. En la sección VI se reseñan las obligaciones del Estado de prevenir y eliminar 
todas las formas de violencia contra la mujer, ya sean cometidos por agentes del Es-
tado o actores no estatales, proteger a las mujeres contra dicha violencia y dar una 
reparación a las víctimas. Se examinan las normas y estándares internacionales apli-
cables y la práctica de los órganos judiciales y de otra índole en la clarificación del 
contenido de la obligación de los Estados de tomar medidas. Se exponen sintética-
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mente las principales medidas que han de adoptarse para dar cumplimiento a esas 
obligaciones. 

16. En la sección VII se destacan las prácticas promisorias en el enfrentamiento de 
la violencia contra la mujer en tres esferas: derecho, prestación de servicios y pre-
vención. En la sección se presentan los principios orientadores que informan a las 
prácticas buenas o promisorias en dichas esferas, y se dan ejemplos ilustrativos. 
También se señala una serie de desafíos que persisten en lo tocante a la aplicación 
de los estándares y normas sobre la violencia contra la mujer. 

17. En la sección VIII se formulan conclusiones y se presentan recomendaciones 
para la adopción de medidas por parte de diferentes actores y en distintos niveles, en 
siete esferas estratégicas claves. 
 
 

 B.  Metodología 
 
 

18. El estudio se funda en las investigaciones y conocimientos existentes en los 
niveles nacional, regional y mundial. Entre las numerosas fuentes utilizadas figuran 
las contribuciones aportadas por los Estados Miembros en respuesta a una nota ver-
bal; las respuestas de los Estados Miembros al cuestionario de la Secretaría para la 
revisión y evaluación decenales de la aplicación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing, recibidas en 2003 y 2004; los informes presentados por los Esta-
dos partes con arreglo al artículo 18 de la Convención para la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer; las contribuciones aportadas por las 
entidades del sistema de las Naciones Unidas, por varios órganos de derechos 
humanos creados por tratados y por organizaciones regionales; los aportes de las or-
ganizaciones no gubernamentales, y las contribuciones aportadas en una delibera-
ción en línea. En 2005 y 2006 se hicieron varias consultas con los Estados Miem-
bros y con otros interesados, en particular en conjunción con el sexagésimo período 
de sesiones de la Asamblea General y el quincuagésimo período de sesiones de la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, que también hicieron apor-
tes. El estudio aprovechó las observaciones y la orientación de un comité consultivo 
integrado por diez expertas sobre la violencia contra la mujer de todas las regiones. 
Asimismo contó con el aporte de las consultas celebradas con el experto indepen-
diente encargado por el Secretario General de dirigir un estudio a fondo de la cues-
tión de la violencia contra los niños, Paulo Sérgio Pinheiro, y con la Relatora Espe-
cial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias. 

19. El sitio Web de la División para el Adelanto de la Mujer 
(http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/index.htm) contiene los aportes mencio-
nados y otros recursos, entre ellos, una bibliografía detallada e información adicio-
nal atinente a la legislación relativa a las distintas formas de violencia contra la mu-
jer (véase el recuadro 10). 

20. En el presente estudio se entiende por “violencia contra la mujer” todo acto de 
violencia por motivos de género que se dirija contra una mujer porque es una mujer 
o que afecte desproporcionadamente a las mujeres (véase el recuadro 1). No com-
prende a la violencia por motivos de género sufrida por los hombres. El término 
“mujeres” abarca a las personas de sexo femenino de cualquier edad, incluidas las 
niñas menores de 18 años. 
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21. Hay un debate en curso acerca del uso de los términos “víctima” y “sobrevi-
viente”, pues algunos sugieren que se evite el término “víctima”, porque implica pa-
sividad, debilidad y vulnerabilidad intrínseca y no reconoce la realidad de la capaci-
dad de recuperación y el poder de acción de las mujeres. Para otros, el término “so-
breviviente” es problemático, porque niega el sentido de victimización experimenta-
do por las mujeres que han sido blanco de un delito violento. En el presente estudio, 
se utiliza por lo general el término “víctima” en el contexto de la justicia penal y el 
término “sobreviviente” en el contexto de las actividades de promoción. En otros 
puntos se emplea la expresión “víctima/sobreviviente”. 
 
 

 II.  Panorama general 
 
 

 A.  Introducción 
 

22. La violencia contra la mujer ha recibido una creciente atención en las Nacio-
nes Unidas como una forma de discriminación y una violación de los derechos 
humanos de las mujeres. La comunidad internacional se ha comprometido a proteger 
los derechos y la dignidad de las mujeres y los hombres a título individual mediante 
numerosos tratados y declaraciones. A pesar de la atención cada vez mayor que se 
presta a los derechos de la mujer, ha habido escasos progresos en la reducción de la 
violencia contra la mujer. En el presente estudio se llega a la conclusión de que la 
violencia contra la mujer todavía no ha recibido la atención prioritaria y los recursos 
que se requieren en todos los niveles para abordarla con la seriedad y la visibilidad 
necesarias. El estudio procura aportar pruebas y recomendaciones que ayuden a los 
gobiernos, las instituciones intergubernamentales y la sociedad civil a resolver esta 
cuestión y a hacer cesar esta injusticia mundial. 

 B.  Atención internacional: el movimiento de mujeres 
y las Naciones Unidas 
 

23. La cuestión de la violencia contra la mujer adquirió prominencia gracias al tra-
bajo de base de las organizaciones y movimientos de mujeres en todo el mundo. A 
medida que las mujeres procuraban obtener la igualdad y el reconocimiento de sus 
derechos en numerosas esferas, conseguían que se prestara atención al hecho de que 
la violencia contra la mujer no era el resultado de actos individuales de mala con-
ducta realizados al azar, sino que estaba profundamente arraigada en relaciones es-
tructurales de desigualdad entre las mujeres y los hombres (véase la sección III). Al 
reclamar que se tomaran medidas y se repararan esas violaciones en los niveles na-
cional e internacional, las mujeres revelaron el papel de la violencia contra la mujer 
como forma de discriminación y mecanismo para perpetuarla. Ese proceso desem-
bocó en la individualización de numerosas formas y manifestaciones diferentes de 
violencia contra la mujer (véase la sección IV) e hizo que pasaran del ámbito priva-
do a la atención pública y al terreno de la responsabilización de los Estados. 

24. A nivel internacional, la cuestión de la violencia contra la mujer pasó al primer 
plano en el contexto del activismo por los derechos de la mujer en las Naciones 
Unidas. La interacción entre la promoción de la causa de la mujer en todo el mundo 
y las iniciativas de las Naciones Unidas a lo largo de varios decenios ha sido un fac-
tor determinante para lograr esa atención. Algunas formas particulares de violencia 
contra la mujer, como la trata para la prostitución forzada, habían sido abordadas 
antes de la fundación de las Naciones Unidas2. Sin embargo, el incremento de la 
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atención prestada a la violencia contra la mujer se produjo principalmente en el con-
texto del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer (1975-1985), cuando fue 
aumentando la cantidad de organizaciones de mujeres vinculadas al programa de ac-
ción de las Naciones Unidas gracias a las conferencias internacionales y regionales 
sobre la mujer y a las iniciativas sobre la mujer en el desarrollo. Sus esfuerzos tuvie-
ron un efecto catalizador para el logro de una mayor comprensión de la violencia 
contra la mujer. Apoyaron la elaboración de normas y estándares internacionales, y 
la creación de mecanismos de supervisión y presentación de informes3. 

25. Las primeras iniciativas encaminadas a abordar la violencia contra la mujer a 
nivel internacional estuvieron centradas principalmente en la familia. El Plan de Ac-
ción Mundial para la promoción de la mujer4, adoptado en la Conferencia Mundial 
del Año Internacional de la Mujer, celebrada en 1975 en México, D.F., señaló a la 
atención la necesidad de programas educacionales y medios para resolver los con-
flictos familiares que garantizaran la dignidad, la igualdad y la seguridad a cada uno 
de los miembros de la familia, pero no se refirió explícitamente a la violencia. En 
cambio, en el Tribunal paralelo de organizaciones no gubernamentales que sesionó 
en México, D.F., y el Tribunal Internacional sobre los Crímenes contra la Mujer, 
que sesionó en Bruselas en 1976, se pusieron de relieve muchas otras formas de vio-
lencia contra la mujer5. 

26. En la Conferencia Mundial del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer, 
celebrada en Copenhague en 1980 (a mitad de dicho Decenio)6, se aprobó una reso-
lución sobre la violencia en la familia. En el informe final de dicha Conferencia se 
hizo referencia a la violencia en el hogar, y, en el contexto de la atención de la sa-
lud, se pidió la elaboración de programas encaminados a eliminar la violencia contra 
las mujeres y los niños y a proteger a las mujeres contra el abuso físico y mental. La 
violencia contra la mujer también fue considerada en el foro paralelo de organiza-
ciones no gubernamentales y varias delegaciones gubernamentales hablaron sobre 
dicha cuestión. Ello reflejaba la creciente importancia de la cuestión en los progra-
mas de los movimientos de mujeres a nivel nacional7. 

27. El activismo de las mujeres respecto de la violencia contra la mujer se incre-
mentó a comienzos del decenio de 1980 y la cuestión tuvo un mayor destaque en la 
Tercera Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Nairobi en 19858. En las 
Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer se re-
conoció que se ejercía, en diversas formas, violencia contra la mujer en la vida coti-
diana de todas las sociedades, y se señalaron diversas manifestaciones de violencia, 
señalando a la atención a las mujeres que sufren tratos abusivos en el hogar, las mu-
jeres víctimas de la trata y la prostitución involuntaria, las mujeres privadas de liber-
tad y las mujeres en los conflictos armados. Se comenzó a reconocer la vinculación 
existente entre la violencia contra la mujer y las demás cuestiones que figuraban en 
el programa de las Naciones Unidas, al irse determinando que dicha violencia era 
uno de los principales obstáculos para el logro de los objetivos del Decenio de las 
Naciones Unidas para la Mujer: igualdad, desarrollo y paz. En las Estrategias orien-
tadas hacia el futuro se pidieron políticas preventivas, medidas jurídicas, mecanis-
mos nacionales y asistencia completa para las mujeres víctimas de la violencia. 
También se reconoció la necesidad de una toma de conciencia pública acerca de la 
violencia contra la mujer como problema de la sociedad. 

28. Paralelamente a la labor sobre la violencia contra la mujer levada a cabo en el 
marco del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer, Los órganos de las Nacio-
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nes Unidas competentes en materia de prevención del delito y justicia penal se esta-
ban ocupando cada vez más de la violencia contra la mujer, en particular la violen-
cia doméstica9. La labor en este sector demostró que se trataba de un fenómeno 
mundial que muchas veces no era denunciado y que se producía en distintos contex-
tos y puso de relieve la necesidad de contar con leyes adecuadas y dar acceso a la 
justicia a las mujeres víctimas, así como de lograr el cumplimiento y la aplicación 
efectivos de las leyes a nivel nacional10. 

29. A comienzos del decenio de 1990, los esfuerzos del movimiento de las mujeres 
por obtener el reconocimiento de la violencia contra la mujer como una cuestión de 
derechos humanos adquirieron un gran impulso. Para la Conferencia Mundial de De-
rechos Humanos celebrada en Viena en 1993, las mujeres se organizaron en grupos 
e hicieron intensas gestiones a nivel mundial y regional para redefinir la delimita-
ción del derecho de los derechos humanos a fin de incluir las experiencias de las 
mujeres. Presentaron a los delegados que participaron en la conferencia casi medio 
millón firmas de 128 países reclamando que se reconociese a la violencia contra la 
mujer como una violación de los derechos humanos de las mujeres, y organizaron 
un tribunal mundial ante el cual se presentaron, en un marco de derechos humanos, 
testimonios de mujeres, en particular casos de violencia de todas partes del mundo11. 
 
 

 C.  La violencia contra la mujer: una forma de discriminación y 
violación de los derechos humanos 
 
 

30. Las pruebas reunidas por los investigadores acerca de la difusión generalizada 
y las múltiples formas de violencia contra la mujer, unidas a campañas de promo-
ción, desembocaron en el reconocimiento de que la violencia contra la mujer era de 
carácter mundial y sistémica y estaba arraigada en los desequilibrios de poder y la 
desigualdad estructural entre los hombres y las mujeres. Fue fundamental la identi-
ficación del vínculo entre la violencia contra la mujer y la discriminación. 

31. La labor del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 
el órgano establecido por tratado en 1982 para supervisar la aplicación de la Con-
vención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer12, ha contribuido en alto grado al reconocimiento de la violencia contra la mujer 
como una cuestión de derechos humanos. La Convención no se refiere explícitamen-
te a la violencia contra la mujer, pero el Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer ha dejado en claro que todas las formas de violencia contra 
la mujer están comprendidas en la definición de discriminación contra la mujer es-
tablecida en la Convención. El Comité pide ordinariamente a los Estados partes que 
adopten las medidas necesarias para poner fin a dicha violencia. En su recomenda-
ción general N° 12 (1989)13, señaló a los Estados partes la obligación de proteger a 
la mujer contra la violencia establecida en varios artículos de la Convención y les 
pidió que incluyeran en sus informes periódicos que presentan al Comité informa-
ción sobre la frecuencia de la violencia y las medidas adoptadas para erradicarla. En 
su recomendación general N° 19 (1992)14 el Comité estableció con toda claridad la 
conexión: afirmó inequívocamente que la violencia contra la mujer constituye una 
forma de discriminación por motivos de género y que la discriminación es una de las 
causas principales de dicha violencia. Ese análisis ubicó a la violencia contra la mu-
jer dentro de los términos de la Convención y la norma jurídica internacional de no 
discriminación por motivos de sexo y, de tal modo, directamente en el lenguaje, las 
instituciones y los procesos de derechos humanos. Los procedimientos de investiga-
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ción y denuncias individuales previstos en el Protocolo Facultativo de la Conven-
ción, en vigor desde el año 2000, permiten que el Comité vaya elaborando una juris-
prudencia en esta esfera (véase la sección VI). 

32. En la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993 
se vio una movilización mundial coordinada tendiente a reafirmar los derechos de la 
mujer como derechos humanos. Mujeres provenientes de todas las regiones, que re-
presentaban a gobiernos y a organizaciones no gubernamentales, colaboraron y se 
organizaron para influir en los procesos preparatorios de la Conferencia en los nive-
les regional y mundial haciendo campaña para incorporar una perspectiva de género 
a el programa internacional de acción en materia de derechos humanos e incremen-
tar la visibilidad de las violaciones de los derechos humanos de las mujeres. En la 
Declaración y Programa de Acción de Viena se afirmó la universalidad de los dere-
chos de la mujer como derechos humanos y se hizo un llamamiento a la eliminación 
de la violencia por motivos de género. La Conferencia de Viena también incrementó 
significativamente el impulso que llevó poco después en ese mismo año a la adop-
ción de la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer15 por par-
te de la Asamblea General. 

33. La Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer expresa 
que la violencia contra la mujer “constituye una manifestación de relaciones de po-
der históricamente desiguales entre el hombre y la mujer, que han conducido a la 
dominación de la mujer y a la discriminación en su contra por parte del hombre e 
impedido el adelanto pleno de la mujer”16. Pone de relieve los distintos escenarios 
de la violencia contra la mujer: violencia en la familia, violencia en la comunidad, y 
violencia cometida o tolerada por el Estado. La Declaración expresa preocupación 
por el hecho de que algunos grupos de mujeres, como por ejemplo las mujeres per-
tenecientes a minorías, las mujeres indígenas, las refugiadas, las mujeres indigentes, 
las mujeres recluidas en instituciones o detenidas, las niñas, las mujeres con disca-
pacidades, las ancianas y las mujeres en situaciones de conflicto armado son parti-
cularmente vulnerables a la violencia. Enuncia una serie de medidas que deben 
adoptar los Estados para prevenir y eliminar la violencia contra la mujer. Exige que 
los Estados condenen la violencia contra la mujer y no invoquen ninguna costumbre, 
tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de eliminarla. 
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Recuadro 1 
Definiciones de la violencia contra la mujer 

 

Recomendación general N° 19 

La violencia contra la mujer por motivos de género es “la violencia dirigida contra 
la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada. Incluye actos 
que infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de 
cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad..” 

“La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce de sus derechos 
humanos y sus libertades fundamentales en virtud del derecho internacional o de 
los diversos convenios de derechos humanos, constituye discriminación, como la 
define el artículo 1 de la Convencióna.” 

Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, artículo 1 

Por “violencia contra la mujer” se entiende “todo acto de violencia basado en la 
pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o 
sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de ta-
les actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen 
en la vida pública como en la vida privadab.” 

 

Resolución de la Asamblea General sobre la eliminación de la violencia contra 
la mujer en el hogar 

Reconoce que “la violencia en el hogar puede incluir privaciones económicas y 
aislamiento, y ese tipo de comportamiento puede constituir un peligro inminente 
para la seguridad, la salud o el bienestar de la mujerc.” 

 
Notas 
a Recomendación general N° 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la mujer, párrs. 6 y 7. 
b  Resolución 48/104 de la Asamblea General. 
c  Resolución 58/147 de la Asamblea General. 

 

34. También como resultado de la Conferencia de Viena, la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas designó en 1994 una Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias17. Ese mandato creó un meca-
nismo institucional para hacer periódicamente un examen a fondo sobre la violencia 
contra la mujer en todo el mundo y presentar el correspondiente informe18. Esa labor 
se lleva a cabo en el marco del régimen internacional de derechos humanos, y com-
prende recomendaciones sobre la forma de eliminar la violencia contra la mujer y 
sus causas, y corregir sus consecuencias. Mediante la realización de análisis, reco-
mendaciones y visitas a los países, la Relatora Especial sobre la violencia contra la 
mujer, sus causas y consecuencias ha elevado el nivel de conciencia acerca de las 
causas y consecuencias de las distintas formas de violencia contra la mujer y ha pro-
fundizado la comprensión de los estándares internacionales en esta esfera. 

35. La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, adoptada por 189 países en 
la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing en 1995, conso-
lidó esos avances al subrayar que la violencia contra la mujer es a la vez una viola-
ción de los derechos humanos de las mujeres y un obstáculo para el pleno disfrute 
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de todos los derechos humanos por parte de las mujeres. El centro de atención pasó 
a ser la exigencia de responsabilizar a los Estados por las medidas encaminadas pre-
venir y eliminar la violencia contra la mujer. En la Plataforma de Acción de Beijing 
se determinaron 12 esferas principales para la adopción de medidas urgentes enca-
minadas a alcanzar los objetivos de igualdad, desarrollo y paz; una de dichas esferas 
era la relacionada con la violencia contra la mujer. En varias otras esferas de parti-
cular preocupación también se contemplaba a la violencia contra la mujer19. 
 

Recuadro 2 
La Plataforma de Acción de Beijing 

La esfera principal de preocupación de la Plataforma de Acción de Beijing 
sobre la violencia contra la mujer comprende tres objetivos estratégicos: 

• Adoptar medidas integradas para prevenir y eliminar la violencia contra la 
mujer 

• Estudiar las causas y las consecuencias de la violencia contra la mujer y la 
eficacia de las medidas de prevención 

• Eliminar la trata de mujeres y prestar asistencia a las víctimas de la violen-
cia derivada de la prostitución y la trata de mujeres. 

Dentro de dichos objetivos, la Plataforma de Acción establece una serie de 
medidas concretas que deben adoptar los gobiernos, en particular la aplicación de 
los instrumentos internacionales de derechos humanos; la adopción y la revisión 
periódica de legislación sobre la violencia contra la mujer, el acceso a la justicia y 
a recursos efectivos; políticas y programas encaminados a proteger y apoyar a las 
mujeres víctimas de la violencia, y medidas de sensibilización y educación.  

 
 

36. En el examen quinquenal de la Plataforma de Acción de Beijing llevado a cabo 
en el año 2000, los Estados especificaron que la violencia contra las mujeres y las 
niñas, ya sea en su vida pública o privada, era una cuestión de derechos humanos y 
pusieron de relieve la obligación de los Estados de hacer frente a dicha violencia20. 
Se pidió a los gobiernos que tomaran todas las medidas adecuadas para eliminar la 
discriminación y la violencia contra la mujer por parte de cualquier persona, organi-
zación o empresa, y que tipificaran como delitos a todas las formas de violencia co-
ntra las mujeres y las niñas. 

37. La resolución 1325 (2000) del Consejo de Seguridad, relativa a las mujeres y 
la paz y la seguridad21, fue un hito histórico en la lucha contra la violencia contra la 
mujer en situaciones de conflicto armado. Reconociendo la necesidad de aplicar 
plenamente las normas que protegen los derechos de las mujeres y las niñas durante 
los conflictos armados y después de ellos, el Consejo de Seguridad instó a que se 
adoptaran medidas especiales para proteger a las mujeres y las niñas de la violencia 
por razón de género en situaciones de conflicto armado. En la resolución también se 
puso de relieve la obligación de todos los Estados de poner fin a la impunidad de los 
culpables. 
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 D.  Consecuencias de la categorización de la violencia contra la mujer 
como un problema de derechos humanos 
 
 

38. La primera Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias describió al movimiento de lucha contra la violencia contra la mujer 
como “tal vez el mayor éxito de la movilización internacional por una cuestión con-
creta de derechos humanos, que llevó a la articulación de normas y estándares inter-
nacionales y a la formulación de programas y políticas internacionales”22. 

39. La categorización de la violencia contra la mujer como una cuestión de dere-
chos humanos tiene importantes consecuencias. El reconocimiento de que la violen-
cia contra la mujer es una violación de derechos humanos clarifica las normas vin-
culantes que imponen a los Estados las obligaciones de prevenir, erradicar y castigar 
esos actos de violencia y los hacen responsables en caso de que no cumplan tales 
obligaciones. Éstas emanan del deber de los Estados de tomar medidas para respetar, 
proteger, promover y cumplir los derechos humanos. De tal modo, la exigencia de 
que el Estado tome todas las medidas adecuadas para responder a la violencia contra 
la mujer sale del reino de la discrecionalidad y pasa a ser un derecho protegido jurí-
dicamente. El marco de derechos humanos brinda acceso a una serie de instrumentos 
y mecanismos que se han elaborado para responsabilizar a los Estados en los niveles 
internacional y regional. Entre ellos figuran los órganos de derechos humanos crea-
dos por tratados y los tribunales penales internacionales, así como los sistemas afri-
cano, europeo e interamericano de derechos humanos (véase la sección VI). 

40. Los derechos humanos aportan un conjunto unificador de normas que pueden 
utilizarse para responsabilizar a los Estados en relación con el cumplimiento de sus 
obligaciones, supervisar los progresos y promover la coordinación y la congruencia. 
El enfoque de la violencia contra la mujer como una cuestión de derechos humanos 
empodera a las mujeres, al posicionarlas no como receptoras pasivas de beneficios 
discrecionales, sino como activas titulares de derechos. Asimismo realza la partici-
pación de otros promotores de los derechos humanos, inclusive hombres y niños, 
que pasan a ser interesados en el enfoque de la violencia contra la mujer como parte 
de la construcción del respeto por todos los derechos humanos. 

41. El reconocimiento de que la violencia contra la mujer es una cuestión de dere-
chos humanos también ha permitido que el discurso y la práctica en materia de dere-
chos humanos se vuelvan más inclusivos, al abarcar las experiencias de las mujeres. 
Cuando las experiencias particulares de las mujeres permanecen invisibles, no con-
tribuyen a la comprensión de las violaciones de los derechos humanos y las formas 
de corregirlas23. Por consiguiente, para que las normas de derechos humanos sean 
plenamente universales, deben tener en cuenta las circunstancias particulares de las 
mujeres. Un régimen de derechos humanos integrado e inclusivo debe tener en cuen-
ta no sólo las perspectivas de género, sino también la gran diversidad de factores 
que conforman y fortalecen las experiencias de las mujeres, y de los hombres, en 
materia de discriminación y violencia, en particular en materia de raza, origen étni-
co, clase, edad, orientación sexual, discapacidad, nacionalidad, religión y cultura. 

42. La comprensión de la violencia contra la mujer como cuestión de derechos 
humanos no excluye otros enfoques para la prevención y la eliminación de la vio-
lencia, como los esfuerzos en materia de educación, salud, desarrollo y justicia pe-
nal. Más bien, el enfoque de la violencia contra la mujer como una cuestión de dere-
chos humanos inspira una respuesta indivisible, holística y multisectorial que añade 
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una dimensión de derechos humanos al trabajo en todos los sectores. Exige que en 
todas las esferas se fortalezcan y aceleren las iniciativas encaminadas a prevenir y 
eliminar la violencia contra la mujer, en particular en los sectores de la justicia pe-
nal, la salud, el desarrollo, las actividades humanitarias, la consolidación de la paz y 
la seguridad. 
 
 

 E.  Integración de la violencia contra la mujer y expansión 
del ámbito de acción 
 
 

43. A medida que la comprensión de la violencia contra la mujer como una cues-
tión de derechos humanos se iba desarrollando en el decenio de 1990, también se 
desarrollaban las consecuencias de dicha violencia para muchos sectores diferentes. 
Como resultado de ello, cada vez son más numerosos los interesados que tienen en 
cuenta actualmente la incidencia de la violencia contra la mujer dentro de sus obje-
tivos y mandatos. Análogamente, la comprensión del alcance y las dimensiones de 
la violencia contra la mujer sigue evolucionando mediante las políticas y las prácti-
cas, según se refleja en la labor de los órganos de derechos humanos creados por tra-
tados y los procedimientos especiales, los tribunales penales internacionales, los ór-
ganos intergubernamentales y diversos órganos regionales y entidades del sistema 
de las Naciones Unidas. 

44. Las políticas y los programas dirigidos específicamente a las mujeres siguen 
impulsando el programa de acción de las Naciones Unidas sobre la violencia contra 
la mujer. Al mismo tiempo, se está prestando una atención cada vez mayor a la ne-
cesidad de asegurar que se proteja de manera completa el derecho de las mujeres a 
estar libres de violencia. Los órganos de derechos humanos creados por tratados es-
tán integrando cada vez más las perspectivas y experiencias de las mujeres en su 
ámbito de trabajo y prestando atención a la violencia contra la mujer dentro de sus 
mandatos. Por ejemplo, el Comité de Derechos Humanos y el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales han formulado observaciones generales sobre la 
igualdad de derechos del hombre y la mujer al disfrute de los derechos24, y el Comi-
té para la Eliminación de la Discriminación Racial aprobó una recomendación gene-
ral relativa a las dimensiones de la discriminación racial relacionadas con el géne-
ro25. En dichos textos se hacen expresas referencias a la naturaleza, el alcance y la 
extensión de la violencia contra la mujer y a las obligaciones de los Estados de pre-
venirla y eliminarla. Otros órganos creados por tratados también han hecho referen-
cia a la necesidad de eliminar y prevenir la violencia contra la mujer en sus observa-
ciones finales sobre los informes de los Estados partes (véase la sección VI). 

45. Además de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas 
y consecuencias, otras relatoras especiales temáticas de la Comisión de Derechos 
Humanos se ocupan de la cuestiones relacionadas con la violencia. Entre ellas figu-
ran las Relatoras Especiales sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la por-
nografía infantil y sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños. Otros 
relatores especiales también han comenzado a ocuparse de la incidencia de la vio-
lencia contra la mujer dentro de sus mandatos, como los Relatores Especiales sobre 
la tortura, sobre los derechos a la salud, a la alimentación, a la educación y a una vi-
vienda adecuada, y sobre las libertades de opinión y expresión y de religión o creen-
cias. El Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias 
y el Relator Especial sobre la independencia de los jueces y abogados han centrado 
la atención en los crímenes contra la mujer cometidos en nombre del “honor”. 
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46. La Asamblea General y las comisiones orgánicas del Consejo Económico y 
Social se han ocupado periódicamente de la violencia contra la mujer26. En particu-
lar, la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, la Comisión de De-
rechos Humanos y el más importante de sus órganos subsidiarios, la Subcomisión de 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos, y la Comisión de Prevención del 
Delito y Justicia Penal han aprobado resoluciones que contienen orientaciones sobre 
las medidas que deben tomarse, en distintos niveles y por diferentes interesados, pa-
ra prevenir y eliminar distintas formas concretas de violencia. Algunas resoluciones 
han fortalecido las iniciativas de la sociedad civil, como la resolución de 1999 por la 
cual la Asamblea General declaró el 25 de noviembre Día Internacional de la Elimi-
nación de la Violencia contra la Mujer 27. 

47. En las conferencias y cumbres intergubernamentales se ha reafirmado el com-
promiso de eliminar la violencia contra la mujer. Por ejemplo, en la Conferencia In-
ternacional sobre la Población y el Desarrollo, celebrada en 1994 en El Cairo, se re-
conoció que era necesario eliminar la violencia contra la mujer para lograr el empo-
deramiento de la mujer28. En la Cumbre del Milenio, celebrada en el año 2000, los 
Jefes de Estado y de Gobierno resolvieron luchar contra todas las formas de violen-
cia contra la mujer.29 En la Cumbre Mundial de 2005 se subrayó la urgencia de eli-
minar todas las formas de discriminación y violencia contra la mujer y la niña y se 
señaló el vínculo entre dicha eliminación y el logro de los objetivos de desarrollo 
del Milenio30. 

48. Los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia y para Rwanda y 
el Tribunal Especial para Sierra Leona han realzado el papel del sistema de justicia 
penal internacional al hacer efectiva la responsabilidad por los actos de violencia 
contra la mujer en los conflictos armados. El Estatuto de Roma de 1998 de creación 
de la Corte Penal Internacional comprende diversos tipos de crímenes por motivos 
de género (véase la sección VI). 

49. Como resultado de las directrices para la incorporación de la perspectiva de 
género en todas las esferas de labor de las Naciones Unidas, hay una mayor cantidad 
de políticas y programas que procuran tener en cuenta la diferente incidencia de sus 
acciones en las mujeres y los hombres. Se ha ampliado la gama de entidades que 
ejecutan programas encaminados a eliminar la violencia contra la mujer31. Dichos 
organismos hacen aportes en materia de investigación, elaboración de normas y po-
líticas, prestación de servicios y apoyo a las víctimas/sobrevivientes de la violencia, 
actividades de promoción y sensibilización, y financiación. Si bien es impresionante 
la cantidad de órganos de las Naciones Unidas que incluyen actualmente a la violen-
cia contra la mujer entre sus preocupaciones, el volumen de recursos y el grado de 
atención que se presta a dicha cuestión sigue siendo bajo y la labor carece de una 
eficaz coordinación. 
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Recuadro 3 
Prevención y respuesta en materia de violencia contra la mujer: 
el sistema de las Naciones Unidas 

Dentro del sistema de las Naciones Unidas, diversos órganos, oficinas y or-
ganismos ejecutan programas específicos sobre la violencia contra la mujer o in-
cluyen en sus mandatos y objetivos generales la realización de esfuerzos encami-
nados a hacer frente a dicha violencia. Un estudio de las entidades del sistema de 
las Naciones Unidas indica que 32 de ellas llevan a cabo trabajos sobre la violen-
cia contra la mujer en los niveles mundial, regional y nacional. Dichos trabajos 
abarcan numerosos aspectos de la violencia contra la mujer, desde la violencia 
doméstica e interpersonal hasta la violencia contra la mujer en las situaciones de 
conflicto y posteriores a los conflictos. 

La labor de las entidades del sistema de las Naciones Unidas también com-
prende esfuerzos encaminados a eliminar la trata de mujeres y a prevenir la ex-
plotación y el abuso sexuales en todos los países en que las Naciones Unidas tie-
nen presencia, en particular cuando los hayan cometido funcionarios u otros in-
tegrantes del personal de las Naciones Unidas. Se está prestando una atención 
cada vez mayor al papel de los hombres y los niños en la prevención de la vio-
lencia contra la mujer. Lo mismo ocurre en relación con el papel de la violencia 
contra la mujer como obstáculo para el desarrollo. Las distintas entidades están 
tomando medidas de respuesta a los vínculos entre la violencia contra la mujer y 
otras esferas, como el VIH/SIDA, y contribuyen a la reunión de datos y el per-
feccionamiento de la base de conocimientos sobre las distintas formas y manifes-
taciones de violencia contra la mujer.  

Sigue habiendo lagunas y desafíos, y es preciso realizar esfuerzos por lo-
grar una respuesta más comprensiva y mejor coordinada de todo el sistema ante 
la violencia contra la mujer, en particular con respecto a los puntos siguientes: 

• aplicación de los marcos jurídico y de políticas que orientan los esfuerzos de 
todo el sistema de las Naciones Unidas por prevenir y eliminar la violencia 
contra la mujer; 

• reunión de datos e investigación; 

• elevación del nivel de conciencia, comunicación y difusión de buenas prácti-
cas; 

• respuesta coordinada a nivel nacional; 

• movilización de recursos; 

• mecanismos de coordinación a nivel internacional. 

Un equipo de tareas de la Red interinstitucional sobre la mujer y la igual-
dad entre los géneros del sistema de las Naciones Unidas está tratando de mejo-
rar la coordinación en todo el sistema y fortalecer los esfuerzos de lucha contra 
la violencia contra la mujer. El Fondo fiduciario de apoyo a las medidas para 
erradicar la violencia contra la mujer, administrado por el UNIFEM, brinda apo-
yo en todo el mundo a proyectos innovadores y catalizadores encaminados a eli-
minar la violencia contra la mujer. 
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50. Las instituciones regionales también se han ocupado de la violencia contra la 
mujer. Entre los distintos tratados regionales figuran la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de 
Belém do Pará); el Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos relativo a los derechos de la mujer en África; y la Convención sobre la pre-
vención y la lucha contra la trata de mujeres y niños con fines de prostitución adop-
tada por la Asociación del Asia Meridional para la Cooperación Regional (SAARC) 
(véase la sección VI). Otras iniciativas a nivel regional son, en África, la adición es-
pecial sobre la erradicación de todas las formas de violencia contra las mujeres y los 
niños (1998) a la Declaración de 1997 sobre el género y el desarrollo de la Comuni-
dad del África Meridional para el Desarrollo; y, en Europa, la Recomendación 
2002 (5) sobre la protección de las mujeres contra la violencia, dirigida a los Esta-
dos miembros por el Comité de Ministros del Consejo de Europa. 

51. Esas iniciativas regionales, que recogen los estándares internacionales en ma-
teria de violencia contra la mujer, establecen mecanismos regionales, en particular 
órganos de supervisión, para prevenir y eliminar dicha violencia. Algunas iniciativas 
regionales amplían los estándares vigentes. Por ejemplo, el Protocolo a la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos relativo a los derechos de la mujer 
en África amplió la definición contenida en la Declaración sobre la eliminación de 
la violencia contra la mujer al incluir dentro de su ámbito a la violencia o el daño de 
carácter económico. La Convención de Belém do Pará afirma el derecho de las mu-
jeres a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, e 
impone a los Estados una serie de obligaciones a este respecto. Asimismo pone de 
relieve el vínculo entre la violencia y el goce de todos los demás derechos de las 
mujeres. 

52. La Unión Interparlamentaria ha puesto de relieve el papel de los parlamentos 
en la lucha contra la violencia contra la mujer en todas las esferas32. Numerosos Es-
tados han sancionado leyes y elaborado políticas y programas para hacer frente a la 
violencia contra la mujer33. Algunos Estados han adoptado planes de acción nacio-
nales, que por lo general comprenden el apoyo a las medidas a favor de las vícti-
mas/sobrevivientes; actividades de concienciación, educación y sensibilización; ca-
pacitación y fortalecimiento de capacidades; así como el enjuiciamiento, el castigo y 
la rehabilitación de los culpables. Sin embargo, los progresos han sido desiguales. 
En la mayoría de los países aún se carece de un enfoque multidisciplinario coordi-
nado que abarque el sistema de justicia penal, la atención de la salud y otros servi-
cios, los medios de comunicación y el sistema educacional. 

53. Las diferencias existentes entre los distintos países en cuanto al nivel de las 
actividades de lucha contra la violencia contra la mujer hacen que sea difícil evaluar 
el grado general de éxito de los esfuerzos nacionales. Las comparaciones resultan 
aún más difíciles debido a que las manifestaciones de la violencia contra la mujer 
varían según el contexto social, económico e histórico34. Sin embargo, está claro que 
la violencia contra la mujer sigue siendo una devastadora realidad en todas partes 
del mundo, y, por consiguiente, es urgentemente prioritario aplicar estándares inter-
nacionales y regionales para erradicarla. Las estrategias para contener esta pandemia 
pueden tomar como base las distintas prácticas y estrategias promisorias para hacer 
frente a la violencia contra la mujer que se han aplicado en países de todas partes 
del mundo (véase la sección VII). 
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54. La violencia impide que las mujeres contribuyan al desarrollo, y se beneficien 
de él, al restringir sus opciones y limitar su capacidad para actuar. Las consecuen-
cias que ello tiene para el crecimiento económico y la mitigación de la pobreza de-
berían constituir una de las principales preocupaciones de los gobiernos35. La vio-
lencia contra la mujer también socava y limita la posibilidad de alcanzar los objeti-
vos de desarrollo del Milenio, en particular los correspondientes a las esferas de la 
pobreza, la educación, la salud infantil, la mortalidad materna, el VIH/SIDA y el de-
sarrollo sostenible general36. A menos que en los programas encaminados a alcanzar 
cada uno de los objetivos de desarrollo del Milenio se incorpore la preocupación por 
prevenir y corregir la violencia contra la mujer, las consecuencias de dicha violencia 
en relación con la salud y en los planos social y económico pueden limitar los posi-
bles beneficios de esas iniciativas. En definitiva, la persistencia de la violencia co-
ntra la mujer es incompatible con todos los objetivos de desarrollo del Milenio.37 

 
 

Recuadro 4 
Directrices sobre la violencia contra la mujer adoptadas por los organismos 
especializados y otras entidades del sistema de las Naciones Unidas 

Comité permanente entre organismos, Directrices para las intervenciones relacio-
nadas con la violencia por motivos de género en las emergencias humanitarias: 
Prestar especial atención a la prevención de la violencia sexual en las emergen-
cias y a la respuesta ante dicha violencia (2006)a  

Secretario General, Boletín sobre medidas especiales de protección contra la ex-
plotación sexual y el abuso sexual (2003) b  

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos, Principios y directrices recomendados sobre los derechos humanos y la trata 
de personas (2002) c  

(UN-Hábitat), Programa “Ciudades Seguras”, Directrices para realizar auditorí-
as de seguridad d  

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Violencia sexual y 
por motivos de género contra refugiados, repatriados y personas internamente 
desplazadas: directrices para las actividades de prevención y respuesta (2002) e  

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Directrices sobre 
la protección internacional contra la persecución por motivos de género en el 
contexto del artículo 1 A (2) de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los 
Refugiados y/o su Protocolo de 1967 (2002) f  

Programa Mundial de Alimentos, Circulares de la Directora Ejecutiva sobre la 
aplicación del Boletín del Secretario General sobre medidas especiales de protec-
ción contra la explotación sexual y el abuso sexual 

Organización Mundial de la Salud, Directrices para la atención médico legal a las 
víctimas de la violencia sexual (2003) g 

Organización Mundial de la Salud, Directrices éticas y de seguridad para entre-
vistar a las mujeres víctimas de la trata (2003)h  
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Organización Mundial de la Salud, Recomendaciones éticas y de seguridad para 
las investigaciones de casos de violencia doméstica (1999) i  
 
Notas 
a http://www.humanitarianinfo.org/iasc/content/documents/subsidi/tf_gender/ 

IASC%20GBV%20Guidelines%20overview.PPT. 
b  ST/SGB/2003/13. 
c  http://www.unhchr.ch/html/menu6/2/trafficking.doc. 
d Adaptadas para cada ciudad en la que se llevan a cabo auditorías. Puede obtenerse informa-

ción sobre el programa en el sitio Web http://www.unhabitat.org/safercities. 
e  http://www.unhcr.org/cgi-bin/texis/vtx/protect/opendoc.pdf?tbl=PROTECTION&id=3f696bcc4. 
f   http://www.unhcr.org/cgi-bin/texis/vtx/publ/opendoc.pdf?tbl=PUBL&id=3d58ddef4. 
g  http://www.who.int/violence_injury_prevention/publications/violence/med_leg_directrices/en/. 
h  http://www.who.int/gender/documents/en/final%20recommendations%2023%20oct.pdf. 
i  http://www.who.int/gender/violence/womenfirtseng.pdf. 

 
 

 F.  Desafíos y obstáculos 
 
 

55. No se podrá erradicar la violencia contra la mujer si en los más altos niveles 
no existen la voluntad política y el compromiso necesarios para que esa tarea tenga 
carácter prioritario en los niveles local, nacional, regional e internacional. La volun-
tad política se expresa en diversas formas, que comprenden la legislación, los planes 
de acción nacionales, la asignación de recursos suficientes, la ubicación de los me-
canismos de lucha contra la violencia contra la mujer en los más altos niveles, los 
esfuerzos por hacer cesar la impunidad, la condena visible de la violencia contra la 
mujer y el sostenido apoyo de los líderes y de los formadores de opinión pública a 
los esfuerzos por erradicarla. También son indicaciones de voluntad política la crea-
ción de un entorno propicio para que funcionen eficazmente las organizaciones no 
gubernamentales que trabajan en esta cuestión y la colaboración con dichas organi-
zaciones. 

56. La promoción y la protección de los derechos humanos de las mujeres y el for-
talecimiento de los esfuerzos por lograr la igualdad sustantiva entre las mujeres y 
los hombres son fundamentales para la prevención de la violencia contra la mujer. 
Los desequilibrios estructurales de poder y la desigualdad entre las mujeres y los 
hombres son a la vez el contexto y las causas de la violencia contra la mujer (véase 
la sección III). Como el presente estudio demuestra claramente, la eliminación de la 
violencia y la discriminación contra la mujer en todas las esferas exige un esfuerzo 
comprensivo, coordinado y sostenido. Exige la adopción de medidas en distintos es-
cenarios, entre ellos, la legislación, el sector de la justicia penal, las políticas eco-
nómicas y sociales, los servicios; la concienciación y la educación. 

57. Un desafío particularmente problemático consiste en la eliminación de las acti-
tudes socioculturales discriminatorias y de las desigualdades económicas que re-
fuerzan el lugar subordinado que ocupan las mujeres en la sociedad. La violencia 
masculina contra la mujer es generada por las actitudes socioculturales y las culturas 
de violencia en todas las partes del mundo, y en especial por las normas relativas al 
control de la reproducción y de la sexualidad de la mujer (véase la sección III). 
Además, la violencia contra la mujer se entrecruza con otros factores, como la raza 
y la clase, y con otras formas de violencia, en particular los conflictos étnicos. 
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58. La aparición en muchos lugares de una reacción contra los adelantos en la 
condición de la mujer ha incrementado las dificultades existentes para lograr el 
cambio de las actitudes socioculturales que perpetúan la impunidad para los actos de 
violencia contra la mujer. En algunos contextos, las fuerzas políticas organizadas, en 
particular las distintas formas de “fundamentalismo” cultural o religioso, han ejerci-
do presión sobre los gobiernos para revertir los adelantos logrados en lo tocante a 
los derechos de la mujer (véase la sección III). En algunos países de distintas partes 
del mundo se han erosionado o están amenazados los logros obtenidos anteriormente 
por las mujeres. 

59. También entre los que procuran poner fin a la violencia contra la mujer se han 
suscitado polémicas en materia de estrategias y enfoques. Por ejemplo, hay des-
acuerdos acerca de la mejor manera de combatir la trata de mujeres; acerca de si (y 
cuándo) la prostitución constituye violencia contra la mujer, y acerca de dónde tra-
zar la línea divisoria entre la libertad de opción de una mujer y su victimización. De 
todos modos, a pesar de esas polémicas y esas complejidades, queda clara la obliga-
ción de los Estados de defender los derechos humanos de las mujeres en todas las si-
tuaciones, en particular su derecho a una vida libre de violencia (véase la sección 
VI). 

60. Un serio obstáculo para el progreso proviene de la insuficiencia y la escasa 
uniformidad de los datos sobre las diversas formas de violencia contra la mujer y 
sobre la forma en que afectan a distintos grupos de mujeres. La falta de datos para 
evaluar las medidas adoptadas impide contar con la información necesaria para la 
elaboración de políticas y el análisis, que son fundamentales para articular las res-
puestas más eficaces (véase la sección V). 

61. La superación de esos desafíos exige contar con recursos dedicados y sosteni-
dos. Si bien no se requiere invertir grandes recursos para muchas de las medidas re-
queridas, por ejemplo, la sanción de las normas legislativas necesarias, es frecuente 
que incluso tales medidas no se lleven a cabo (véanse las secciones IV y VII y el re-
cuadro 11). Queda pendiente la cuestión de saber por qué no se toman ni siquiera 
esas medidas y por qué se dedican tan pocos recursos para una cuestión que causa 
daños a tantas personas. Por ejemplo, los ingresos del Fondo fiduciario de apoyo a 
las medidas para erradicar la violencia contra la mujer, a 10 años de su creación, ni 
siquiera llegan a dos millones de dólares por año. La financiación de las medidas 
encaminadas a poner fin a la violencia contra la mujer deberían tener un mayor gra-
do de prioridad para los gobiernos y para los donantes. 

62. La eliminación de las actitudes y estructuras de la sociedad que apoyan y per-
petúan la discriminación y la violencia sistémicas contra la mujer requiere esfuerzos 
coordinados y multifacéticos de los gobiernos, las organizaciones no gubernamenta-
les y otros actores. El desafío radica en diseñar estrategias integradas y coordinadas 
que combinen las iniciativas específicamente dirigidas a la promoción de la igualdad 
de género, en particular la eliminación de la violencia contra la mujer, con el uso 
sistemático de estrategias de incorporación de la perspectiva de género en todos los 
sectores. Esos esfuerzos tienen que ser apoyados por fuertes mecanismos orientados 
especialmente a la mujer que mejoren la coordinación y funcionen como catalizado-
res para la acción. 

63. Los movimientos de mujeres y las organizaciones de derechos humanos tienen 
un papel fundamental que desempeñar en las iniciativas de lucha contra la violencia 
contra la mujer, en particular para hacer que los estándares internacionales se con-
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viertan en realidad a nivel local. A nivel nacional, las activistas por los derechos de 
la mujer y las organizaciones no gubernamentales siguen utilizando los estándares y 
normas internacionales sobre la eliminación de la violencia contra la mujer como 
instrumentos para el cabildeo y puntos de referencia para evaluar los esfuerzos de 
los gobiernos por prevenir, eliminar y corregir dicha violencia. 

64. A pesar de las complejidades y los desafíos, el progreso hacia el fin de la vio-
lencia contra la mujer ha comenzado, y hay numerosas iniciativas y recomendacio-
nes que señalan el camino para avanzar. Mediante un audaz liderazgo en materia de 
eliminación de la violencia contra la mujer en todos los niveles de la sociedad, uni-
do a un incremento de la voluntad política y a la asignación de recursos importantes, 
se podrá lograr una notable reducción de la violencia contra la mujer. 

 

Recuadro 5 
Selección de instrumentos jurídicos y de políticas y prácticas sobre violencia 
contra la mujer  

Tratados internacionales  

Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer 

Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer  

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Protocolo Facultativo  

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación Racial 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De-
gradantes 

Convención sobre los Derechos del Niño y Protocolos Facultativos  

Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabaja-
dores migratorios y de sus familiares 

Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas sobre la 
Delincuencia Organizada Transnacional 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 

Convenio de Ginebra relativo a la protección de personas civiles en tiempo de 
Guerra (Cuarto Convenio de Ginebra)  

Tratados regionales 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) 

Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos relativo a 
los derechos de la mujer en África  



    

30 0641977s.doc 

 

A/61/122/Add.1  

Convención sobre la prevención y la lucha contra la trata de mujeres y niños con 
fines de prostitución adoptada por la Asociación del Asia Meridional para la Co-
operación Regional (SAARC) 

Instrumentos internacionales de políticas  

Declaración y Programa de Acción de Viena, adoptados en la Conferencia Mun-
dial de Derechos Humanos 

Programa de Acción de la Conferencia Internacional de las Naciones Unidas sobre 
la Población y el Desarrollo  

Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, adoptadas en la Cuarta Conferen-
cia Mundial sobre la Mujer  

Documento final del vigésimo tercer período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General titulado: “La mujer en el año 2000: igualdad entre los géneros, 
desarrollo y paz para el siglo XXI” (resolución S-23/3 de la Asamblea General) 

Selección de resoluciones aprobadas recientemente por la Asamblea General 

Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, resolución 
48/104 

Medidas de prevención del delito y de justicia penal para la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer, resolución 52/86 

Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, resolución 55/2 a  

Prácticas tradicionales o consuetudinarias que afectan a la salud de la mujer y la 
niña, resolución 56/128 

Eliminación de la violencia contra la mujer en el hogar, resolución 58/147 

Hacia la erradicación de los delitos de honor cometidos contra la mujer y la niña, 
resolución 59/165 

Trata de mujeres y niñas, resolución 59/166 

Violencia contra las trabajadoras migratorias, resolución 60/139 

Documento Final de la Cumbre Mundial de 2005, resolución 60/1 b  

Resolución del Consejo de Seguridad  

Resolución 1325 (2000), relativa a las mujeres, la paz y la seguridad,  

Comisión de Derechos Humanos (resolución más reciente) c  

Eliminación de la violencia contra la mujer, resolución 2005/41 

Órganos creados por tratados  

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: recomendación 
general N° 12, violencia contra la mujer 

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: recomendación 
general N° 14, circuncisión femenina 



    
   

0641977s.doc 31 
 

 A/61/122/Add.1

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: recomendación 
general N° 19, violencia contra la mujer 

Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial: recomendación general 
N° 25, dimensiones de la discriminación racial relacionadas con el género 

Comité de Derechos Humanos: observación general N° 28, igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres (artículo 3) 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: observación general N° 
14. El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud  

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: observación general N° 
16, igualdad de derechos del hombre y la mujer al disfrute de los derechos econó-
micos, sociales y culturales (artículo 3 del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales) 

Unión Interparlamentaria 

Cómo pueden y deben los parlamentos promover formas eficaces de lucha contra 
la violencia contra la mujer en todas las esferas, resolución de 12 May 2006  
 
Notas 
a En particular, párr. 25. 
b En particular, párr. 58 f). 
c En su resolución 60/251, de 15 de marzo de 2006, la Asamblea General creó el Consejo de De-
rechos Humanos. Asimismo transfirió al Consejo todos los mandatos, mecanismos, funciones y 
responsabilidades de la Comisión de Derechos Humanos. En la resolución también se prorroga-
ron esos mandatos durante un año, plazo dentro del cual el Consejo completará su examen. 

 
 
 

 II.  El contexto y las causas de la violencia contra la mujer 
 
 

 A.  Introducción 
 
 

65. El reconocimiento de que la violencia contra la mujer es una forma de discri-
minación y, por consiguiente, una violación de los derechos humanos, sirve de pun-
to de entrada para comprender el contexto general del que surge dicha violencia, así 
como los factores de riesgo conexos. La premisa central del análisis de la violencia 
contra la mujer en el marco de los derechos humanos es que las causas específicas 
de dicha violencia y los factores que incrementan el riesgo de que se produzca están 
arraigadas en el contexto general de la discriminación sistémica por motivos de gé-
nero contra la mujer y otras formas de subordinación. Dicha violencia es una mani-
festación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre las mujeres y 
los hombres que se refleja en la vida pública y privada38. El enfoque basado en los 
derechos humanos revela el alcance de la desigualdad de las mujeres y señala la 
vinculación entre las violaciones de diversos derechos humanos de las mujeres, en 
particular la violencia contra la mujer. Pone de relieve el vínculo entre la realización 
de los derechos de la mujer y la eliminación de las disparidades de poder. La vulne-
rabilidad frente a la violencia se comprende como una condición creada por la falta 
o la negación de derechos. 

66. La violencia contra la mujer no está limitada a una cultura, una región o un pa-
ís determinados, o a determinados grupos de mujeres dentro de una sociedad. Sin 
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embargo, las distintas manifestaciones de dicha violencia y la experiencia personal 
de las mujeres que la sufren están moldeadas por numerosos factores, entre ellos, la 
condición económica, la raza, el origen étnico, la clase, la edad, la orientación 
sexual, la discapacidad, la nacionalidad, la religión y la cultura. A fin de prevenir la 
violencia contra la mujer, es preciso descubrir y atacar las causas profundas, así co-
mo los efectos de los entrecruzamientos entre la subordinación de las mujeres y 
otras formas de subordinación social, cultural, económica y política. 

67. Las causas de la violencia contra la mujer han sido investigadas desde diversas 
perspectivas, entre ellas, el feminismo, la criminología, el desarrollo, los derechos 
humanos, la salud pública y la sociología. De esas investigaciones empíricas y teóri-
cas han surgido diversas explicaciones. Si bien difieren en la importancia que asig-
nan a los distintos factores individuales y sociales en la explicación de la violencia 
contra la mujer, todas ellas han llegado a la conclusión de que no hay una causa úni-
ca que explique adecuadamente la violencia contra la mujer39. Dicha violencia pro-
viene de la convergencia de factores específicos en el contexto general de las des-
igualdades de poder en los niveles individual, grupal, nacional y mundial. 

68. El enfoque basado en los derechos humanos favorece una respuesta holística y 
multisectorial ante la violencia contra la mujer. Permite una comprensión de las in-
terrelaciones entre los derechos humanos de las mujeres y la forma en que la nega-
ción de tales derechos crea las condiciones para la violencia contra las mujeres. Los 
derechos humanos fundan las obligaciones del Estado de atacar las causas de la vio-
lencia contra la mujer y prevenir todos los actos en que se manifieste dicha violen-
cia, inclusive los que sean cometidos por actores no estatales, así como de darles 
una respuesta adecuada, y determinan que el Estado deba rendir cuentas del cum-
plimiento de esas obligaciones40. Los derechos humanos también alientan a las co-
munidades a examinar las prácticas y los valores que promueven la violencia contra 
la mujer y brindan una orientación para el cambio sostenible41. 
 
 

 B. El contexto general y las causas estructurales de la 
violencia contra la mujer 
 
 

1. El patriarcado y otras relaciones de dominación y subordinación 

69. La violencia contra la mujer es a la vez universal y particular. Es universal, 
pues no hay ninguna región del mundo, ningún país y ninguna cultura en que se 
haya logrado que las mujeres estén libres de violencia. La ubicuidad de la violencia 
contra la mujer, que trasciende las fronteras de las naciones, las culturas, las razas, 
las clases y las religiones, indica que sus raíces se encuentran en el patriarcado – la 
dominación sistémica de las mujeres por los hombres. Las numerosas formas y ma-
nifestaciones de la violencia y las diferentes experiencias de violencia sufridas por 
las mujeres apuntan a la intersección entre la subordinación basada en el género y 
otras formas de subordinación experimentadas por las mujeres en contextos especí-
ficos. 

70. Históricamente, los roles de género – los roles socialmente construidos de las 
mujeres y los hombres –han estado ordenados jerárquicamente, de tal modo que los 
hombres ejercen poder y control sobre las mujeres. La dominación masculina y la 
subordinación femenina tienen bases ideológicas y materiales. El patriarcado se ha 
abroquelado en normas sociales y culturales, y se encuentra institucionalizado en el 
derecho y en las estructuras políticas e incrustado en las economías locales y mun-
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dial. También se ha arraigado en las ideologías formales y en el discurso público. El 
patriarcado limita las opciones de las mujeres pero no las reduce a la impotencia, 
como lo demuestra la existencia de los movimientos de mujeres y los éxitos de las 
mujeres en la reivindicación de sus derechos. 

71. El patriarcado ha tenido diversas manifestaciones históricas y funciona de ma-
nera diferente en los distintos escenarios culturales, geográficos y políticos. Está en-
trelazado con otros sistemas de subordinación y exclusión. Lo ha moldeado la inter-
acción de una amplia gama de factores, entre ellos, las historias del colonialismo y 
la dominación postcolonial, las iniciativas de construcción nacional, los conflictos 
armados, el desplazamiento y la migración. Sus expresiones también están influidas 
por la condición económica, la raza, el origen étnico, la clase, la edad, la orientación 
sexual, la discapacidad, la nacionalidad, la religión y la cultura. Por consiguiente, en 
el análisis de las desigualdades basadas en el género que dan origen a la violencia 
deben tenerse en cuenta los factores específicos que privan de poder a las mujeres 
en un escenario determinado42. Ese análisis contextualizado de las experiencias de 
violencia de las mujeres revela que las mujeres manifiestan su poder de acción y 
ejercen grados variables de control sobre sus vidas aún dentro de las limitaciones 
derivadas de las múltiples formas de subordinación43. 

72. Varios de los medios principales por conducto de los cuales se mantienen la 
dominación masculina y la subordinación de las mujeres son comunes a numerosos 
escenarios. Entre ellos figuran los siguientes: la explotación del trabajo productivo y 
reproductivo de las mujeres; el control sobre la sexualidad y la capacidad de repro-
ducción de las mujeres; las normas culturales y las prácticas que abroquelan la con-
dición desigual de las mujeres; las estructuras estatales y los procesos que legitiman 
e institucionalizan las desigualdades de género, y la violencia contra la mujer. La 
violencia contra la mujer es a la vez un medio de la perpetuación de la subordina-
ción de las mujeres y una consecuencia de su subordinación. 

73. La violencia contra la mujer funciona como un mecanismo para mantener la 
autoridad de los hombres. Cuando una mujer se ve sometida a la violencia, por 
ejemplo, por transgredir las normas sociales que rigen la sexualidad femenina y los 
roles de familia, la violencia no es sólo individual sino que, en virtud de sus funcio-
nes punitiva y de control, también refuerza las normas de género vigentes. Los actos 
de violencia contra la mujer no pueden atribuirse únicamente a factores psicológicos 
individuales ni a condiciones socioeconómicas como el desempleo. Las explicacio-
nes de la violencia que se centran principalmente en los comportamientos individua-
les y las historias personales, como el abuso del alcohol o una historia de exposición 
a la violencia, pasan por alto la incidencia general de la desigualdad de género y la 
subordinación femenina sistémicas. Por consiguiente, los esfuerzos por descubrir los 
factores que están asociados con la violencia contra la mujer debería ubicarse en es-
te contexto social más amplio de las relaciones de poder. 

74. Las percepciones de la gente acerca de las causas de la violencia pueden com-
prender esos factores estructurales o no. Por ejemplo, en un estudio realizado en 
2005 sobre la violencia masculina dentro de la pareja en Malawi, los investigadores 
comprobaron que, mientras que la mayoría de las mujeres señalaban a las normas 
sociales y culturales como los principales factores causales de la violencia, en parti-
cular las prácticas de la poligamia, la herencia de la esposa y el precio de la novia, 
la mayoría de los hombres atribuía la violencia en gran medida a la dinámica inter-
personal individual 44. 
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75. La violencia contra la mujer también opera como un mecanismo para mantener 
los límites de los roles de género masculino y femenino. Las normas que rigen esos 
roles pueden estar expresadas en códigos morales o en expectativas sociales genera-
lizadas. Según una evaluación de la OMS sobre la violencia masculina dentro de la 
pareja y el VIH/SIDA, “[l]os hombres usan a la violencia contra la mujer como for-
ma de disciplinar a las mujeres por las transgresiones de los roles femeninos tradi-
cionales o cuando perciben desafíos a su masculinidad”45. La violencia masculina 
dentro de la pareja tiene una correlación significativa con los roles de género rígidos 
que asocian a la masculinidad con la dominación, la rudeza y la autoridad de los 
hombres en el hogar, así como con las amenazas a la autoridad de los hombres46. 

76. La impunidad por los actos de violencia contra la mujer agrava los efectos de 
dicha violencia como mecanismo de control. Cuando el Estado no responsabiliza a 
los infractores, la impunidad no sólo intensifica la subordinación y la impotencia de 
quienes sufren la violencia, sino que además envía a la sociedad el mensaje de que 
la violencia masculina contra la mujer es a la vez aceptable e inevitable. Como re-
sultado de ello, las pautas de comportamiento violento resultan normalizadas. 

77. Las relaciones entre la violencia contra la mujer y el patriarcado fueron pues-
tas de relieve en una histórica sentencia dictada por la Corte Constitucional de Sudá-
frica en 1999. La Corte determinó que la Constitución de Sudáfrica imponía al Esta-
do la obligación directa de brindar protección contra la violencia doméstica. La Cor-
te vinculó ese derecho a protección con el derecho a la igualdad y a la no discrimi-
nación47. El Magistrado Albie Sachs explicó que “[e]n la medida en que es sistémi-
ca, ubica y abrumadoramente dependiente del género, la violencia doméstica a la 
vez refleja y refuerza la dominación patriarcal, y lo hace de un modo particular-
mente brutal”48. 

 

2. Cultura y violencia contra la mujer 

78. Si bien algunas de las normas y prácticas culturales empoderan a las mujeres y 
promueven sus derechos humanos, también es frecuente que las costumbres, las tra-
diciones y los valores religiosos se utilicen para justificar la violencia contra la mu-
jer. Desde hace mucho tiempo se menciona a algunas normas culturales como facto-
res causales de la violencia contra la mujer, en particular las creencias vinculadas 
con las “prácticas tradicionales nocivas” (como la ablación o mutilación genital fe-
menina, el matrimonio de niños y la preferencia por los hijos varones), los crímenes 
cometidos en nombre del “honor”, las penas discriminatorias impuestas en virtud de 
leyes de inspiración religiosa, y las limitaciones a los derechos de la mujer en el ma-
trimonio49. Sin embargo, no se han examinado adecuadamente las bases culturales 
de otras formas de violencia contra la mujer, al menos en parte debido a la estrechez 
de algunas concepciones de lo que constituye “cultura.” 

79. La cultura está formada por los valores, las prácticas y las relaciones de poder 
que están entrelazados en la vida cotidiana de las personas y sus comunidades50. El 
comportamiento social pasa por el tamiz de la cultura en todas las sociedades, y la 
cultura afecta a la mayoría de las manifestaciones de violencia en todas partes. Pero 
la particular relación entre la cultura y la violencia contra la mujer sólo puede verse 
con claridad en los contextos históricos y geográficos concretos. Como la cultura es-
tá constantemente moldeada y remoldeada por los procesos de cambios materiales e 
ideológicos en los niveles local y mundial, la capacidad de cambio es esencial para 
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la continuación de las ideologías e identidades culturales51. La cultura no puede re-
ducirse a un conjunto estático y cerrado de creencias y prácticas. 

80. La cultura no es homogénea. Incorpora valores concurrentes y contradictorios. 
Los valores y normas particulares adquieren autoridad cuando los acontecimientos 
políticos, económicos y sociales llevan a sus proponentes al poder o a posiciones in-
fluyentes. Las determinaciones acerca de lo que debe conservarse cambian a lo largo 
del tiempo, como, por ejemplo, cuando los líderes de sexo masculino aceptan de 
buen grado una tecnología que afecta masivamente a la cultura, pero se resisten a 
los cambios en la condición de las mujeres, reflejando una tendencia a tratar a las 
mujeres como depositarias de la identidad cultural52. Las mujeres también son acto-
ras en la constitución de la cultura: “ejercen influencia en las culturas que las rodean 
y contribuyen a edificarlas, cambiándolas cuando se resisten, y reforzándolas y re-
creándolas cuando se ajustan”53. Los aspectos fundamentales de las identidades in-
dividuales de las mujeres están entrelazadas con sus comunidades culturales y su 
participación en las costumbres y prácticas culturales. Las mujeres no sólo soportan 
los aspectos negativos de las culturas en que viven; también se benefician de los va-
lores y prácticas culturales positivos de sus comunidades, y reciben su apoyo. 

81. Algunos Estados y algunos grupos sociales de numerosos países han propuesto 
justificaciones culturales para limitar los derechos humanos de las mujeres, invo-
cando la defensa de la tradición cultural. Por lo general, quienes proclaman esas de-
fensas son los líderes políticos o las autoridades tradicionales, y no las personas cu-
yos derechos se ven realmente afectados54. En contextos nacionales y en debates in-
ternacionales se ha argumentado en nombre del relativismo cultural cuando se han 
impugnado leyes y prácticas que restringen los derechos humanos de las mujeres55. 
La politización de la cultura en forma de “fundamentalismos” religiosos en diversos 
contextos geográficos y religiosos ha pasado a plantear un grave desafío a los es-
fuerzos por asegurar los derechos humanos de las mujeres56. 

82. La tensión entre el relativismo cultural y el reconocimiento de los derechos 
humanos de las mujeres, en particular el derecho a verse libres de violencia, se ha 
intensificado como resultado del actual incremento de la atención que se presta a las 
cuestiones relativas a la seguridad del Estado. El recurso al relativismo cultural se 
ha “agudizado a causa de las políticas adoptadas a partir del 11 de septiembre de 
2001 por numerosos grupos y sociedades que se sienten amenazadas y sitiadas”57. 
Esa tensión plantea un notable desafío para los esfuerzos encaminados a lograr que 
la violencia contra la mujer se mantenga firmemente en los programas de acción a 
nivel Internacional y nacional con la prioridad requerida. 

83. Los medios por los cuales la cultura da forma a la violencia contra la mujer 
son tan variados como la cultura misma. Por ejemplo, los fenómenos de “violación 
durante una cita” y los trastornos de la alimentación están vinculados a las normas 
culturales, pero no son frecuentemente rotulados como fenómenos culturales. En los 
Estados Unidos, los investigadores comprueban la existencia de elevadas tasas de 
violencia contra la mujer en relaciones de citas románticas ocasionales o duraderas, 
que son una forma culturalmente específica de relaciones sociales entre mujeres y 
hombres, con expectativas culturalmente construidas. Según un organismo, “el 40% 
de las adolescentes de 14 a 17 años dicen que conocen a alguna compañera de clase 
a la que un novio la ha golpeado o le ha dado una paliza [y] una de cada cinco estu-
diantes universitarias de sexo femenino sufrirá alguna forma de violencia en una ci-
ta”58. Análogamente, los trastornos de la alimentación, en particular la dieta de 
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hambre (anorexia) y la bulimia (alimentación excesiva), se vinculan con valores cul-
turales: “hay estudios que indican que las expectativas relativas al peso corporal y a 
la apariencia, en particular orientadas hacia las niñas, provienen de los padres, los 
pares, la industria dietética y las imágenes de los medios de comunicación”59. 

84. Diversas manifestaciones del feminicidio, el homicidio de mujeres por el solo 
hecho de ser mujeres, son ilustrativas de las relaciones recíprocas entre las normas 
culturales y el uso de la violencia en la subordinación de las mujeres. El feminicidio 
tiene lugar en numerosos contextos: violencia masculina dentro de la pareja, conflic-
to armado, acoso en el lugar de trabajo, litigios sobre la dote y protección del 
“honor” de la familia. Por ejemplo, los crímenes cometidos en nombre del “honor”, 
por lo común por un hermano, el padre, el marido u otro pariente masculino, son un 
medio de controlar las opciones de las mujeres, no sólo en la esfera de la sexualidad 
sino también en otros aspectos del comportamiento, como la libertad de circulación. 
Frecuentemente esos crímenes tienen una dimensión colectiva, pues la familia en su 
conjunto se considera lesionada por el comportamiento real o percibido de una mu-
jer60. A menudo tienen un carácter público, lo cual forma parte integral de sus fun-
ciones sociales, una de las cuales consiste en influir en la conducta de las otras mu-
jeres. En otros contextos culturales, las preocupación por la sexualidad de las muje-
res se manifiesta no sólo en las prácticas de imposición de la castidad forzosa, sino 
también en las formas en que la sexualidad femenina es convertida en una mercancía 
en los medios de comunicación y la publicidad. 

85. Por consiguiente, el papel de la cultura como factor causal de la violencia co-
ntra la mujer debe investigarse en diversos escenarios culturales, teniendo en cuenta 
las numerosas formas en que se utiliza el concepto de cultura. Una de las maneras 
más fructíferas de enfocar a la cultura consiste en considerarla como un cambiante 
conjunto de discursos, relaciones de poder y procesos sociales, económicos y políti-
cos, en lugar de como un conjunto fijo de creencias y prácticas. Habida cuenta de la 
fluidez de la cultura, tiene importancia capital el poder de acción de las mujeres para 
desafiar a las normas culturales opresivas y articular valores culturales que respeten 
sus derechos humanos61. Por consiguiente, los esfuerzos por abordar la incidencia 
de la cultura en la violencia deben seguir la orientación proveniente de las mujeres 
que se movilizan para asegurar sus derechos dentro de las respectivas comunidades 
culturales. 

 

3. Desigualdades económicas y violencia contra la mujer 

86. Las desigualdades económicas pueden ser un factor causal de la violencia con-
tra la mujer tanto a nivel de los distintos actos de violencia como a nivel de las ten-
dencias económicas de amplia base que crean o exacerban las condiciones propicias 
para dicha violencia62. Esas desigualdades económicas pueden encontrarse en los 
niveles local y nacional, así como a nivel mundial. Las desigualdades económicas 
que afectan a las mujeres y la discriminación contra la mujer en esferas tales como 
el empleo, los ingresos, el acceso a otros recursos económicos y la falta de indepen-
dencia económica reducen la capacidad de las mujeres para actuar y tomar decisio-
nes, e incrementan su vulnerabilidad a la violencia. 

87. A pesar de los adelantos generales logrados en la condición económica de las 
mujeres en numerosos países, numerosas mujeres siguen haciendo frente a la dis-
criminación en los sectores formal e informal de la economía, así como a la explota-
ción económica dentro de la familia. La falta de empoderamiento económico de las 
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mujeres, que también se refleja en la falta de acceso y control respecto de recursos 
económicos tales como la tierra y los bienes muebles, el salario y el crédito, pueden 
colocarlas en situación de correr un mayor riesgo de violencia. Además, las restric-
ciones al control de las mujeres sobre los recursos económicos, como los ingresos 
del hogar, pueden constituir una forma de violencia contra la mujer en la familia. Si 
bien la independencia económica no protege a las mujeres de la violencia, el acceso 
a los recursos económicos puede incrementar la capacidad de las mujeres de hacer 
opciones significativas, en particular escapar de situaciones de violencia y obtener 
acceso a mecanismos de protección y reparación. 

88. Algunas políticas, como las de ajuste estructural, la desregulación de las eco-
nomías y la privatización del sector público, han tendido a reforzar la desigualdad 
económica y social de las mujeres, en especial en las comunidades marginadas. La 
reestructuración económica ha reducido la capacidad de numerosos gobiernos na-
cionales de promover y asegurar los derechos de la mujer por conducto de progra-
mas del sector público y gastos sociales63. 

89. La OMS ha señalado los efectos perturbadores de la mundialización en las es-
tructuras sociales y el consiguiente incremento de los niveles generales de violencia 
en la sociedad: “Es probable que las sociedades cuyos niveles de desigualdad ya 
eran altos, en las que se está produciendo una nueva ampliación de la brecha entre 
los ricos y los pobres como resultado de la mundialización, experimenten un incre-
mento de la violencia interpersonal. El rápido cambio social en un país en respuesta 
a fuertes presiones mundiales – como ocurrió, por ejemplo, en algunos de los Esta-
dos de la ex Unión Soviética – pueden desbordar los controles sociales que se ejer-
cían sobre el comportamiento y crear las condiciones para que haya un elevado nivel 
de violencia”64. Como muchos de los controles sociales existentes ya racionalizan o 
respaldan diversas formas de violencia contra la mujer, los cambios sociales desen-
cadenados por la mundialización en numerosos contextos han tendido a producir 
nuevas formas de violencia contra la mujer, o agravado las existentes, en particular 
la trata a escala mundial65. 

90. Las inequidades y trastornos a gran escala vinculados a la mundialización exa-
cerban las condiciones que generan la violencia contra la mujer al amplificar las 
desigualdades de riqueza y privilegios sociales y empobrecer las economías rurales. 
También pueden exponer a las mujeres a la violencia en forma de condiciones de 
trabajo de explotación en ramos de actividad insuficientemente regulados. Al mismo 
tiempo, la industrialización y la migración económica ofrecen a las mujeres trabajo 
asalariado fuera de los límites tradicionales de los roles de género existentes dentro 
de sus comunidades. Sin embargo, la desestabilización de los roles de género tradi-
cionales coexiste con nuevas mutaciones de la subordinación de género, y las muje-
res obtienen empleo sobre todo en ramos de actividad segregados por sexos y de ba-
jos salarios66. 

91. La actual Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias ha señalado que, si bien la migración de las mujeres como trabajado-
ras o como “miembros de hogares transnacionales les ofrece la posibilidad de tener 
poder de decisión y acceso directo a las normas internacionales de derechos huma-
nos, también se han observado las tendencias opuestas. Algunas formas locales y 
“tradicionales” de violencia contra la mujer se han mundializado, y otras, como la 
trata, son cada vez más frecuentes67.” En numerosos países, las mujeres migrantes 
también se enfrentan a la discriminación por motivos de raza y origen étnico o na-
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cional, a la imposibilidad de obtener servicios sociales o a un limitado acceso a di-
chos servicios y a un incremento de la violencia doméstica. Las mujeres indocumen-
tadas o carentes de la condición de inmigrantes legales corren un riesgo aún mayor 
de violencia y tienen menores posibilidades de obtener protección o reparación68. 
 
 

 C. Factores causales y de riesgo de la violencia contra la mujer 
 
 

92. En el contexto general de la subordinación de las mujeres, es posible determi-
nar una serie de factores causales específicos de violencia. Entre ellos figuran algu-
nos factores causales estructurales, como el uso de la violencia en la resolución de 
conflictos, las doctrinas sobre la privacidad y la inacción del Estado, que se exami-
narán a continuación69. También figuran las pautas de comportamiento individual o 
familiar que crean un mayor riesgo de violencia, que se examinarán más adelante, 
en los párrafos 97 a 100. 
 

1. Uso de la violencia en la resolución de los conflictos 

93. Se puede rastrear una correlación entre una amplia aceptación social y política 
de la violencia como medio de resolución de conflictos y la violencia contra la mu-
jer. A nivel individual, los enfoques de la resolución de conflictos dentro de las pa-
rejas y de las familias y la capacidad para las relaciones interpersonales, son facto-
res para determinar si un conflicto llega a adquirir carácter violento. A nivel comu-
nitario, las normas sociales que rigen la forma en que deben tratarse los conflictos 
dentro de la familia o de la comunidad crean un entorno que tolera la violencia o, en 
cambio,  la desalienta. 

94. En los niveles nacional e Internacional, el uso de la fuerza para resolver las 
controversias políticas y económicas genera la violencia contra la mujer en los con-
flictos armados. El empleo de la violación como instrumento de guerra y las atroci-
dades dirigidas contra las mujeres son las expresiones más sistemáticas de la violen-
cia contra la mujer en los conflictos armados. El control de la sexualidad y la repro-
ducción de las mujeres mediante ataques sistemáticos contra la mujer se ha conver-
tido en un medio de depuración étnica. Por ejemplo, el empleo de la violación y 
otras formas de violencia sexual en Kosovo (ex Serbia y Montenegro) en 1999 como 
armas de guerra y métodos de depuración étnica fue precedido por una propaganda 
oficial del Estado e informaciones en los medios de comunicación que presentaban a 
las mujeres kosovares albanesas como sexualmente promiscuas y explotaban los te-
mores serbios acerca del crecimiento de la población albanesa70. La relación entre 
una amplia aceptación social y política de la violencia como medio de resolución de 
conflictos y la violencia contra la mujer es una esfera crítica para las futuras investi-
gaciones. 
 

2. Doctrinas sobre la privacidad 

95. Las doctrinas jurídicas sobre la protección de la privacidad del hogar y la fa-
milia han sido empleadas con frecuencia para justificar que el Estado y la sociedad 
se abstengan de intervenir y adoptar medidas cuando se cometen actos de violencia 
contra la mujer en la familia71. El respeto por la privacidad del hogar, en las normas 
jurídicas y en la práctica, contribuye no sólo a la impunidad por los actos de violen-
cia contra la mujer cometidos por miembros de la familia, sino también a la impuni-
dad por la violencia contra las trabajadoras domésticas. El desarrollo del derecho in-
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ternacional en los últimos 15 años ha ampliado las obligaciones del Estado en mate-
ria de derechos humanos en el ámbito familiar y los Estados han adoptado leyes y 
políticas en consonancia con dichas obligaciones (véase la sección VI). Sin embar-
go, el cumplimiento de las normas sigue siendo un desafío generalizado, pues es 
frecuente que las normas sociales y la cultura jurídica protejan la privacidad y la 
dominación masculina dentro de la familia a expensas de la seguridad de las mujeres 
y las niñas. 
 

3. Inacción del Estado 

96. El Estado desempeña un papel fundamental en la construcción y el manteni-
miento de los roles de género y las relaciones de poder. La inacción del Estado per-
mite que subsistan leyes y políticas discriminatorias en contra de las mujeres, que 
debilitan sus derechos humanos y las desempoderan. Traslada la responsabilidad por 
las medidas preventivas y reparatorias a las organizaciones no gubernamentales y 
otros grupos de la sociedad civil. También funciona como aprobación de la subordi-
nación de las mujeres que sirve de sostén a la violencia y como aquiescencia a la 
violencia misma. La inacción del Estado en lo tocante al logro de un adecuado fun-
cionamiento del sistema de justicia penal tiene efectos particularmente corrosivos, 
pues la impunidad por los actos de violencia contra la mujer alienta la continuación 
de la violencia y refuerza la subordinación de las mujeres. Esa inacción del Estado 
en lo tocante a la adopción de medidas para abordar las causas de la violencia contra 
la mujer constituye un incumplimiento de las obligaciones en materia de derechos 
humanos (véase la sección VI). 
 
 

 D.  Factores de riesgo de la violencia 
 
 

97. Las principales causas sistémicas suelen converger con otros factores que pue-
den incrementar el riesgo de violencia contra la mujer. Los autores de investigacio-
nes en materia de salud pública han detectado una serie de factores que están corre-
lacionados con determinadas formas de violencia o se consideran factores de riesgo 
para ellas. Entre ellos figuran la condición social y económica, las historias indivi-
duales de exposición a la violencia y los tipos individuales de comportamiento. En 
algunos estudios, la mayoría de los cuales se llevaron a cabo en países desarrolla-
dos, se ha centrado la atención principalmente en la violencia masculina dentro de la 
pareja, el abuso sexual en la infancia y la agresión sexual y la violación por extra-
ños. Los datos reunidos mediante esos estudios señalan un conjunto recurrente de 
factores correlacionados estadísticamente con la violencia contra la mujer, pero no 
se ha determinado que sean factores causales directos. 

98. En varios estudios72 se han detectado factores de riesgo a nivel del individuo, 
la familia, la comunidad, la sociedad y el Estado. En un modelo de salud pública se 
han resumido los factores siguientes: 

a) A nivel del individuo: ser joven; tener una historia de abusos durante la infan-
cia; haber presenciado escenas de violencia conyugal en el hogar; usar fre-
cuentemente alcohol y drogas; ser de baja condición educacional o económica, 
e integrar una comunidad marginada o excluida. Estos factores están asociados 
tanto con los culpables como con las víctimas/sobrevivientes de la violencia. 

b) A nivel de la pareja y la familia: el control masculino de la riqueza y la autori-
dad para adoptar decisiones dentro de la familia; una historia de conflictos 
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conyugales, y la existencia de importantes disparidades interpersonales en ma-
teria de condición económica, educacional o de empleo. 

c) A nivel de la comunidad: el aislamiento de las mujeres y la falta de apoyo so-
cial; las actitudes comunitarias que toleren y legitimen la violencia masculina, 
y la existencia de niveles elevados de carencia de empoderamiento social y 
económico, en particular la pobreza. 

d) A nivel de la sociedad: roles de género que abroquelan la dominación masculi-
na y la subordinación femenina, y la tolerancia de la violencia como medio de 
resolución de conflictos. 

e) A nivel del Estado: la inadecuación de las leyes y políticas de prevención y 
castigo de la violencia y el bajo nivel de conciencia y sensibilidad de los agen-
tes de la ley, los tribunales y los encargados de la prestación de los servicios 
sociales. 

99. Esos análisis señalan a las disparidades de poder fundadas en la discriminación 
y las desigualdades como los determinantes subyacentes de la violencia contra la 
mujer. Como ha señalado una de las principales investigadoras sobre la violencia 
doméstica, si bien dicha violencia “es mayor en las relaciones y las comunidades en 
las que el uso de la violencia en numerosas situaciones es normativa, en particular 

cuando se ha presenciado en la infancia, es sustancialmente un producto de la des-
igualdad de género y la condición inferior de las mujeres en comparación con los 
hombres en la sociedad”73. Varios de los factores de riesgo que se han citado están 
vinculados con violaciones de los derechos humanos. Por ejemplo, las niñas y las 
jóvenes padecen violaciones de varios de los derechos garantizados por la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño. Algunas de esas violaciones constituyen formas 
de violencia y otras incrementan el riesgo de violencia. 

100. En las investigaciones se ha comprobado constantemente que las mujeres po-
bres corren un mayor riesgo de sufrir violencia infligida por su pareja y violencia 
sexual, inclusive la violación. Sin embargo, cuando se determina que la pobreza es 
un correlato o un factor de riesgo de la violencia contra la mujer, es necesario cen-
trar la atención en las dimensiones de derechos humanos de la pobreza. La correla-
ción entre la pobreza y la violencia contra la mujer señala la necesidad de cambios 
en las políticas y las prácticas a fin de respetar, proteger y cumplir los derechos eco-
nómicos y sociales de las mujeres. De tal modo, en lugar de hacer hincapié en las in-
tervenciones a nivel individual se pasa a abordar los factores estructurales que con-
tribuyen a la violencia contra la mujer, en particular la discriminación por motivos 
de género en el acceso a los recursos y servicios y la denegación de los derechos 
económicos y sociales de las mujeres. 
 
 

 D. Consecuencias para la acción estatal e intergubernamental 
 
 

101. El carácter central de la discriminación contra la mujer y la subordinación de 
las mujeres como una de las causas de la violencia contra la mujer tiene claras con-
secuencias para la acción de los Estados y las organizaciones intergubernamentales. 
Para cumplir sus obligaciones en materia de derechos humanos, los Estados deben 
hacer frente al desafío de transformar las normas sociales y culturales que regulan 
las relaciones de poder entre los hombres y las mujeres y otros sistemas de subordi-
nación conexos. Los Estados tienen la responsabilidad de actuar como catalizadores 
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del cambio social y no pueden trasladar esa responsabilidad a los grupos de la so-
ciedad civil. Históricamente, los Estados han moldeado las normas culturales y so-
ciales por conducto de leyes y políticas que incorporaban las relaciones de poder de 
género existentes o las modificaban para responder a objetivos centrados en el Esta-
do, como la ampliación de la participación de las mujeres en la fuerza de trabajo. 
Por consiguiente, la cuestión no radica en saber si los Estados pueden y deben des-
empeñar un papel en la transformación de las normas sociales y culturales discrimi-
natorias, sino en determinar de qué forma pueden desempeñarlo con mayor eficacia. 
Como puso de relieve un ex Relator Especial sobre la intolerancia religiosa, “[e]l 
papel del Estado no es simplemente mantenerse al día con la sociedad o defender el 
statu quo social. El Estado también tiene la responsabilidad de provocar y orientar el 
cambio. El derecho no tiene por qué limitarse a articular la situación actual. Tam-
bién puede ser visto como un importante vehículo de cambio, cuyo poder puede ser 
movilizado para erosionar la resistencia y fomentar el surgimiento de nuevas menta-
lidades, actitudes y formas de conducta74.” 

102. Todos los esfuerzos – estatales, intergubernamentales y no gubernamentales – 
por hacer frente a la discriminación sistémica por motivos de género contra la mujer 
deben comprometer a las mujeres de las respectivas comunidades para ejercer lide-
razgo y elaborar estrategias75. A este respecto, las organizaciones estatales e inter-
gubernamentales pueden aprovechar los enfoques innovadores elaborados por los 
grupos de la sociedad civil en materia de iniciativas de diálogo comunitario, con-
cienciación y movilización. Es posible mejorar esos esfuerzos mediante una abierta 
y transparente colaboración entre el gobierno y aquéllos que dentro de la sociedad 
civil se oponen a la violencia contra la mujer (véase la sección VII)76. 

103. Los crecientes poderes de los actores transnacionales, en particular las empre-
sas multinacionales, los grupos políticos y las redes delictivas, tienen importantes 
efectos en los derechos económicos y sociales de las mujeres77. No siempre hay una 
adecuada consideración de dichos efectos en el derecho nacional, lo que determina 
que haya lagunas en materia de responsabilización por la violencia contra la mujer y 
sus causas. Los Estados y las organizaciones intergubernamentales deberían exami-
nar el papel de tales actores en la generación de la violencia contra la mujer, a fin de 
elaborar respuestas adecuadas. 
 
 

 IV. Formas, consecuencias y costos de la violencia contra la mujer 
 
 

  A. Introducción 
 

104. La violencia contra la mujer asume numerosas formas distintas, que se mani-
fiestan en una serie continua de formas múltiples, interrelacionadas y a veces recu-
rrentes78. Puede comprender violencia física, sexual y psicológica/emocional, así 
como explotación y abuso de carácter económico, ejercidos en diversos escenarios, 
desde el ámbito privado hasta el público, y en el mundo globalizado de hoy, tras-
cendiendo las fronteras nacionales. Dar nombre a las formas y manifestaciones de la 
violencia contra la mujer es un paso importante para llegar a reconocerlas y hacerles 
frente. 

105. Las formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer varían según los 
distintos contextos sociales, económicos, culturales y políticos. Puede ocurrir que la 
importancia de algunas formas de violencia crezca mientras la de otras disminuye, a 
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medida que las sociedades pasan por cambios demográficos, reestructuración eco-
nómica y movimientos sociales y culturales. Por ejemplo, las nuevas tecnologías 
pueden generar nuevas formas de violencia, como el acecho por la Internet o por te-
léfono móvil. En consecuencia, ninguna lista de formas de violencia contra la mujer 
puede ser exhaustiva. Los Estados deben reconocer el carácter cambiante de la vio-
lencia contra la mujer y reaccionar ante las nuevas formas a medida que se las va re-
conociendo. 

106. La violencia contra la mujer tiene vastas consecuencias para las mujeres, para 
sus hijos y para la comunidad y la sociedad en su conjunto. Las mujeres que pade-
cen la violencia tienen diversos problemas de salud y se reduce su capacidad para 
ganarse la vida y participar en la vida pública. Sus hijos corren un riesgo significati-
vamente mayor de tener problemas de salud, bajo rendimiento escolar y trastornos 
del comportamiento. 

107. Los costos de la violencia contra la mujer, fuera de los costos humanos, van 
más allá de la disminución de la producción económica y la reducción de la forma-
ción de capital humano, y también comprenden los costos conexos a la inestabilidad 
política y social mediante la transmisión intergeneracional de la violencia, así como 
los fondos necesarios para los programas a favor de las víctimas/sobrevivientes de 
violencia. 

108. Aunque la mayoría de los casos de violencia contra la mujer se refieren a una 
víctima/sobreviviente de sexo femenino y un infractor de sexo masculino, las muje-
res también cometen actos de violencia. Si bien las mujeres cometen una pequeña 
proporción de los actos de violencia dentro de la pareja, participan en mayor grado 
en la ejecución de prácticas tradicionales nocivas y en la trata. También han cometi-
do actos de violencia contra mujeres y niños en el contexto de los conflictos arma-
dos. 
 
 

 B. Formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer 
en diversos escenarios 
 
 

109. Diez años después de que en la Plataforma de Acción de Beijing se hizo un 
llamamiento a mejorar las investigaciones y la reunión de datos sobre las distintas 
formas de violencia contra la mujer, los elementos de prueba de que se dispone si-
guen siendo desparejos y a veces ni siquiera existen, aun cuando se han hecho nota-
bles progresos, en especial en relación con la violencia dentro de la pareja (véase la 
sección V). Si bien los datos rigurosamente evaluados sobre la prevalencia de la vio-
lencia contra la mujer pueden ser limitados en el caso de algunas formas de violen-
cia, y no existir en el caso de otras formas, el acaecimiento de los actos de violencia 
contra la mujer está bien documentado. Entre las fuentes de información figuran, 
además de los estudios, los Estados, mediante los informes que presentan a los ór-
ganos de las Naciones Unidas creados por tratados y otros mecanismos, los investi-
gadores, los medios de comunicación y las organizaciones no gubernamentales. 

110. La Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer y la Plata-
forma de Acción de Beijing se ocupan de la violencia contra la mujer teniendo en 
cuenta el lugar o escenario en que tiene lugar: violencia en la familia; violencia en 
la comunidad en general, y violencia cometida o tolerada por el Estado. Numerosas 
formas de violencia contra la mujer tienen lugar en más de un escenario: por ejem-
plo, las prácticas tradicionales nocivas que involucran tanto a la familia como la 
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comunidad y son toleradas por el Estado. La trata es una forma de violencia contra 
la mujer que involucra a la familia, la comunidad y el Estado y atraviesa las fronte-
ras internacionales. La violencia contra la mujer en situaciones de conflicto armado 
también abarca diferentes escenarios. Las distintas formas de violencia contra la 
mujer pueden estar vinculadas, o reforzarse mutuamente. Una serie de factores tam-
bién influye en determinar qué formas de violencia sufren las mujeres y cómo la ex-
perimentan. 

1. Violencia contra la mujer dentro de la familia 

111. Las formas de violencia que puede experimentar una mujer dentro de la fami-
lia durante su vida comprenden desde la violencia antes del nacimiento hasta la vio-
lencia contra las mujeres ancianas. Entre las formas de violencia contra la mujer en 
la familia que se detectan corrientemente figuran las siguientes: los golpes y otras 
formas de violencia dentro de la pareja, en particular la violación en el matrimonio; 
la violencia sexual; la violencia relacionada con la dote; el infanticidio femenino; el 
abuso sexual de las niñas en el hogar; la ablación o mutilación genital femenina y 
otras prácticas tradicionales nocivas para las mujeres; el matrimonio precoz; el ma-
trimonio forzado; la violencia no proveniente de la pareja; la violencia cometida co-
ntra las trabajadoras domésticas, y otras formas de explotación. Hay mayor cantidad 
de investigaciones y datos sobre la violencia dentro de la pareja y sobre algunos ti-
pos de prácticas nocivas que sobre muchas otras formas y manifestaciones de vio-
lencia contra la mujer. 

 a) Violencia dentro de la pareja 

112. La forma más común de violencia experimentada por las mujeres en todo el 
mundo es la violencia dentro de la pareja. Actualmente está bien establecida la ubi-
cuidad de las distintas formas de violencia contra la mujer dentro de las relaciones 
íntimas, corrientemente denominada violencia doméstica o abuso conyugal,. Hay un 
volumen cada vez mayor de investigaciones sobre la violencia dentro de la pareja, 
que se ha ampliado de modo de captar la experiencia de las mujeres en las relacio-
nes íntimas fuera del matrimonio formal. 

113. La violencia dentro de la pareja comprende toda una gama de actos sexual, 
psicológica y físicamente coercitivos practicados contra mujeres adultas y adoles-
centes por una pareja actual o anterior, sin el consentimiento de la mujer79. La vio-
lencia física entraña el uso intencional de la fuerza física, el vigor o un arma para 
dañar o lesionar a la mujer. La violencia sexual comprende el contacto sexual abusi-
vo, hacer que una mujer participe en un acto sexual no consentido y la tentativa o 
consumación de actos sexuales con una mujer que está enferma, incapacitada, bajo 
presión o bajo la influencia de alcohol u otras drogas. La violencia psicológica con-
siste en actos tendientes a controlar o aislar a la mujer, así como a humillarla o 
avergonzarla. La violencia económica entraña negar a una mujer el acceso a los re-
cursos básicos o el control sobre ellos80. 

114. En 71 países de todas partes del mundo se han realizado estudios basados en la 
población para documentan el alcance y la prevalencia de la violencia dentro de la 
pareja (véase el cuadro 2). En el estudio multipaís de la OMS sobre la violencia do-
méstica81, realizado en Bangladesh, el Brasil, Etiopía, la ex Serbia y Montenegro, el 
Japón, Namibia, el Perú, Samoa, la República Unida de Tanzanía y Tailandia, la tasa 
de prevalencia de la violencia física dentro de la pareja a lo largo de la vida oscilaba 
entre el 13% y el 61%. En la mayoría de los lugares abarcados por el estudio, la 
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proporción oscilaba entre el 23% y el 49%. La tasa de prevalencia de la violencia 
sexual infligida por la pareja oscilaba entre el 6% y el 59%82. Un anterior examen 
de 50 estudios basados en la población realizados en 36 países indicó que la tasa de 
prevalencia de la violencia física dentro de la pareja a lo largo de la vida oscilaba 
entre el 10% y más del 50%83. Más recientemente, un estudio llevado a cabo en la 
República Árabe Siria reveló que el 21,8% de las mujeres había experimentado al-
guna forma de violencia en la familia, y que el 48% de ellas habían sido golpeadas 
(véase el recuadro 7)84. 

115. En los casos más graves, la violencia dentro de la pareja termina con la muer-
te. En Australia, el Canadá, los Estados Unidos de América, Israel y Sudáfrica se 
han realizado estudios sobre el feminicidio que indican que entre el 40% y el 70% 
de las mujeres víctimas de homicidio fueron matadas por sus maridos o sus no-
vios85. Según un estudio realizado en los Estados Unidos, el homicidio era la se-
gunda causa de muerte de las adolescentes de 15 a 18 años, y el 78% de las víctimas 
de homicidio comprendidas en el estudio habían sido matadas por un conocido o por 
su pareja86. En Colombia, se informa que cada seis días una mujer es matada por su 
pareja o ex pareja.87 

116. Un examen de los estudios sobre la violencia dentro de la pareja durante el 
embarazo realizados entre 1963 y 1995 comprobó que la tasa de prevalencia oscila-
ba entre el 0,9% y el 20,1% de todas las mujeres embarazadas en los Estados Uni-
dos.88 En un estudio realizado en 1996 en Nicaragua se comprobó que el 31% de las 
mujeres golpeadas declaraban que habían sufrido violencia física durante el embara-
zo89. Varios estudios realizados en distintos países en desarrollo indican que la vio-
lencia durante el embarazo oscila entre el 4% y el 32%, y que la tasa de prevalencia 
de la violencia física moderada o grave durante el embarazo es de aproximadamente 
el 13%90. 

117. La violencia psicológica o emocional contra la mujer ha recibido menos aten-
ción en las investigaciones sobre la violencia dentro de la pareja. La medición de 
esas formas de violencia es más difícil, pues los comportamientos concretos varían 
significativamente según los distintos escenarios. No existe una noción común acer-
ca de qué actos o combinación de actos, y con qué frecuencia, constituyen violencia 
emocional. En el estudio multipaís de la OMS sobre la violencia doméstica se com-
probó que entre el 20% y el 75% de las mujeres habían experimentado uno o más 
actos de abuso emocional91. En un estudio transversal multipaís basado en la pobla-
ción realizado en Chile, Egipto, Filipinas y la India se comprobó que la tasa de pre-
valencia durante toda la vida de la violencia psicológica grave oscilaba entre el 
10,5% en Egipto y el 50,7% en Chile92. En la primera encuesta nacional sobre la 
violencia contra la mujer realizada en Francia se comprobó que el 35% de las muje-
res habían sido sometidas a presión psicológica por su pareja en un período de 12 
meses. La definición de dicha presión comprendía los siguientes actos: intentos de 
controlar las actividades de la otra persona, imposición de autoridad o actitudes de 
denigración o desprecio. En el mismo período, el 4% habían experimentado chantaje 
emocional o injurias verbales, en particular insultos y amenazas93 En una encuesta 
realizada en Alemania, el 42% de las entrevistadas declaró que había experimentado 
actos como intimidación y gritos agresivos, injurias, amenazas, humillación y “psi-
coterror”94. 
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 b) Prácticas tradicionales nocivas 

118. El infanticidio de las niñas y la selección prenatal del sexo, el matrimonio pre-
coz, la violencia relacionada con la dote, la ablación o mutilación genital femenina, 
los crímenes contra la mujer cometidos en nombre del “honor” y el maltrato de las 
viudas, en particular la incitación a que las viudas se suiciden, son formas de vio-
lencia contra la mujer a las que se considera prácticas tradicionales nocivas, y pue-
den involucrar tanto a la familia como a la comunidad. Si bien se han reunido datos 
sobre algunas de esas formas, no constituyen una lista completa de las prácticas de 
esa índole. Otras formas han sido señaladas por los Estados (por ejemplo, en los in-
formes que presentan a los órganos de derechos humanos creados por tratados y en 
los informes de seguimiento sobre la aplicación de la Plataforma de Acción de Bei-
jing), por la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y con-
secuencias y por la Relatora Especial sobre prácticas tradicionales nocivas95. Entre 
ellas figuran la dedicación de las niñas pequeñas a templos, las restricciones sobre el 
derecho de la segunda hija a casarse, las restricciones dietéticas a las mujeres emba-
razadas, la alimentación forzada y los tabúes nutricionales, el matrimonio con el 
hermano del marido fallecido y las cazas de brujas96. 

119. El mayor conjunto de investigaciones se refiere a la ablación o mutilación ge-
nital femenina. Se estima que más de 130 millones de niñas y mujeres que viven ac-
tualmente han sido sometidas a la ablación o mutilación genital femenina, sobre to-
do en África y algunos países del Oriente Medio. La práctica también está muy di-
fundida en las comunidades de inmigrantes en Europa, América del Norte y Austra-
lia97. Las encuestas han revelado significativas variaciones geográficas en las tasas 
de prevalencia de 19 países: 99% en Guinea, 97% en Egipto, 80% en Etiopía, 17% 
en Benin, y 5% en Ghana y Níger98. También indican que la práctica tal vez esté 
declinando incluso en los países de alta tasa de prevalencia a causa de la creciente 
oposición de los grupos de mujeres. Se ha comprobado una significativa vinculación 
entre el apoyo o la oposición de las mujeres a la ablación o mutilación genital feme-
nina y su mayor nivel educacional, su acceso a los recursos económicos y su control 
sobre ellos, su origen étnico y el haber sido o no sometidas a la ablación o mutila-
ción genital99. 

120. Las prácticas de preferencia por los hijos varones, manifestadas, por ejemplo, 
en el infanticidio femenino, la selección prenatal del sexo y el descuido sistemático 
de las niñas, han hecho que descendiera la proporción de mujeres frente a la de 
hombres y han producido elevadas tasas de mortalidad infantil femenina en Asia 
meridional y oriental, África septentrional y el Oriente Medio100. Un estudio reali-
zado en la India estimó que la selección prenatal del sexo y el infanticidio eran la 
causa de la falta de medio millón de niñas cada año durante los dos últimos dece-
nios101. En la República de Corea, entre los embarazos en los que se hicieron prue-
bas de identificación del sexo, más del 90% de los embarazos con fetos masculinos 
culminaron con partos normales, mientras que más del 30% de los embarazos con 
fetos femeninos fueron interrumpidos, según el Estudio Nacional Fecundidad y Sa-
lud de la Familia102. 

121. El matrimonio precoz es el matrimonio de un niño, es decir, de una persona 
menor de 18 años103. Las niñas menores no han logrado una plena madurez y capa-
cidad para actuar y no tienen capacidad para controlar su sexualidad. Cuando se ca-
san y tienen hijos, puede ocurrir que se afecte negativamente su salud, se dificulte 
su educación y se limite su autonomía económica104. El matrimonio precoz también 
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incrementa el riesgo de infección por el VIH105. Si bien se celebran en todo el mun-
do, los matrimonios precoces son más comunes en el África subsahariana y el Asia 
meridional, donde más del 30% de las niñas de 15 a 19 años están casadas106. En 
Etiopía, se comprobó que el 19% de las niñas ya estaban casadas a los 15 años de 
edad y en algunas de las regiones, como Amhara, la proporción llegaba al 50%107- 
En Nepal, el 7% de las niñas se casan antes de los 10 años de edad y el 40% antes de 
los 15 años de edad108. En una evaluación mundial realizada por el UNICEF se 
comprobó que en América Latina y el Caribe el 29% de las mujeres de 15 a 24 años 
de edad se habían casado antes de los 18 años109. 

122. Se entiende por matrimonio forzado el matrimonio en el cual falta el libre y 
válido consentimiento de por lo menos uno de los contrayentes110. En su forma más 
extrema, el matrimonio forzado puede entrañar comportamiento amenazador, rapto, 
encarcelamiento, violencia física, violación, y, en algunos casos, homicidio. Ha 
habido pocas investigaciones sobre esta forma de violencia. Un reciente estudio eu-
ropeo confirmó la falta de encuestas cuantitativas en Los países del Consejo de Eu-
ropa111. Un estudio de 1.322 matrimonios en seis aldeas de Kirguistán comprobó 
que la mitad de los matrimonios de personas de origen étnico kirguizo provenían de 
raptos, y que hasta las dos terceras partes de dichos matrimonios no eran consensua-
les112. En el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, la Unidad sobre Ma-
trimonios Forzados creada por el Gobierno interviene en unos 300 casos de matri-
monios forzados por año113. 

123. La violencia relacionada con la exigencia de dote – que es el pago de una suma 
de dinero o de bienes hecho por la familia de la novia a la familia del novio – puede 
determinar que se mate a las mujeres en un feminicidio relacionado con la dote. En 
la India, según las estadísticas oficiales sobre el delito, aproximadamente 6.822 mu-
jeres fueron matadas en 2002 como resultado de ese tipo de violencia114. Los estu-
dios sobre pequeñas comunidades también han indicado que la exigencia de dote ha 
desempeñado un importante papel en los casos de mujeres quemadas vivas y en las 
muertes de mujeres que se rotulan como suicidios115. 

124. Los crímenes contra la mujer cometidos en nombre del “honor” pueden tener 
lugar dentro de la familia o dentro de la comunidad. Dichos crímenes están siendo 
objeto de una atención cada vez mayor, pero gran parte de ellos no se denuncian ni 
se documentan. La manifestación más grave es el homicidio – el llamado “homici-
dio por honor”. El FNUAP estimó que cada año 5.000 mujeres son víctimas de 
“homicidios por honor” cometidos por miembros de la familia en todo el mundo116. 
En un informe gubernamental se señaló que entre 1998 y 2003 el “karo-kari” 
(“homicidio por honor”) hizo perder la vida a 4.000 hombres y mujeres en el Pakis-
tán, y que la cantidad de mujeres matadas era más del doble de la cantidad de hom-
bres117. 

125. Las mujeres de edad, en particular las viudas, se ven sometidas en varios paí-
ses a prácticas nocivas, que pueden involucrar tanto a la familia como a la comuni-
dad. Un estudio realizado en Ghana, basado en los datos obtenidos mediante entre-
vistas y noticias periodísticas, comprobó que muchas personas pobres, frecuente-
mente mujeres ancianas, eran acusadas de brujería. Algunas fueron matadas por pa-
rientes hombres y las que sobrevivieron se vieron sometidas a diversos abusos físi-
cos, sexuales y económicos118. Se ha informado sobre casos de violencia dirigida 
contra las viudas, en particular el abuso y el acoso sexuales y la violencia relaciona-
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da con la propiedad sufridos a manos de parientes, sobre todo parientes políticos, en 
una serie de países, entre ellos, la India119, pero la información sigue siendo escasa. 

 

2. Violencia contra la mujer en la comunidad 

126. Las mujeres también se enfrentan a una violencia generalizada dentro de la 
comunidad en general. La violencia física, sexual y psicológica puede ser algo coti-
diano en las interacciones de las mujeres en sus barrios, en el transporte público, en 
los lugares de trabajo, las escuelas, los clubes deportivos, las universidades y los 
hospitales, así como en las instituciones religiosas y otras instituciones sociales. Las 
formas de violencia contra las mujeres y las niñas en la comunidad en general com-
prenden el feminicidio; la violencia sexual, en particular la violación ; el acoso 
sexual; la trata de mujeres, y la prostitución forzada. En la presente sección se cen-
tra la atención en el feminicidio, la violencia sexual fuera de la pareja, el acoso 
sexual y la trata de mujeres. 

 a) Feminicidio: el homicidio de una mujer por motivos de género  

127. El feminicidio tiene lugar en todas partes, pero la escala de algunos casos de 
feminicidio en contextos comunitarios – por ejemplo, en Ciudad Juárez (México) y 
Guatemala – ha atraído la atención sobre este aspecto de la violencia contra la mu-
jer. La mayoría de las fuentes oficiales concuerda en que más de 320 mujeres fueron 
asesinadas en Ciudad Juárez, y la tercera parte de ellas fueron brutalmente viola-
das120. En Guatemala, según las estadísticas de la Policía Nacional Civil, 
1.467 mujeres fueron asesinadas entre 2001 y comienzos de diciembre de 2004121. 
Otras fuentes sostienen que la cifra es más elevada, y que se habría asesinado a 
2.070 mujeres, la mayoría de ellas de entre 14 y 35 años de edad122. Los homicidios 
estuvieron concentrados en zonas en las que el elemento dominante de la economía 
está constituido por maquilas, plantas de armado de productos de exportación de 
propiedad de empresas multinacionales que funcionan en zonas francas. Se conside-
ra que la impunidad de ese tipo de crímenes es uno de los factores fundamentales en 
dichas situaciones, y en el caso de Guatemala, también se estima que fue un factor 
coadyuvante el legado del conflicto armado interno que finalizó en 1996123. 

 b) Violencia sexual infligida fuera de la pareja 

128. A pesar de que las mujeres corren un mayor riesgo de sufrir violencia infligida 
por sus parejas que por otras personas, la violencia sexual infligida fuera de la pare-
ja es común en numerosos escenarios. Por violencia sexual infligida fuera de la pa-
reja se entiende la violencia infligida por un pariente, un amigo, un conocido, un ve-
cino, un compañero de trabajo o un extraño. Es difícil hacer estimaciones de la pre-
valencia de la violencia sexual infligida fuera de la pareja, porque en numerosas so-
ciedades la violencia sexual sigue siendo fuente de profunda vergüenza para las mu-
jeres y frecuentemente para sus familias. Por ejemplo, es notorio que las estadísticas 
de violación extraídas de los archivos policiales no son confiables, porque hay una 
gran cantidad de casos que no se denuncian. 

129. En una serie de encuestas basadas en la población se ha abordado la cuestión 
de la violencia sexual infligida fuera de la pareja. El estudio multipaís de la OMS 
sobre la violencia doméstica demostró que la proporción de mujeres que habían su-
frido violencia sexual infligida fuera de la pareja después de los 15 años de edad va-
riaba desde menos del 1% en Etiopía y Bangladesh a entre el 10% y el 12% en el 
Perú, la República Unida de Tanzanía y Samoa124. Esas comprobaciones son análo-
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gas a las que provienen de otros estudios basados en al población. En el Canadá, por 
ejemplo, el 11,6% de las mujeres declararon haber sufrido violencia sexual infligida 
por alguien que no era su pareja en algún momento de sus vidas125. Estudios reali-
zados en Nueva Zelandia y Australia han demostrado que entre el 10% y el 20% de 
las mujeres han experimentado diversas formas de violencia sexual infligida por al-
guien que no era su pareja, entre ellas, tocamiento sexual no deseado, tentativa de 
violación y violación126. Los resultados preliminares de una encuesta realizada en 
Suiza indican que el 22,3% de las mujeres sufren violencia sexual infligida fuera de 
la pareja durante su vida127. 

130. La iniciación sexual forzada constituye un importante subgrupo de la violencia 
cometida fuera de la pareja, pero también puede tener lugar en el contexto de una re-
lación de pareja. En el Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud publicado en 
2002 por la OMS se citaron encuestas basadas en la población realizadas en seis 
países sobre la cuestión de la iniciación sexual forzada. Las cifras oscilaban entre el 
9% en los Estados Unidos y el 40% en el Perú. En todos los países, entre quienes 
declaraban haber sufrido una iniciación sexual forzada la cantidad de niñas era entre 
tres y cuatro veces mayor que la de varones128. 

131. La violencia en una cita es otra forma de violencia sexual infligida a las jóve-
nes por alguien que no es su pareja. En el Canadá, por ejemplo, un estudio sobre 
adolescentes de 15 a 19 años comprobó que el 54% de ellas habían sufrido “coer-
ción sexual” en una relación de citas129. Un estudio realizado en los Estados Unidos 
en el año 2000 permitió comprobar que la tasa media de prevalencia de la violencia 
en una cita era del 22% para las estudiantes de nivel secundario y el 32% para las 
estudiantes del primer nivel universitario130. Las investigaciones realizadas en los 
Estados Unidos también llevaron a la comprobación de que el 8,3% de las mujeres 
habían sido víctimas de agresión física, violación o acecho por la persona con quien 
tenían una cita y el 20,6% de las mujeres declararon haber sufrido más de un tipo de 
violencia en una cita131. Las niñas pueden ser compelidas a tener relaciones sexua-
les con hombres mayores que les dan alimentos o regalos o pagan sus derechos de 
matrícula escolar a cambio de sexo. Esos llamados “protectores” ponen a las niñas 
en riesgo de contraer la infección con el VIH. En algunas partes de África y Asia, la 
violación de niñas se vincula con el mito de que las relaciones sexuales con una vir-
gen curan la infección con el VIH132. 

 c) Acoso sexual y violencia en el lugar de trabajo, en las instituciones 
educacionales y en los deportes 

132. Se está prestando una creciente atención al fenómeno del acoso y la violencia 
en el lugar de trabajo, en especial en el contexto del incremento de las tasas de par-
ticipación de las mujeres en la fuerza de trabajo y el perfeccionamiento de las dispo-
siciones legales y reglamentarias. Algunas encuestas realizadas en Europa han reve-
lado importantes tasas de acoso sexual en el lugar de trabajo, pues entre el 40% y el 
50% de las mujeres de la Unión Europea declaran haber sufrido alguna forma de 
acoso sexual o comportamiento sexual no deseado en el lugar de trabajo133. Algunas 
pequeñas encuestas realizadas en países de Asia y el Pacífico indican que entre el 
30% y el 40% de las trabajadoras declaran haber sufrido alguna forma de acoso, ya 
sea verbal, física o sexual134. 

133. El acoso sexual y la violencia contra las niñas y las jóvenes en las instituciones 
educacionales es también objeto de un mayor número de investigaciones. Los estu-
dios indican que la extensión de la violencia en las escuelas puede ser significativa. 
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Un estudio realizado en los Estados Unidos comprobó que el 83% de las niñas de 
octavo a undécimo grado de las escuelas públicas sufría alguna forma de acoso 
sexual135. En un estudio realizado en 2002 por el Banco Mundial se comprobó que 
el 22% de las adolescentes declaraban haber sido víctimas de abuso sexual en esce-
narios educacionales en el Ecuador136. Según un estudio sobre las niñas escolares 
realizado en Malawi en 2006, el 50% de las niñas dijeron que habían sido tocadas de 
manera sexual “sin permiso, por sus maestros o sus compañeros de escuela varo-
nes”137. 

134. Las mujeres y las niñas que participan en actividades deportivas pueden correr 
el riesgo de violencia por motivos de género, explotación y acoso, infligida por 
otros atletas, espectadores, entrenadores, representantes y miembros de la familia o 
la comunidad. Un estudio indicó que entre el 40% y el 50% de las mujeres atletas 
entrevistadas en el Canadá, el 27% de las entrevistadas en Australia y el 25% de las 
mujeres deportistas menores de 18 años entrevistadas en Dinamarca declaraban 
haber sufrido acoso o conocían de cerca de una persona que había sido acosada138. 
En investigaciones realizadas en la República Checa se comprobó que el 45% de las 
mujeres atletas habían sufrido acoso sexual infligido por alguien en el deporte, y el 
27% declaraban haber sufrido acoso de un entrenador139. 

 d) Trata de mujeres 

135. La trata es una forma de violencia contra la mujer que tiene lugar en múltiples 
escenarios y por lo común involucra a numerosos actores diferentes, entre ellos, las 
familias, los intermediarios locales, las redes internacionales delictivas y las autori-
dades de inmigración. La trata de seres humanos tiene lugar entre distintos países o 
dentro de un mismo país. La mayoría de las víctimas de la trata de seres humanos 
son mujeres y niños, y muchos son objeto de la trata para fines de explotación 
sexual. 

136. El Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas so-
bre la Delincuencia Organizada Transnacional, define a la trata en los términos si-
guientes: “Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el trasla-
do, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la 
fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o 
de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o benefi-
cios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, 
con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de 
la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 
extracción de órganos140.” 

137. Es difícil medir la extensión de la trata (véase la sección V). Hasta hace poco, 
había interpretaciones muy diversas de lo que constituía trata y de la forma de me-
dirla, pero la adopción del Protocolo sobre la trata ha contribuido a resolver ese pro-
blema. En los niveles nacional, regional e internacional se están haciendo esfuerzos 
por mejorar la reunión de datos sobre la trata. Según la base de datos sobre tenden-
cias de la trata de personas de la ONUDD, hay 127 países de origen y 137 países de 
destino para la trata de seres humanos. Los países de Europa central y sudoriental, la 
Comunidad de Estados Independientes y Asia son los países de origen más frecuen-
temente mencionados, seguidos por los de África occidental, América Latina y el 
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Caribe. Los países de Europa occidental, Asia y América del Norte son los destinos 
más corrientemente indicados141. 

138. Si bien diversas fuentes sugieren que cientos de miles de personas son objeto 
de la trata cada año en todo el mundo, pocos casos llegan a conocimiento de las au-
toridades. Por ejemplo, en 2005, se detectó a 506 víctimas en Portugal, 412 en 
México y 243 en Turquía. La cantidad de tratantes enjuiciados y condenados tam-
bién es notablemente baja. Por ejemplo, en 2003, en Lituania se enjuició a 24 perso-
nas y sólo se condenó a 8, en Ucrania se enjuició a 59 y se condenó a 11, y en 2004, 
en los Estados Unidos se enjuició a 59 personas y se condenó a 43142. 

 

3.  Violencia contra la mujer cometida o tolerada por el Estado 

139. El Estado – ya sea por conducto de sus agentes o mediante políticas públicas – 
puede perpetrar violencia física, sexual y psicológica contra la mujer. Se entiende 
por agentes del Estado todas las personas facultadas para ejercer elementos de la au-
toridad del Estado – miembros de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, así 
como agentes de la ley, funcionarios de la seguridad social, guardias carcelarios, 
funcionarios de los lugares de detención, funcionarios de inmigración y miembros 
de las fuerzas militares y de seguridad. 

140. Los agentes del Estado pueden cometer actos de violencia en al calle y en si-
tuaciones de privación de la libertad; dichos actos comprenden actos de violencia 
sexual, en particular la violación, el acoso sexual y los atentados al pudor. Algunos 
de esos actos pueden constituir torturas o tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes. Un Estado también puede cometer violencia contra la mujer mediante sus 
leyes y políticas. Algunos ejemplos de esas leyes y políticas son las que tipifican 
como delito el comportamiento sexual consensual de las mujeres como medio de 
controlarlas; las políticas de esterilización compulsiva, embarazo forzado y aborto 
forzado; las políticas sobre custodia precautoria de las mujeres que de hecho las pri-
van de libertad, y otras leyes y políticas, en particular las políticas de prueba de vir-
ginidad y aceptación de los matrimonios forzados, que desconocen la autonomía y el 
poder de acción de las mujeres y legitiman el control masculino sobre las mujeres. 
Los Estados también pueden tolerar la violencia contra la mujer por tener leyes in-
adecuadas o por una ineficaz aplicación de las leyes, con lo cual de hecho aseguran 
a los autores de la violencia contra la mujer la impunidad por sus actos (véase la 
sección VI). En la presente sección se analiza más detalladamente la violencia y la 
esterilización compulsiva como ejemplos de violencia contra la mujer cometida o 
tolerada por el Estado. 

 a) Violencia contra la mujer en situaciones de privación de libertad 

141. La violencia contra la mujer en situaciones de privación de libertad en celdas 
policiales, prisiones, instituciones de bienestar social, centros de detención de inmi-
gración y otras instituciones del Estado constituye violencia cometida por el Estado. 
La violencia sexual, en particular la violación, cometida contra las mujeres deteni-
das se considera una violación particularmente flagrante de la dignidad intrínseca de 
los seres humanos y de su derecho a la integridad física, y consiguientemente pue-
den constituir tortura143. Otras formas de violencia contra las mujeres privadas de 
libertad que han sido documentadas por diversas fuentes son las siguientes: la vigi-
lancia inadecuada cuando las mujeres se bañan o se desvisten; las revisaciones per-
sonales sin ropa llevadas a cabo por hombres o en presencia de hombres, y el acoso 



    
   

0641977s.doc 51 
 

 A/61/122/Add.1

sexual verbal. El control que los funcionarios carcelarios ejercen sobre la vida coti-
diana de las mujeres también puede configurar violencia cuando se exigen actos 
sexuales a cambio de privilegios, bienes o artículos de primera necesidad144. Si bien 
en países de todo el mundo se denuncian casos de violencia contra la mujer en situa-
ciones de privación de libertad145, hay pocos datos cuantitativos para determinar la 
prevalencia de dicha violencia en los distintos países. 

 b) Esterilización forzada 

142. El uso de la esterilización para controlar el comportamiento reproductivo de la 
población femenina, o de un subgrupo determinado, constituye violencia contra la 
mujer. Si bien no hay estudios cuantitativos sistemáticos, la práctica de esteriliza-
ción compulsiva ha sido comprobada y condenada en tribunales regionales y nacio-
nales. Se han denunciado casos de esterilizaciones forzadas o compulsivas de de-
terminadas poblaciones, como las mujeres y niñas romaníes en Europa146 y las mu-
jeres indígenas en los Estados Unidos y el Canadá147. 

 

4. Violencia contra la mujer en los conflictos armados 

143. Durante los conflictos armados, las mujeres experimentan todas las formas de 
violencia física, sexual y psicológica, cometidas por actores estatales y no estatales. 
Dichas formas comprenden homicidios – premeditados o no –, torturas y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes, raptos, mutilaciones y desfiguraciones, 
reclutamiento forzado de mujeres combatientes, violaciones, esclavitud sexual, ex-
plotación sexual, desapariciones involuntarias, prisiones arbitrarias, matrimonios 
forzados, prostitución forzada, abortos forzados, embarazos forzados y esteriliza-
ción compulsiva. 

144. La violencia sexual ha sido utilizada durante los conflictos armados por muy 
distintos motivos, en particular como forma de tortura, para causar lesiones, para ex-
traer información, para degradar e intimidar y para destruir comunidades. La viola-
ción de las mujeres ha sido utilizada para humillar a los oponentes, para desplazar 
de su tierra a comunidades y grupos y para propagar intencionalmente el VIH148. Se 
ha forzado a las mujeres a realizar trabajo sexual y doméstico en condiciones de es-
clavitud149. También se ha raptado a mujeres y luego se las ha forzado a servir de 
“esposas” para recompensar a los combatientes150. 

145. La incidencia de la violencia contra la mujer en los conflictos armados, en par-
ticular la violencia sexual, inclusive la violación, está siendo cada vez más recono-
cida y documentada151. Se ha comprobado violencia contra la mujer en situaciones 
de conflicto o posteriores a los conflictos en numerosos países, entre ellos, el Afga-
nistán, Burundi, el Chad, Colombia, Côte d’Ivoire, Liberia, el Perú, la República 
Democrática del Congo, Rwanda y Sierra Leona, así como Chechenia (Federación 
de Rusia), Darfur (Sudán), Uganda septentrional y la ex Yugoslavia152. 

146. En el cuadro 1 se reseñan cuatro encuestas basadas en la población sobre la 
violencia contra la mujer en contextos de conflicto armado. Se estima que en Rwan-
da fueron violadas entre 250.000 y 500.000 mujeres durante el genocidio de 1994, 
que en Bosnia fueron violadas entre 20.000 y 50.000 mujeres durante el conflicto de 
comienzos del decenio de 1990153 y que aproximadamente 200.000 mujeres y niñas 
fueron violadas durante el conflicto armado de Bangladesh en 1971154. 
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Cuadro 1 
Violencia sexual contra la mujer en escenarios de conflicto 

 

Escenario (período 
de conflicto) Tipo de investigación Resultados 

Liberia 
(1989-1994) 

 

Encuesta sobre una muestra aleatoria de 
205 mujeres de 15 a 79 años de edad en 
Monrovia 

El 49% de las mujeres (100) declararon haber 
experimentado por lo menos un acto de violen-
cia cometido por un combatiente: el 17% decla-
raron haber sido golpeadas, atadas o detenidas 
en una pieza bajo guardia armada; el 32% fue-
ron revisadas desnudas una o más veces; el 15% 
declararon haber sido violadas, sometidas a ten-
tativa de violación o a compulsión sexuala. 

Uganda 
(1980-1986) 

N/D. Distrito de Luwero, Uganda septen-
trional 

El 70% de las mujeres del Distrito de Luwero 
declararon haber sido violadas por soldados. 
Una gran proporción de ellas habían sido viola-
das en banda por grupos de hasta 10 soldadosb. 

ex Timor Orien-
tal 
(1999) 

Encuesta basada en la población de 288 
mujeres  

El 24% de las mujeres declararon un episodio 
de violencia cometida por una persona ajena a 
la familia durante el conflicto de 1999; de ellas, 
el 96% mencionaron comentarios sexuales in-
adecuados y el 92% declararon haber sido ame-
nazadas con un armac.  

Sierra Leona 
(1991-1999) 

Encuesta basada en la población de muje-
res internamente desplazadas que vivían 
en 3 campamentos y 1 pueblo en 2001: 
991 mujeres proporcionaron información 
sobre 9.166 miembros de los hogares 

El 13% (1.157) de los miembros de los hogares 
declararon alguna forma de abusos de los dere-
chos humanos relacionados con la guerra. El 
9% de las personas encuestadas y el 8% de los 
miembros de los hogares de sexo femenino de-
clararon violencia sexual relacionada con la 
guerrad. 

 

Notas 
a Swiss, S., Jennings, P.J., Aryee, G.V. et al. “Violence against women during the Liberian civil conflict”, Journal of the Ame-

rican Medical Association, vol. 279, N° 8 (febrero de1998), pp. 625 - 629. 
b Giller, J., Bracken, P. and Kabaganda, S., “Uganda: War, Women and Rape”, Lancet, vol. 337, N° 604 (marzo de 1991). 
c Hynes, M., Ward, J., Robertson, K. and Crouse, C., “A determination of the prevalence of gender-based violence among con-

flict-affected populations in East Timor”, Disasters, vol. 28, N° 3 (septiembre de 2004), pp. 294-321. 
d Amowitz, L., Reis, C., Lyons, K., Vann, B., Mandalay, G., Akinsulure-Smith A. et al., “Prevalence of war-related sexual vio-

lence and other human rights abuses among internally displaced persons in Sierra Leone”, Journal of the American Medical As-
sociation, vol. 287, N° 4 (enero de 2002), pp. 513-521. 

 
 

5. Violencia contra la mujer y discriminación múltiple 

147. Las formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer son moldeadas 
por las normas sociales y culturales, así como por la dinámica de cada sistema so-
cial, económico y político. Factores tales como la raza, el origen étnico, la casta, la 
clase, la condición de migrante o refugiada, la edad, la religión, la orientación 
sexual, el estado matrimonial, la discapacidad o la condición de portadora o no de 
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VIH de las mujeres ha de influir en las formas de violencia a que están sometidas y 
en cómo la experimentan. 

148. En numerosas sociedades, es probable que las mujeres pertenecientes a deter-
minados grupos étnicos o raciales sufran violencia por motivos de género y además 
violencia basada en su identidad étnica o racial155. Las mujeres indígenas se ven 
sometidas a diversas formas de violencia, entre ellas, violencia dentro de la pareja, 
violencia infligida por la policía en situaciones de privación de la libertad y homici-
dio, a veces en una proporción mucho mayor que las mujeres no indígenas156. Se-
gún una estadística de 1996 del Gobierno del Canadá, las mujeres indígenas del Ca-
nadá de entre 25 y 44 de edad tenían una probabilidad cinco veces mayor que todas 
las otras mujeres del mismo grupo de edades de morir como resultado de la violen-
cia157. En los Estados Unidos, un estudio realizado en 1999 comprobó que las muje-
res indígenas tenían una probabilidad dos veces mayor que las mujeres blancas de 
ser víctimas de un delito violento158. En un estudio realizado en 2003 se comprobó 
que las mujeres indígenas australianas tenían una probabilidad 28 veces mayor que 
las mujeres no indígenas de ser internadas en un hospital con heridas producidas por 
una agresión159. 

149. En la India, la violencia contra la mujer por motivos de casta se manifiesta en 
elevadas tasas de actos de violencia sexual cometidos contra las mujeres dalit por 
los hombres de una casta más elevada. En determinadas aldeas remotas, se considera 
que el acceso al cuerpo de una mujer dalit es prerrogativa del señor de la aldea160. 

150. Las mujeres de edad, que son una gran proporción de la creciente población de 
edad del mundo, se ven sometidas a formas y manifestaciones particulares de vio-
lencia. Cuando se habla de abuso contra los ancianos por lo común se hace referen-
cia a las mujeres de más de 60 o 65 años, pero algunos estudios incluyen a las ma-
yores de 50. La violencia contra las mujeres de edad puede asumir la forma de abu-
sos físicos, sexuales o psicológicos, así como el abandono o la explotación financie-
ra, que pueden ser cometidos por miembros de la familia u otras personas encarga-
das del cuidado. 

151. Las mujeres pueden verse enfrentadas a la violencia basada en prejuicios so-
ciales existentes contra ellas por su orientación sexual. Entre las formas de violencia 
contra las mujeres lesbianas por su orientación sexual figuran la violencia sexual in-
fligida por alguien que no es su pareja, la esclavización sexual, el matrimonio forza-
do y el homicidio. En los Estados Unidos, por ejemplo, las mujeres lesbianas puede 
ser tomadas como blanco de actos de violencia en las prisiones, por la policía y por 
miembros de su familia y de la comunidad. Hay numerosos casos que documentan 
situaciones en que mujeres lesbianas son golpeadas, violadas, embarazadas forza-
damente u obligadas a casarse contra su voluntad161. También ha habido casos de 
mujeres lesbianas a quienes miembros de su familia o de la comunidad han hecho 
recluir en hospitales psiquiátricos por trastornos de identidad de género162. 

152. Las mujeres con discapacidades pueden sufrir actos de violencia de maneras 
particulares, cometidos en sus hogares o en instituciones por miembros de la fami-
lia, por personas encargadas de su cuidado o por extraños. En estudios realizados en 
Europa, América del Norte y Australia se ha comprobado que más de la mitad de las 
mujeres con discapacidades han sufrido abusos físicos, en comparación con la terce-
ra parte de las mujeres no discapacitadas163. 
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153. Actualmente viven fuera de sus países de origen, unos 90 millones de mujeres, 
que son aproximadamente la mitad de los migrantes internacionales del mundo164. 
Debido a su condición de subordinación como migrantes y como mujeres, las traba-
jadoras migratorias son sumamente vulnerables ante la explotación y los malos tra-
tos165. Entre los tipos de violencia que sufren las trabajadoras migratorias figuran 
los siguientes: condiciones de trabajo inhumanas, por ejemplo, largos horarios de 
trabajo, no pago del salario y reclusión forzada; hambreamiento; golpes; violación, 
y prostitución forzada. Las trabajadoras no calificadas, en particular en el servicio 
doméstico, se ven sometidas a tipos de violencia distintos y más graves que las otras 
mujeres166. Las mujeres migrantes también pueden sufrir violencia infligida por su 
pareja, y su condición de migrantes puede limitar aún más su acceso a vías de esca-
pe, servicios e información.167 

154. De los 10,9 millones de personas de incumbencia del ACNUR, aproximada-
mente la mitad (49%) son de sexo femenino168. Despojadas de la protección de sus 
hogares, de su gobierno y frecuentemente de su estructura familiar, las mujeres re-
fugiadas y desplazadas pueden verse sometidas a distintas formas de violencia, abu-
so y explotación, en particular violación y rapto, durante la huida o en campamentos 
de refugiados, así como en los países de asilo. Esa violencia puede ser infligida por 
personal militar, guardias fronterizos, unidades de resistencia, refugiados hombres u 
otras personas con las que entren en contacto. 

6. Esferas a las que es necesario prestar mayor atención 

155. Si bien todas las formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer re-
quieren más atención, algunas han sido particularmente desatendidas. El abuso y la 
violencia de carácter psicológico y emocional pueden asumir distintas formas, que 
es preciso hacer más visibles y abordar explícitamente. A este respecto, actos como 
la reclusión de mujeres en hospitales psiquiátricos o en prisiones por no ajustarse a 
las expectativas sociales y culturales, las restricciones impuestas a las mujeres, co-
mo encerrarlas o imponerles el aislamiento y limitar su interacción con otros, han 
sido documentados de manera anecdótica pero siguen siendo en gran medida invisi-
bles. También sigue siendo muy limitado el conocimiento acerca de la violencia co-
ntra la mujer en escenarios institucionales, en particular en las escuelas y los hospi-
tales, así como en las prisiones y distintos establecimientos de detención. El abuso 
económico y la explotación, que comprende actos tales como la retención de los in-
gresos, la usurpación del salario de las mujeres y la privación de artículos de prime-
ra necesidad, son manifestaciones a las que se debe dar un mayor grado de visibili-
dad y atención, en especial en el contexto de una creciente participación femenina 
en la fuerza de trabajo en todo el mundo. El abuso de las mujeres de edad puede lle-
gar a ser más prevalente con los cambios demográficos. Si bien el feminicidio está 
obteniendo reconocimiento, aún no se comprende suficientemente la dinámica sub-
yacente de la desigualdad de género que impulsa los asesinatos de mujeres en distin-
tos contextos. También se necesitan más investigaciones acerca del uso de la tecno-
logía, como las computadoras y los teléfonos celulares, para desarrollar y ampliar 
las formas de violencia. Es preciso dar nombre a las formas de violencia cambiantes 
e incipientes, para que sea posible reconocerlas y enfrentarlas mejor. 
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 C. Consecuencias de la violencia contra la mujer 
 
 

156. La violencia contra la mujer es una violación de los derechos humanos de las 
mujeres e impide que las mujeres gocen de sus derechos humanos y libertades fun-
damentales, como los derechos a la vida y la seguridad personal, al más alto nivel 
posible de salud física y mental, a la educación, al trabajo y a la vivienda, así como 
a la participación en la vida pública. Dicha violencia perpetúa la subordinación de 
las mujeres y la distribución desigual del poder entre las mujeres y los hombres. 
Tiene consecuencias para la salud y el bienestar de las mujeres, acarrea un pesado 
costo humano y económico, obstaculiza el desarrollo y también puede causar el des-
plazamiento. 

 

1. Consecuencias para la salud 

157. La violencia hace que las mujeres corran un mayor riesgo de tener una mala 
salud física y reproductiva169. Las mujeres que sufren tratos abusivos también tie-
nen un peor funcionamiento social y en materia de salud mental170. Las mujeres 
sometidas a la violencia tienen mayor probabilidad de abusar del alcohol y las dro-
gas y de presentar disfunciones sexuales, intentos de suicidio, estrés postraumático y 
trastornos del sistema nervioso central171. 

158. La violencia contra la mujer frecuentemente produce la muerte. El feminicidio, 
el suicidio, las muertes relacionadas con el SIDA y la mortalidad materna pueden 
ser consecuencias fatales de la violencia contra la mujer. Hay pocos datos sobre los 
resultados letales de la violencia contra la mujer, como las proporciones de muertes 
maternas y de la mortalidad por el SIDA que sean directamente atribuibles a las dis-
tintas formas de violencia que sufren las mujeres. Algunos estudios provenientes de 
los servicios de salud indican cierta relación entre la violencia infligida por la pareja 
y la muerte durante el embarazo. Por ejemplo, un estudio de 400 aldeas y siete hos-
pitales de las zonas rurales de la India occidental comprobó que el 16% del total de 
muertes durante el embarazo eran resultado de violencia infligida por la pareja172. 
Se ha encontrado una tendencia análoga en Bangladesh y en los Estados Unidos173. 

159. La violencia contra la mujer tiene vastas consecuencias para la salud física. 
Entre ellas figuran las lesiones físicas, como las fracturas y las lesiones abdominales 
o torácicas, y las condiciones de salud crónicas, como los dolores crónicos y los 
trastornos gastrointestinales. Entre las consecuencias para la salud reproductiva fi-
guran los trastornos ginecológicos, la enfermedad pélvica inflamatoria, las infeccio-
nes de transmisión sexual, en particular el VIH, los embarazos no deseados y los 
malos resultados obstétricos174. Otras de las consecuencias ginecológicas son las 
hemorragias o infecciones vaginales, los dolores pélvicos crónicos y las infecciones 
de las vías urinarias. Por ejemplo, en un estudio realizado en los Estados Unidos se 
comprobó que la tasa de prevalencia de los problemas ginecológicos entre las vícti-
mas de abuso conyugal era tres veces más elevada que la media175. 

160. Para numerosas mujeres en todo el mundo la amenaza de violencia exacerba su 
riesgo de contraer la infección con el VIH. El miedo a la violencia impide que las 
mujeres obtengan acceso a la información sobre el VIH/SIDA, se hagan exámenes, 
revelen su condición de portadoras del VIH, obtengan acceso a los servicios de pre-
vención de la transmisión del VIH a los niños y reciban tratamiento y asesoramien-
to, incluso cuando saben que han sido infectadas. Algunos estudios indican que cada 
vez son mayores los vínculos entre la violencia contra la mujer y el VIH y demues-



    

56 0641977s.doc 

 

A/61/122/Add.1  

tran que las mujeres infectadas con el VIH tienen mayor probabilidad de haber su-
frido violencia, y que las mujeres que han sufrido violencia correr un mayor riesgo 
de infectarse con el VIH176. 

161. El embarazo no deseado es otra de las importantes consecuencias de la violen-
cia sexual. La violación incrementa el riesgo de tener un embarazo no deseado. En 
el contexto de los conflictos armados, por ejemplo en Bosnia y Herzegovina y 
Rwanda, las mujeres fueron violadas repetidamente hasta lograr la concepción, co-
mo parte de una estrategia de depuración étnica177. El temor de una mujer de sufrir 
violencia infligida por su marido o su pareja hace que tema plantear la cuestión del 
uso de anticonceptivos, lo cual lleva a embarazos no deseados. Un estudio sobre las 
mujeres de Colombia, por ejemplo, comprobó que las mujeres que habían sufrido 
violencia infligida por sus parejas tenían tasas más elevadas de embarazos no desea-
dos178. El embarazo no deseado tiene graves repercusiones: abortos practicados en 
condiciones de riesgo, suicidios y reacciones familiares, que pueden comprender el 
aislamiento social, el ostracismo o incluso el homicidio. 

162. La violencia antes del embarazo y durante él tiene graves consecuencias para 
la salud tanto para la madre como para el hijo. La violencia genera embarazos de al-
to riesgo y diversos problemas relacionados con el embarazo, entre ellos, los abor-
tos, los partos prematuros, los sufrimientos fetales y el bajo peso al nacer179. Un es-
tudio de la población infantil realizado en Nicaragua en 2002, por ejemplo, compro-
bó que el 16% de los casos de bajo peso al nacer eran atribuibles a abusos físicos in-
fligidos por la pareja durante el embarazo180. 

163. La violencia contra la mujer puede provocar tanto lesiones físicas como daños 
a la salud reproductiva de la mujer. Para las mujeres objeto de la trata, las conse-
cuencias más comunes para la salud son los dolores crónicos, la malnutrición y la 
pérdida de peso no saludable. Las mujeres objeto de la trata también pueden sufrir 
infecciones de transmisión sexual, daños permanentes a los órganos reproductivos y 
daños psicológicos provenientes de la dominación y el aislamiento181. La ablación o 
mutilación genital femenina es en sí misma una forma de trauma físico que puede 
causar dolores graves, conmoción, hemorragia, infección, y ulceración de la zona 
genital. La hemorragia y la infección pueden causar la muerte. Las consecuencias a 
largo plazo pueden comprender abscesos, quistes dermoides y cicatrices queloides, 
trabajo de parto obstruido con el consiguiente incremento del riesgo de morbilidad y 
mortalidad materna e infantil, infecundidad y efectos psicológicos duraderos182. La 
ablación o mutilación genital femenina también hace que las mujeres corran un ma-
yor riesgo de infección por el VIH. 

164. Las consecuencias psicológicas de la violencia contra la mujer pueden ser tan 
graves como los efectos físicos. La depresión es una de las consecuencias más co-
munes de la violencia sexual y física contra la mujer. Las mujeres que sufren vio-
lencia también corren un mayor riesgo de estrés y trastornos de ansiedad, en particu-
lar los trastornos resultantes del estrés postraumático183. Por ejemplo, un estudio 
realizado en Michigan (Estados Unidos) comprobó que el 59% de las mujeres que 
habían sufrido abusos graves en los 12 meses anteriores tenían problemas psicológi-
cos, en comparación con el 20% de las que no habían declarado abusos184. Algunos 
estudios han demostrado que la violación, el abuso sexual en la infancia y la violen-
cia infligida por la pareja son las causas más comunes de trastornos resultantes del 
estrés postraumático en las mujeres. Los expertos también han detectado el “sín-
drome traumático de las mujeres que sufren tratos abusivos”, que se caracteriza por 
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falta de autonomía volitiva, miedo, angustia, depresión y, en algunos casos, suici-
dio185. 

165. La depresión y el intento de suicidio se vinculan estrechamente con la violen-
cia dentro de la pareja. También se ha demostrado que las niñas que han sido viola-
das o han sufrido acoso sexual corren un mayor riesgo de suicidio186. En particular, 
los trastornos resultantes del estrés postraumático parecen ser un factor significativo 
de riesgo de suicidio187. 

 

2. Repercusiones sociales e intergeneracionales 

166. La violencia contra la mujer impide que las mujeres participen plenamente en 
sus comunidades en los planos social o económico. Las mujeres que son tomadas 
como blanco de la violencia tienen menos probabilidades de tener empleo, tienden a 
estar empleadas en empleos de baja condición y no es probable que sean promovi-
das188. La violencia sexual erosiona la seguridad física en las esferas públicas y el 
riesgo de dicha violencia puede aumentar cuando las mujeres ingresan en la vida 
pública, limitando su voz política189. Por ejemplo, en Sri Lanka, el continuo con-
flicto ha creado una cultura de la violencia contra las mujeres que ha limitado su 
participación política190. Un estudio realizado en México comprobó que las mujeres 
frecuentemente dejaban de participar en los proyectos de desarrollo comunitario de-
bido a las amenazas de los hombres191. 

167. Las consecuencias sociales de la trata de mujeres comprenden la separación de 
los niños de sus familias; la pérdida de educación; la estigmatización de las mujeres, 
que, por consiguiente, necesitan apoyo social a largo plazo, y el crecimiento de las 
actividades delictivas.192 

168. Las investigaciones indican que la violencia contra la mujer en la familia y la 
violencia social están estrechamente vinculadas193. El hecho de presenciar la vio-
lencia doméstica crónica puede marcar la iniciación de una pauta de delincuencia y 
uso de la violencia en las relaciones personales que durará toda la vida194. 

169. Los niños suelen estar presentes durante los episodios de violencia doméstica, 
y los que los presencian pueden sufrir diversos problemas emocionales y de compor-
tamiento. Las investigaciones sugieren que la violencia en la familia afecta a los ni-
ños por lo menos de tres maneras principales: en su salud, en su rendimiento educa-
cional y en su uso de la violencia en sus propias vidas195. Los niños que presencian 
la violencia pueden manifestar un comportamiento más temeroso y antisocial. Tam-
bién se ha comprobado que manifiestan un mayor grado de ansiedad, depresión, sín-
tomas de trauma y problemas de temperamento que los otros niños196. Dichos niños 
también tienden a manifestar un comportamiento más agresivo frente a sus pares197. 
La exposición a la violencia crónica está asociada con un menor nivel de funciona-
miento cognoscitivo y un bajo rendimiento escolar198. Un estudio realizado en Nica-
ragua comprobó que las niñas víctimas de violencia abandonaban la escuela como 
término medio cuatro años antes que los demás niños199. Por otro lado, la mayoría 
de los niños que presencian actos de violencia en el hogar no se vuelven violentos y 
es necesario conocer mejor esa diferencia de reacciones. Sin embargo, los niños que 
manifiestan un comportamiento violento tienen mayor probabilidad de continuar di-
cho comportamiento y transmitirlo a las generaciones futuras200. 

170. La violencia doméstica o infligida por la pareja contra la mujer también puede 
ser fatal para los niños. Un estudio realizado en Nicaragua comprobó que los niños 
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de las mujeres que habían sufrido abuso físico infligido por su pareja tenían una 
probabilidad seis veces mayor que otros niños de morir antes de los cinco años de 
edad201. 
 
 

 D. Costos económicos de la violencia contra la mujer 
 
 

171. La violencia contra la mujer empobrece a las mujeres individualmente consi-
deradas y a sus familias, así como a sus comunidades, a las sociedades y a las na-
ciones en muchos niveles. Reduce la capacidad de las víctimas/sobrevivientes de 
hacer una contribución productiva a la familia, la economía y la vida pública; absor-
be recursos de los servicios sociales, el sistema de justicia, los organismos de aten-
ción de la salud y los empleadores, y reduce los logros educacionales globales, la 
movilidad y el potencial de innovación de las víctimas/sobrevivientes, de sus hijos e 
incluso de los autores de dichos actos de violencia202. 

172. El análisis de los costos de la violencia contra la mujer es útil para comprender 
la gravedad del problema, pues indica su incidencia económica en las empresas, el 
Estado, los grupos comunitarios y las personas. Pone de relieve la ubicuidad de di-
cha violencia y confirma que es una preocupación pública y no una cuestión priva-
da. Ese análisis puede brindar información importante para las consignaciones pre-
supuestarias específicamente destinadas a los programas de prevención y reparación 
de la violencia contra la mujer y demuestra que se debería invertir mucho más en es-
trategias de intervención temprana y prevención, en lugar de permitir que dicha vio-
lencia continúe sin amainar. 

173. Hay diversos tipos de costos, de corto y largo plazo: en primer lugar, el costo 
directo de los servicios relacionados con la violencia contra la mujer; en segundo 
lugar, el costo indirecto de las pérdidas de empleos y productividad, y en tercer lu-
gar, el valor asignado al dolor y el sufrimiento humanos. 

174. El costo directo de los servicios relacionados con la violencia contra la mujer 
comprende los gastos efectivos realizados por las personas, los gobiernos y las em-
presas en bienes, instalaciones y servicios para dar tratamiento y apoyo a las vícti-
mas/sobrevivientes y llevar a los autores ante la justicia. Los servicios comprenden 
el sistema de justicia penal (por ejemplo, para la policía, las fiscalías, los tribunales, 
las prisiones, los programas para los delincuentes, la administración de las condenas 
a servicios comunitarios y la reparación a las víctimas); los servicios de salud (por 
ejemplo, la atención primaria de la salud y la atención hospitalaria para los casos de 
daños físicos y mentales); la vivienda (por ejemplo, albergues, refugios y realoja-
miento); los servicios sociales (en especial en relación con el cuidado de los niños); 
el apoyo en materia de ingresos; otros servicios de apoyo (por ejemplo, asesora-
miento en las crisis originadas por una violación, líneas telefónicas de asesoramien-
to), y costos judiciales civiles (por ejemplo, para medidas cautelares encaminadas a 
hacer salir del hogar a los hombres violentos o a contenerlos por otras vías, y para 
los procedimientos judiciales de separación y divorcio). 

175. El costo de esos servicios es sufragado en su mayor parte por el Estado/el sec-
tor público. Si bien el sistema de justicia penal está casi universalmente financiado 
por el Estado, hay variaciones en la financiación de otros servicios. En algunos paí-
ses, los servicios de apoyo y los refugios son suministrados principalmente por vo-
luntarios o por el sector comunitario, mientras que en otros países dichos servicios 
son suministrados por el sector público, directamente o por conducto de la financia-
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ción aportada por el Estado a quienes prestan los servicios. En algunos países la 
atención de la salud está a cargo del sector público, mientras que en otros, las perso-
nas sufragan los costos directamente o mediante seguros privados. 

176. La segunda gran categoría de costos comprende la reducción de empleos y 
productividad, una categoría que a veces se describe como el costo para el sector 
privado o empresarial. Las mujeres pueden ausentarse de sus empleos como resulta-
do de lesiones o traumas, o pueden trabajar en un nivel de productividad reducida a 
causa de las lesiones y el estrés. Surgen costos adicionales cuando las mujeres pier-
den sus empleos como resultado de la ausencia y la reducción del rendimiento, o 
porque se han visto obligadas a mudarse. Tanto los trabajadores como los empleado-
res cargan con los costos resultantes de esa perturbación del empleo. Si bien las mu-
jeres pueden perder ingresos, los empleadores pueden perder producción y pueden 
tener que cargar con los costos de la licencia por enfermedad y de la necesidad de 
contratar y capacitar a los reemplazantes. Algunos estudios comprenden los ingresos 
tributarios que pierde el Estado como consecuencia de las pérdidas de empleos y 
producción. 

177. La tercera categoría de costos es la del valor asignado al dolor y el sufrimiento 
infligidos a las mujeres. Se trata de un costo intangible que recae sobre la vícti-
ma/sobreviviente. Cada vez más, los análisis de costos y beneficios que hacen los 
gobiernos comprenden el valor del “dolor y sufrimiento” en diversas esferas. Por 
ejemplo, incluyen esos costos en sus cálculos de la incidencia del delito o cuando 
evalúan los costos de los accidentes de tránsito al planificar nuevas carreteras (véase 
en el anexo un resumen de los estudios que comprenden un cálculo de los costos). 

178. Hay otros costos impuestos por la violencia contra la mujer, pero son muy di-
fíciles de estimar. Algunos estudios los mencionan como una categoría, pero no 
mencionan cifras en las estimaciones. Uno de los costos importantes de esa índole 
es el de las consecuencias para los niños que presencian actos de violencia, por 
ejemplo, su necesidad de asesoramiento por los daños psicológicos que soportan, y 
los costos a largo plazo de la reducción de los niveles de rendimiento educacional y 
laboral. 

179. Algunos estudios de los costos de la violencia contra la mujer están centrados 
en tipos determinados de costos, pero la mayoría comprende tanto el costo de los 
servicios como el de las pérdidas de ingresos. Algunos estudios más recientes inclu-
yen además el costo del dolor y el sufrimiento. El primer estudio de los costos eco-
nómicos de la violencia contra la mujer se llevó a cabo en Australia en 1988. La 
mayoría de los estudios se han realizado en países desarrollados. Se están llevando a 
cabo nuevas investigaciones, aún no publicadas, en Bulgaria, Fiji, Sudáfrica y 
Uganda. A partir de 1994, el Banco Mundial menciona el costo de la violencia do-
méstica203. Los principales estudios se resumen en el anexo. 

180. Los costos calculados en esos estudios varían considerablemente como resul-
tado de las diferencias de metodología. En el Canadá, los costos anuales de los gas-
tos directos relacionados con la violencia contra la mujer fueron estimados en 
684 millones de dólares canadienses para el sistema de justicia penal, 187 millones 
de dólares canadienses para la policía y 294 millones de dólares canadienses para el 
costo de asesoramiento y capacitación, lo cual llega a un total de más de de mil mi-
llones de dólares canadienses por año204. En el estudio realizado en el Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte se examinaron las categorías de costos de justi-
cia, atención de la salud, servicios sociales, vivienda, gastos legales, pérdida de pro-
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ducción y dolor y sufrimiento, y el costo resultante de la violencia doméstica se es-
timó en 23.000 millones de de libras esterlinas por año o 440 libras esterlinas por 
persona205. Una encuesta nacional sobre una muestra aleatoria de 7.000 mujeres fin-
landesas sobre las tasas de incidencia y las consecuencias de la violencia realizada 
en 1998 fue utilizada posteriormente para estimar los costos económicos de la vio-
lencia contra la mujer en Finlandia206. El estudio midió los costos directos de aten-
ción de la salud, servicios sociales, policía, tribunales y reclusión, así como los cos-
tos indirectos del valor de las pérdidas de vidas y del tiempo perdido en trabajo re-
munerado y voluntario. El costo anual fue estimado en 101 millones de euros por 
año, o aproximadamente 20 euros por persona. En un estudio del Banco Mundial se 
estimó que la violencia doméstica y la violación representaban el 5% de la carga to-
tal de enfermedades que recaía sobre las mujeres de 15 a 44 años de edad en los paí-
ses en desarrollo, y el 19% en los países desarrollados207. 

181. Los costos de la violencia contra la mujer son enormes. No sólo empobrecen a 
las personas, las familias, las comunidades y los gobiernos, sino que también redu-
cen el desarrollo económico de cada nación. Incluso los estudios más completos rea-
lizados hasta la fecha subestiman los costos, habida cuenta de la cantidad de factores 
no incluidos. De todos modos, todos ellos indican que la falta de solución para la 
violencia contra la mujer tiene graves consecuencias económicas, lo cual pone de re-
lieve la necesidad de adoptar medidas preventivas determinadas y sostenidas. 
 

Cuadro 2 
Prevalencia de las agresiones físicas a mujeres cometidas por su pareja masculinaa 

 

Proporción de mujeres 
físicamente agredidas 

por su pareja 

País Año del estudio Cobertura 

Tamaño 
de la 
muestra 

Pobla-
ción a 
que se 
refiere el 
estudio 

Edad  
(años) 

En los  
últimos 
12 meses 

Alguna 
vez 

        

África        
Etiopía 2002 Meskanena Woreda 2 261 III 15-49 29 49 

Kenya 1984-1987 Distrito de Kisii  612 V >15  42b 

Malawi c 2005 Nacional 3 546    30 
Namibia 2003 Windhoek 1 367 III 15-49 16 31 
República Unida 
de Tanzanía 2002 Dar es Salaam 1 442 III 15-49 15 33 
 2002 Mbeya 1 256 III 15-49 19 47 
Sudáfrica 1998 Cabo oriental 396 III 18-49 11 27 
 1998 Mpumalanga 419 III 18-49 12 28 
 1998 Provincia Septentrional 464 III 18-49 5 19 
 1998 Nacional 10 190 II 15-49 6 13 

Uganda 1995-1996 Lira y Masaka 1 660 II 20-44  41b 
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Proporción de mujeres 
físicamente agredidas 

por su pareja 

País Año del estudio Cobertura 

Tamaño 
de la 
muestra 

Pobla-
ción a 
que se 
refiere el 
estudio 

Edad  
(años) 

En los  
últimos 
12 meses 

Alguna 
vez 

        

Zambia 2001-2002 Nacional 3 792 III 15-49 27 49 

Zimbabwe 1996 Provincia Midland 966 I >18  17 d 
 

América Latina y el Caribe 
Barbados 1990 Nacional 264 I 20-45  30 e, f 
Brasil 2001 San Pablo 940 III 15-49 8 27 
 2001 Pernambuco 1 188 III 15-49 13 35 

Chile 1993 Provincia de Santiago 1 000 II 22-55  26b 
 1997 Santiago 310 II 15-49 23  

 2004 g Santa Rosa 422 IV 15-49 4 25 

Colombia 1995 Nacional 6 097 II 15-49  19 b 
 2000 Nacional 7 602 III 15-49 3 44 

Ecuador 1995 Nacional 11 657 II 15-49 12  
El Salvador 2002 Nacional 10 689 III 15-49 6 20 b 

Guatemala 2002 Nacional 6 595 VI 15-49 9  
Honduras 2001 Nacional 6 827 VI 15-49 6 10 
Haití 2000 Nacional 2 347 III 15-49 21 29 

México 1996 Guadalajara 650 III >15  27 
 1996 g Monterrey 1 064 III >15  17 
 2003 Nacional 34 184 II >15 9  
Nicaragua 1995 León 360 III 15-49 27 52 
 1997 Managua 378 III 15-49 33 69 
 1998 Nacional 8 507 III 15-49 13 30 

Paraguay 1995-1996 Nacional 5 940 III 15-49  10 
 2004 Nacional 5 070 III 15-44 7 19 
Perú 2000 Nacional 17 369 III 15-49 2 42 
 2001 Lima 1 019 III 15-49 17 50 
 2001 Cuzco 1 497 III 15-49 25 62 
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Proporción de mujeres 
físicamente agredidas 

por su pareja 

País Año del estudio Cobertura 

Tamaño 
de la 
muestra 

Pobla-
ción a 
que se 
refiere el 
estudio 

Edad  
(años) 

En los  
últimos 
12 meses 

Alguna 
vez 

        

Puerto Rico 1995-1996 Nacional 4 755 III 15-49  13 h 
República Do-
minicana 2002 Nacional 6 807 III 15-49 11 22 

Uruguay 1997 Nacional 545 II i 22-55 10 f  
 

América del Norte 
Canadá 1993 Nacional 12 300 I >18 3 d, f 29 d, f 
 1999 Nacional 8 356 III >15 3 8 j 
Estados Unidos 
de América 1995-1996 Nacional 8 000 I >18 1e 22 e 

 

Asia y Pacífico Occidental 
Australia 1996 Nacional 6 300 I  3 d 8 b, d 
 2002-2003 Nacional 6 438 III 18-69 3 31 
Bangladesh 1992 Nacional (aldeas) 1 225 II <50 19 47 
 1993 Dos regiones rurales 10 368 II 15-49  42 b 
 2003 Dhaka 1 373 III 15-49 19 40 
 2003 Matlab 1 329 III 15-49 16 42 

Camboya 1996 Seis regiones 1 374 III 15-49  16 
 2000 Nacional 2 403 III 15-49 15 18 

China 1999-2000 Nacional 1 665 II 20-64  15 

Filipinas 1993 Nacional 8 481 IV 15-49  10 

 1998 
Cagayan de Oro City 
y Bukidon 1 660 II 15-49  26 

 2004 g Paco 1 000 IV 15-49 6 21 
India 1998-1999 Nacional 90 303 III 15-49 10 19 
 1999 Seis estados 9 938 III 15-49 14 40 
 2004 g Lucknow 506 IV 15-49 25 35 
 2004 g Trivandrum 700 IV 15-49 20 43 
 2004 g Vellore 716 IV 15-49 16 31 
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Proporción de mujeres 
físicamente agredidas 

por su pareja 

País Año del estudio Cobertura 

Tamaño 
de la 
muestra 

Pobla-
ción a 
que se 
refiere el 
estudio 

Edad  
(años) 

En los  
últimos 
12 meses 

Alguna 
vez 

        

Indonesia 2000 Java Central 765 IV 15-49 2 11 
Japón 2001 Yokohama 1 276 III 18-49 3 13 
Nueva Zelandia 2002 Auckland 1 309 III 18-64 5 30 
 2002 Waikato septentrional 1 360 III 18-64  34 
Papua Nueva 
Guinea 2002 

Nacional, aldeas ru-
rales 628 III i   67 

República de Co-
rea 2004 Nacional  5 916 II 20 - 13.2 20.7 
Samoa 2000 Nacional 1 204 III 15-49 18 41 
Tailandia 2002 Bangkok 1 048 III 15-49 8 23 
 2002 Nakonsawan 1 024 III 15-49 13 34 
Tayikistán  k 2005 Región de Khatlon  400 I 17-49 19 36 
Viet Nam 2004 Provincia de Ha Tay  1 090 III 15-60 14 25 

 

Europa        
Albania 2002 Nacional 4 049 III 15-44 5 8 

Alemania 2003 Nacional 10 264 III 16-85  23 d 
Azerbaiyán 2001 Nacional 5 533 III 15-44 8 20 
ex Serbia y Mon-
tenegro 2003 Belgrado 1 189 III 15-49 3 23 
Federación de 
Rusia 2000 Tres provincias 5 482 III 15-44 7 22 

Finlandia 1997 Nacional 4 955 I 18-74  30 
Francia 2002 Nacional 5 908 II >18 3 9 e 
Georgia 1999 Nacional 5 694 III 15-44 2 5 

Lituania 1999 Nacional 1 010 II 18-74  42 b,d, m 

Países Bajos 1986 Nacional 989 I 20-60  21 e 

Noruega 1989 Tronheim 111 III 20-49  18 
 2003 Nacional 2 143 III 20-56 6 27 
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Proporción de mujeres 
físicamente agredidas 

por su pareja 

País Año del estudio Cobertura 

Tamaño 
de la 
muestra 

Pobla-
ción a 
que se 
refiere el 
estudio 

Edad  
(años) 

En los  
últimos 
12 meses 

Alguna 
vez 

        

Reino Unido de 
Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte 1993 g Londres Septentrional 430 I >16 12 e 30e 
 2001 Nacional 12 226 I 16-59 3 19 n 
República de 
Moldova 1997 Nacional 4 790 III 15-44 8 15 
Rumania 1999 Nacional 5 322 III 15-44 10 29 
Suecia 2000 Nacional 5 868 III 18-64 4 h 18 h 
Suiza 1994-1996 Nacional 1 500 II 20-60 6 f 21 f 
 2003 Nacional 1 882 III >18  10 

Turquía 1998 
Anatolia oriental y 
sudoriental 599 I 14-75  58 e 

Ucrania 1999 Nacional 5 596 III 15-44 7 19 
 

Mediterráneo occidental       
Egipto 1995-1996 Nacional 7 123 III 15-49 13 34 
 2004 j El-Sheik Zayed 631 IV 15-49 11 11 

Israel 1997 Población árabe 1 826 II  19-67 32 
Ribera Occidental 
y Franja de Gaza 1994 Población palestina  2 410 II 17-65 52  

 
 

Clave: 
Población a que se refiere el estudio:  

I: 
II: 

III: 
IV: 
V: 

VI: 

Todas las mujeres 
Mujeres actualmente casadas/en pareja 
Mujeres que alguna vez estuvieron casadas/en pareja 
Mujeres con resultado de embarazo 
Mujeres casadas – la mitad con resultado de embarazo – la mitad sin resultado de embarazo 
Mujeres que estuvieron en pareja dentro de los últimos 12 meses 

Notas 
a  Fuente para todos los países o regiones, salvo indicación en contrario: Ellsberg, M. y Heise, L., Resear-

ching violence against women: a practical guide for researchers and activists (Washington, D.C., OMS, 
PATH, 2005). 

b  Durante la relación actual 
c  Pelser, E. et al. 2005. Intimate Partner Violence: Results from a National Gender-Based Study in Ma-

lawi. División de Estadísticas del Delito y la Justicia, Oficina Nacional de Estadística. 
d  Aunque la muestra abarcó a todas las mujeres, la tasa de abuso se indica para las mujeres que alguna vez 

estuvieron casadas o en pareja (no se indica la cifra). 
e  El grupo de la muestra comprendía a las mujeres que nunca habían estado en una relación y por consi-
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guiente, no eran un grupo expuesto. 
f  Agresión física o sexual. 
g  Fecha de publicación (no se indica la fecha del trabajo de campo). 
h  Tasa de abuso dentro de la pareja para las mujeres que alguna vez estuvieron casadas o en pareja, recal-

culada con datos del autor. 
i  Se emplearon métodos de muestreo no probabilístico. 
j  Dentro de los cinco últimos años. 
k  Haar, Robin N.. Violence Against Women in Marriage: A General Population Study in Khatlon Oblast, 

Tajikistan. Encuesta de base realizada por la organización no gubernamental Social Development Group 
(2005). 

l  A partir de los 18 años de edad. 
m  Comprende las amenazas. 
n  A partir de los 16 años de edad. 

 
 
 

 V. Reunión de datos sobre la violencia contra la mujer 
 
 

 A. Introducción  
 

182. La cantidad de estudios realizados para estimar la prevalencia de las distintas 
formas de violencia contra la mujer, en particular la violencia infligida por su pare-
ja, se amplió significativamente en la segunda mitad del decenio de 1990. Según un 
informe de las Naciones Unidas de 2006, en 71 países se había realizado por lo me-
nos una encuesta sobre la violencia contra la mujer y en 41 países había por lo me-
nos una encuesta nacional208. 

183. Los estudios sobre la violencia contra la mujer han sido realizados por una 
gran diversidad de órganos, entre ellos, ministerios, oficinas nacionales de estadísti-
ca, universidades, organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales y 
organizaciones de acción por los derechos de la mujer. Sus resultados han propor-
cionado pruebas concluyentes de que la violencia contra la mujer es una grave y ge-
neralizada violación de los derechos humanos en todo el mundo, con efectos devas-
tadores en la salud y el bienestar de las mujeres y los niños. 

184. Sin embargo, a pesar de los progresos logrados en los últimos años sigue habi-
endo una urgente necesidad de fortalecer la base de conocimientos sobre todas las 
formas de violencia contra la mujer a fin de brindar información para las políticas y 
estrategias de desarrollo. En numerosos países se sigue careciendo de datos confia-
bles y gran parte de la información existente no puede ser objeto de una compara-
ción significativa. Además, muy pocos países recogen datos sobre la violencia con-
tra la mujer en forma periódica, lo cual podría permitir que se midieran los cambios 
a lo largo del tiempo. Es urgentemente necesario reunir más datos sobre la forma en 
que las diversas formas de violencia contra la mujer afectan a distintos grupos de 
mujeres, y es preciso que los datos estén desagregados según factores como la edad 
y el origen étnico. Se dispone de escasa información para evaluar las medidas adop-
tadas para combatir la violencia contra la mujer y evaluar su incidencia. 

185. Tanto los gobernantes como los activistas han reclamado que se elabore un 
conjunto completo de indicadores internacionales sobre la violencia contra la mu-
jer209. Dichos indicadores internacionales tendrían que basarse en datos general-
mente accesibles y fiables reunidos a nivel nacional, utilizando métodos compara-
bles para definir y medir la violencia. 
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186. Se necesita una mayor cantidad de datos de mejor calidad para orientar las po-
líticas y programas nacionales y monitorear los progreso de los Estados en el en-
frentamiento de la violencia. La formación de una base de conocimientos adecuada 
mediante la reunión de datos forma parte de la obligación de todo Estado de hacer 
frente a la violencia contra la mujer. Los Estados deben asumir la responsabilidad de 
reunir y publicar sistemáticamente datos en el marco de las estadísticas oficiales, en 
particular apoyando a las organizaciones no gubernamentales, los académicos y 
otras personas dedicadas a esa labor. Sin embargo, la obligación de los Estados de 
hacer frente, prevenir y eliminar la violencia contra la mujer y su responsabilidad al 
respecto no se ve reducida por la insuficiencia o la inexistencia de los datos necesa-
rios. 
 
 

 B. Encuestas basadas en la población 
 
 

1.  Descripción de las encuestas basadas en la población 

187. Se considera que las encuestas basadas en la población o las encuestas de 
hogares en las que se pregunta a las mujeres acerca de sus experiencias en materia 
de violencia son el método más confiable para obtener información sobre la violen-
cia contra la mujer en una población general. Las encuestas basadas en la población 
utilizan muestras seleccionadas aleatoriamente y, por consiguiente, sus resultados 
son representativos de la población general. Como incluyen las experiencias de las 
mujeres independientemente de si han denunciado la violencia a las autoridades o 
no, las encuestas basadas en la población pueden dar un panorama más exacto que 
los datos provenientes de los registros administrativos. Ello las hace particularmente 
útiles para la medición de la extensión de la violencia contra la mujer, monitorear 
las tendencias a lo largo del tiempo, formar conciencia y formular políticas. Cuando 
en estudios realizados en distintos países se emplean métodos análogos para medir 
la violencia, también es posible comparar el riesgo de violencia a que se enfrentan 
las mujeres y comprender las semejanzas y diferencias entre los distintos escenarios. 

188. Hay dos enfoques principales para reunir datos sobre la violencia contra la mu-
jer basados en la población. El primero consiste en las encuestas “dedicadas” dise-
ñadas específicamente para reunir información detallada sobre las distintas formas 
de violencia contra la mujer. La segunda consiste en incluir preguntas o módulos 
sobre la violencia contra la mujer dentro de encuestas de gran escala diseñadas para 
generar información sobre cuestiones más generales, como la pobreza, el delito o la 
salud reproductiva. 

189. La Encuesta sobre la violencia contra la mujer, realizada por Statistics Canada 
en 1993, fue una de las primeras encuestas dedicadas nacionales. Posteriormente se 
han realizado encuestas nacionales análogas sobre la violencia contra la mujer en 
otros países, entre ellos, Alemania210, Australia211, los Estados Unidos212, Finlan-
dia213, Francia214, Nueva Zelandia215 y Suecia216. 

190. La metodología de esas encuestas se ha ido afinando. La OMS ha elaborado 
una metodología completa para las investigaciones, reflejada en su estudio multipaís 
sobre la violencia doméstica, que se ha aplicado en por lo menos 12 países, la mayo-
ría de ellos de bajos recursos (véase el recuadro 6). También se ha elaborado un ins-
trumento estandarizado para un estudio internacional sobre la violencia contra la 
mujer, que hasta la fecha se ha puesto en práctica en 11 países, la mayoría de ellos 
desarrollados (véase el recuadro 6)217. La elaboración de instrumentos de investiga-
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ción que han sido validados y utilizados en muy diversos escenarios ha incrementa-
do en alto grado la capacidad de los países para producir datos confiables, creíbles y 
comparables sobre la violencia contra la mujer. Sin embargo, todavía no se ha ela-
borado a nivel internacional o supranacional nivel una metodología estándar para la 
realización de encuestas sobre la violencia contra la mujer en el marco de las esta-
dísticas oficiales218. 

191. Además de la medición de la prevalencia de las distintas formas de violencia 
contra la mujer, esas encuestas dedicadas reúnen información detallada sobre una 
amplia gama de tipos de violencia y sus causas, así como alguna información sobre 
los infractores. Algunas también registran las circunstancias y consecuencias de la 
violencia, y de las respuestas de las mujeres y el uso de los servicios por parte de las 
mujeres. Las encuestas dedicadas tienden a prestar más atención a la capacitación 
que las encuestas generales y a abordar las cuestiones de seguridad y confidenciali-
dad de manera más completa. La experiencia obtenida hasta la fecha indica que las 
estimaciones de la prevalencia derivadas de encuestas dedicadas tienden a ser más 
elevadas que las provenientes de las encuestas generales. El principal inconveniente 
de las encuestas dedicadas es su costo, que puede plantear problemas si se desea re-
petirlas periódicamente. 
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Recuadro 6 
Encuestas multipaís sobre la violencia contra la mujer 

El Estudio multipaís de la OMS sobre la salud de la mujer y la violencia do-
méstica contra la mujer se ha llevado a cabo por lo menos en 12 países con la par-
ticipación de más de 24.000 mujeres. En el estudio se reúnen datos sobre las expe-
riencias de las mujeres en materia de violencia infligida por su pareja, agresión 
sexual y abuso sexual de los niños. El estudio de la OMS también reúne datos so-
bre una amplia gama de resultados nocivos para la salud corrientemente asociados 
a la violencia, sobre los factores de riesgo y protección respecto de la violencia 
dentro de la pareja, y sobre las estrategias y servicios que utilizan las mujeres para 
hacer frente a dicha violencia a. 

La Encuesta internacional sobre la violencia contra la mujer se ha realizado 
en 11 países hasta la fecha. En ella se reúnen datos de una muestra representativa 
a escala nacional sobre una amplia gama de actos de violencia cometidos por 
hombres contra mujeres, en particular actos de violencia física y sexual. Se lleva a 
cabo en un marco de victimización por el delito y brinda información particular-
mente útil para las intervenciones en el sector de la justicia penal b. 
 
Notas 
a Estudio multipaís de la OMS sobre la salud de la mujer y la violencia doméstica contra la mujer: 
Resultados iniciales sobre prevalencia, consecuencias para la salud y respuestas de las mujeres (Gine-
bra, OMS, 2005) 
b Nevala, S., The International Violence against Women Surveys, (Ginebra, Instituto Europeo 
de Prevención del Delito y Lucha contra la delincuencia, 2005). 

 
 

192. El segundo enfoque de la reunión de datos – la incorporación de módulos es-
peciales sobre la violencia contra la mujer en las encuestas generales – es particu-
larmente útil cuando los recursos son escasos. Se han incluido preguntas o módulos 
sobre la violencia contra la mujer en las encuestas demográficas y de salud y en las 
encuestas sobre la salud reproductiva en una serie de países, entre ellos, Camboya, 
Colombia, Egipto, Haití, la India, Nicaragua, el Perú, la República Dominicana y 
Zambia219. Varios gobiernos realizan rutinariamente encuestas sobre el delito basa-
das en la población que comprenden información sobre la violencia contra la mujer. 
Por ejemplo, en los Estados Unidos, la Encuesta Nacional sobre Victimización del 
Delito (anteriormente denominada Encuesta Nacional sobre el Delito) se realiza des-
de el decenio de 1960, mientras que en el Reino Unido, la Encuesta Británica sobre 
el Delito se realiza desde 1982. Statistics Canada adaptó un módulo de preguntas de 
la Encuesta de 1993 sobre la violencia contra la mujer y las incluyó en la actual En-
cuesta Social General sobre Victimización, que se realiza periódicamente cada cinco 
años. 

193. Una de las ventajas de las encuestas generales consiste en que la gran diversi-
dad de información reunida en dichas encuestas, como los resultados en materia de 
salud reproductiva y salud infantil, puede profundizar la comprensión de los factores 
de riesgo y las consecuencias de la violencia contra la mujer en materia de salud y 
en otros ámbitos. Su periodicidad puede permitir un monitoreo a lo largo del tiempo 
de la violencia contra la mujer y sus consecuencias intergeneracionales. Sin embar-
go, por lo común la cantidad de preguntas que se pueden incluir en una encuesta ge-
neral es limitada. Además, como hay menos oportunidades para formar una relación 
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con las encuestadas, es menos probable que las mujeres denuncien actos de violen-
cia en esas encuestas. 

194. Tanto las encuestas dedicadas como las encuestas generales pueden aportar va-
liosos datos para orientar las intervenciones sobre la violencia contra la mujer, y se 
debería alentar a los Estados a que utilizaran el enfoque mejor adaptado a sus nece-
sidades y capacidades. 
 

2.  Lagunas y problemas en materia de datos sobre la violencia 
contra la mujer basados en la población 

195. A pesar de las recientes iniciativas multipaís, es necesario seguir trabajando 
con miras a lograr un mayor grado de uniformidad y comparabilidad en la reunión y 
comunicación de los datos sobre todas las formas de violencia contra la mujer. Por 
ejemplo, muchas de las estimaciones de la prevalencia de la violencia dentro de la 
pareja no son comparables a causa de las diferencias metodológicas en cuanto a la 
forma de definir y medir la violencia. Además, hay enormes lagunas en lo tocante a 
la cobertura geográfica, los grupos de población considerados y los tipos de violen-
cia medidos. 

a) Tipos de violencia medidos 

196. Las encuestas basadas en la población han examinado muchos tipos diferentes 
de violencia contra la mujer, en particular la violencia dentro de la pareja, la violen-
cia sexual, la ablación o mutilación genital femenina, el abuso sexual de los niños y 
el abuso emocional. La mayoría de los estudios están centrados en un solo tipo de 
violencia, por lo común la violencia dentro de la pareja o la violencia sexual. Los 
estudios sobre la violencia dentro de la pareja por lo común consideran la violencia 
física, sexual y emocional/psicológica. Algunos estudios también miden los compor-
tamientos dominantes del marido y el abuso económico, por ejemplo, el hecho de 
negar a una mujer el acceso a los recursos, en particular sus propios ingresos, o el 
control sobre dichos recursos, así como las actitudes hacia la violencia, como las 
circunstancias en las que existe la percepción de que un marido tiene justificación 
para golpear a su mujer. 

197. Ha habido importantes progresos en la documentación de la extensión de la 
ablación o mutilación genital femenina gracias a la adición de un módulo especial 
sobre la ablación o mutilación genital femenina en las encuestas demográficas y de 
salud y en las encuestas realizadas por el UNICEF. Hasta la fecha, mediante esas 
encuestas se han reunido datos sobre la ablación o mutilación genital femenina en 
más de 20 países220. Contienen información sobre la prevalencia de la ablación o 
mutilación genital femenina en los niveles nacional y regional, sobre los tipos de ab-
lación o mutilación genital femenina que se han practicado y sobre quiénes practica-
ron el procedimiento, así como opiniones acerca de si la práctica debería continuar. 

198. Sin embargo, otras formas de violencia que fueron señaladas en la Plataforma 
de Acción de Beijing no se han documentado en el mismo grado (véase párr. 222 in-
fra). Como muchas de esas formas de violencia tienen lugar con menor frecuencia, o 
en poblaciones determinadas, es difícil estudiarlas utilizando encuestas basadas en 
la población, y es mejor considerarlas con otros métodos. 
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Recuadro 7 
Prevalencia e incidencia a  

La prevalencia de la violencia contra la mujer indica la proporción de muje-
res “en riesgo” que han sufrido violencia dentro de una población. Para algunos 
tipos de violencia, como la violencia sexual, todas las mujeres pueden considerar-
se “en riesgo”. Para otros, como la violencia dentro de la pareja, sólo las mujeres 
que tengan o hayan tenido una pareja se considerarían en riesgo. Por lo común, en 
las estimaciones de la prevalencia se presenta el porcentaje de mujeres que han su-
frido violencia durante los 12 meses anteriores (conocida como prevalencia en un 
punto determinado) o en algún momento de sus vidas (prevalencia en toda la vi-
da). 

La tasa de incidencia indica la cantidad de actos de violencia que las mujeres 
sufren durante un período determinado, por ejemplo, un año, más bien que la can-
tidad de mujeres que han sido objeto de dichos actos. En los estudios sobre el deli-
to, la incidencia de violencia se mide generalmente como la cantidad de agresio-
nes por habitante. 

 

Notas 
a Ellsberg, M. y Heise, L., Researching violence against women: a practical guide for re-

searchers and activists (Washington, D.C., OMS, PATH, 2005). 
 
 

b) Cuestiones éticas y de seguridad 

199. A pesar de que el tema es delicado, es posible reunir información confiable y 
válida sobre la violencia contra la mujer. Sin embargo, es preciso tomar precaucio-
nes especiales para proteger tanto a las personas encuestadas como a los entrevista-
dores. La OMS ha elaborado directrices en materia de seguridad y ética para la rea-
lización de investigaciones sobre la violencia doméstica y sobre la trata (véanse los 
recuadros 4 y 8). Las cuestiones contempladas en dichas directrices se dirigen a ga-
rantizar la seguridad de las personas encuestadas y de los entrevistadores; asegurar 
la privacidad y la confidencialidad de la entrevista; impartir a los entrevistadores 
una capacitación especial sobre las cuestiones relativas a la igualdad de género y la 
violencia contra la mujer; proporcionar un nivel mínimo de información o referen-
cias a las personas encuestadas en situaciones de riesgo, y brindar apoyo emocional 
y técnico a los entrevistadores. La no aplicación de esas medidas puede comprome-
ter la calidad de los datos y hacer que las personas encuestadas y los entrevistadores 
corran riesgo de sufrir daños físicos o emocionales. 
 



    
   

0641977s.doc 71 
 

 A/61/122/Add.1

Recuadro 8 
Recomendaciones de la OMS en materia de ética y seguridad para las 
investigaciones sobre la violencia doméstica contra la mujer 

a) La seguridad de las personas encuestadas y el equipo de investigación es la 
consideración fundamental y debe orientar todas las decisiones relativas al 
proyecto. 

b) Los estudios de prevalencia deben ser metodológicamente correctos y tomar 
como base la experiencia de las investigaciones actuales acerca de la forma 
de reducir a un mínimo la cantidad de casos de abuso no denunciados. 

c) La protección de la confidencialidad es esencial para garantizar la seguridad 
de las mujeres y la calidad de los datos. 

d) Todos los miembros del equipo de investigación deben ser cuidadosamente 
seleccionados y recibir capacitación especializada y apoyo permanente. 

e) El diseño del estudio debe comprender una serie de acciones encaminadas a 
reducir cualquier posible dificultad causada a los participantes por la investi-
gación. 

f) Los trabajadores de campo deben ser capacitados para remitir a las mujeres 
que piden asistencia a las fuentes de apoyo existentes. Cuando hay recursos 
escasos, puede ser necesario que el estudio cree mecanismos de apoyo a cor-
to plazo. 

g) Los investigadores y donantes tienen la obligación ética de ayudar a garanti-
zar que sus comprobaciones se interpreten adecuadamente y se utilicen para 
promover la formulación de políticas e intervenciones. 

h) Sólo se debe incorporar preguntas sobre la violencia a encuestas diseñadas 
para otros fines cuando sea posible cumplir las exigencias éticas y metodo-
lógicas. 

 
 

3.  Diseño y ejecución del estudio 

200. Hay grandes variantes en cuanto a la forma en que se define y se mide la vio-
lencia en las encuestas basadas en la población. Por ejemplo, algunos estudios usan 
definiciones basadas en los códigos penales nacionales, mientras que otros permiten 
que las personas encuestadas se definan a sí mismas como víctimas de la violencia. 
Además, mientras que algunas encuestas usan una sola pregunta directa, por ejem-
plo, “¿Ha sido usted golpeada por alguien alguna vez?”, otras usan preguntas múlti-
ple más específicas, por ejemplo, “¿Ha sido usted abofeteada por alguien alguna 
vez? ¿o pateada? ¿o golpeada?” Se ha demostrado que es más probable que las mu-
jeres revelen la violencia si se les da más de una oportunidad de responder a una se-
rie de preguntas relativas a comportamientos específicos; no se recomienda hacer 
preguntas únicas para evaluar la violencia. Por lo general, los estudios que sólo for-
mulan unas pocas preguntas producen las estimaciones más bajas de la violencia. 
Otros aspectos, como la forma en que se administran las encuestas y quiénes son in-
cluidos en la población a que se refiere el estudio, también pueden tener una impor-
tante influencia en los resultados del estudio (véase el recuadro 8). 
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Recuadro 9 
Cuestiones que afectan a la comparabilidad de los datos sobre la 
violencia contra la mujer a  

a) ¿Cómo se determina la población a que se refiere el estudio? 
• ¿Cuáles son las edades límite, por ejemplo, más de 18 años, entre 15 y 

49 años? 
• ¿Se excluye a las mujeres no casadas?  
• ¿Qué zona geográfica abarca el estudio? 

b) ¿Cómo se define y mide la violencia? 
• ¿Quién define el abuso - el investigador o la persona encuestada? 
• ¿En qué período de tiempo se mide la violencia?  
• ¿El estudio distingue entre los distintos tipos de autores en lo tocante a 

su relación con la víctima?  
• ¿Se mide la frecuencia de la violencia? 
• ¿Qué tipos de violencia se incluyen (física, sexual, emocional o econó-

mica)? 
• ¿Se reúne en el estudio información sobre la gravedad de la violencia? 

c) ¿Se realiza la entrevista de modo tal que sea probable que las mujeres revelen 
experiencias de violencia? 
• ¿Cómo están redactadas las preguntas sobre la violencia? 
• ¿Cómo se introducen las preguntas? 
• ¿Qué preguntas las preceden? 
• ¿Cuántas oportunidades de hacer revelaciones tienen las encuestadas? 

• ¿Cuál es el contexto de la entrevista, en lo tocante a la privacidad, la du-
ración y la destreza del entrevistador? 

• ¿Cómo se administra la entrevista, por ejemplo, cara a cara, por teléfono 
o utilizando tecnología de computación? 

 

Notas 
a Ellsberg, M. y Heise, L., Researching violence against women: a practical guide for research-

ers and activists (Washington, D.C., OMS, PATH, 2005). 
 
 

 C. Otras fuentes de datos e información sobre la violencia 
contra la mujer 
 
 

1. Datos provenientes de los servicios 

201. La información que reúnen rutinariamente los organismos públicos y privados 
que entran en contacto con las mujeres que han sufrido violencia se conoce como 
datos provenientes de los servicios. Comprende registros provenientes de centros de 
salud, comisarías y tribunales, servicios públicos como los de vivienda y asistencia 
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social y albergues y otros servicios de apoyo para las personas sobrevivientes de la 
violencia. Otros servicios de apoyo son, por ejemplo, las asociaciones de mujeres 
abogadas, los servicios de asistencia letrada y las organizaciones de promoción. Los 
datos provenientes de los servicios no pueden utilizarse para medir la prevalencia de 
la violencia en una comunidad, pues en la mayoría de las sociedades muy pocas mu-
jeres que sufren tratos abusivos denuncian la violencia a la policía o a los servicios 
de apoyo, y las que lo hacen tienden a ser las más gravemente lesionadas. Sin em-
bargo, los datos provenientes de los servicios pueden contribuir a comprender cuáles 
son las respuestas de los distintos sectores ante la violencia y hasta dónde llegan a 
satisfacer las necesidades de las mujeres. 

202. Los datos provenientes de los servicios pueden ser utilizados para monitorear 
la cantidad de mujeres que se presentan ante diversos organismos pidiendo ayuda y 
permiten determinar cuántas mujeres han buscado apoyo frente a la violencia en de-
terminadas poblaciones, por ejemplo, las personas que concurren a los servicios de 
atención de la salud. La información sobre la cantidad de mujeres que utilizan de-
terminados servicios a causa de la violencia puede permitir hacer estimaciones de la 
necesidad de tales servicios y de sus costos. También puede utilizarse para cuantifi-
car la necesidad de capacitación de los encargados de la prestación de servicios, en 
particular los profesionales médicos y del sistema de justicia penal. 

203. Los datos provenientes de los servicios también pueden contribuir a la evalua-
ción de la respuesta de los organismos a los que las mujeres se dirigen en procura de 
ayuda. Es importante saber, por ejemplo, cómo responde la policía cuando una mu-
jer denuncia un acto de violencia. ¿Se investiga el caso, se hacen detenciones y se 
presentan cargos ante los tribunales? También se necesitan los datos provenientes de 
la policía y los tribunales para evaluar y formular leyes, políticas y procedimientos 
para dar respuesta a la violencia. 

204. Asimismo es necesario obtener información sobe la existencia de servicios, 
como albergues o refugios y otras formas de apoyo para las mujeres que han sido 
sometidas a la violencia a fin de evaluar la respuesta de la sociedad ante el proble-
ma. Además, esa información brinda un importante contexto para analizar las canti-
dades de mujeres que se presentan a pedir ayuda. Por ejemplo, la mayor disponibili-
dad de servicios puede explicar el incremento de la cantidad de personas que solici-
tan ayuda. Al mismo tiempo, el hecho de que sean pocas las mujeres que utilizan los 
albergues u otros servicios no debe interpretarse como un bajo nivel de demanda o 
necesidad en las zonas en las que existen pocos servicios de esa índole. Más bien 
indica la existencia de obstáculos que impiden que las mujeres soliciten los servi-
cios. 

a) Servicios de salud 

205. Las mujeres que han sido tomadas como blanco de la violencia pueden ser de-
tectadas en los servicios de atención de la salud cuando solicitan tratamiento, aten-
ción y apoyo. Sin embargo, es frecuente que las mujeres no revelen que han sufrido 
violencia, aun cuando ésta sea la causa profunda de su visita al servicio de atención 
de la salud. Una forma de incrementar la cantidad de revelaciones consiste en hacer 
una averiguación rutinaria sobre la violencia. Sin embargo, cuando se hace esa ave-
riguación rutinaria, el servicio de salud debe tener la capacidad de responder ade-
cuadamente y hacer las remisiones necesarias, así como de registrar, analizar y co-
municar los datos. 
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206. Hay importantes discrepancias acerca de si los trabajadores de la salud que de-
tectan víctimas de la violencia deben estar obligados a denunciar los casos al siste-
ma de justicia penal (comunicación obligatoria). Muchos trabajadores de la salud 
consideran que se trata de una violación de la privacidad y la confidencialidad y 
puede determinar que se reduzca la cantidad de revelaciones y se incremente el ries-
go para las mujeres. Los trabajadores de la salud también han planteado preocupa-
ciones éticas acerca de la identificación rutinaria de las mujeres que necesitan ayuda 
cuando el sistema de atención de la salud no tiene capacidad para brindar una asis-
tencia adecuada. 

207. La reunión rutinaria de datos sobre determinadas consecuencias para la salud 
relacionadas con la violencia, como las lesiones o la muerte por homicidio, brindan 
la posibilidad de realizar un monitoreo de las tendencias de la violencia contra la 
mujer, en particular la violencia dentro de la pareja y la agresión sexual cometida 
por la pareja o por otros infractores. 

b) Sectores de justicia penal y civil 

208. La reunión de estadísticas puede llevarse a cabo de manera más sistemática en 
los sectores de justicia penal y civil que en otros sectores. La policía es frecuente-
mente la fuente primaria de información sobre los homicidios dentro de la pareja y 
otros tipos de feminicidio. El sector de justicia penal tiene potencial para reunir in-
formación sobre las víctimas y los infractores y para detectar la reiteración de la vic-
timización y de las infracciones. Como dichos sectores operan sobre la base de un 
código jurídico, es posible organizar los datos por secciones del código penal. Sin 
embargo, en la mayoría de los países no es posible obtener un panorama completo 
de la magnitud de la violencia contra la mujer, porque las estadísticas no están des-
glosadas según el sexo de la víctima y no describen las relaciones entre la víctima y 
el infractor. Algunos países tienen leyes especiales sobre la violencia doméstica, 
mientras que otros encuadran a la violencia doméstica en las normas relativas a la 
agresión, las lesiones personales graves, la agresión sexual, el acecho, el homicidio 
y otros delitos. Incluso dentro de un mismo país, diferentes ministerios pueden re-
gistrar el mismo delito de manera diferente, a la luz de sus distintas competencias, 
como el ministerio de justicia y el ministerio de salud pública. 

209. Si bien los casos que llegan a los tribunales penales representan una muestra 
muy pequeña y no representativa de los casos de violencia contra la mujer, las esta-
dísticas judiciales son importantes. Pueden hacer un aporte a la comprensión de la 
respuesta del sistema de justicia penal ante la violencia contra la mujer. En particu-
lar, se puede evaluar la eficacia de las leyes y sanciones destinadas a proteger a las 
mujeres utilizando las estadísticas de reincidencia. Sin embargo, en numerosos paí-
ses no hay una adecuada retroinformación de los tribunales al ministerio de justicia. 

210. Las mujeres que escapan de la violencia doméstica también utilizan los recur-
sos de derecho civil. En algunos países se pueden obtener interdictos civiles, tam-
bién denominados órdenes de protección, fianzas de paz, órdenes de alejamiento u 
órdenes relativas a la violencia doméstica, mediante los cuales se prohíbe a los 
compañeros violentos entrar en contacto con la víctima. Pueden comprender otras 
condiciones, por ejemplo, la prohibición del uso de drogas o alcohol o de la pose-
sión de armas. Otros tipos de interdictos permiten obligar al compañero violento a 
salir del hogar. Es necesario reunir más datos para determinar el grado de eficacia 
de esas medidas y el grado de accesibilidad para las mujeres que las necesitan. 
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c) Otros servicios 

211. La mayoría de los organismos públicos que prestan servicios a las mujeres víc-
timas/sobrevivientes de la violencia llevan rutinariamente algunas estadísticas sobre 
el uso de sus servicios. La calidad y la cantidad de los datos reunidos es muy varia-
ble, tanto en general como en lo tocante a la violencia contra la mujer. Entre dichos 
servicios figuran los organismos públicos que prestan servicios de vivienda, bienes-
tar infantil y otros servicios sociales. 

212. Diversos servicios de apoyo, por lo común dirigidos por organizaciones no gu-
bernamentales, a veces con el apoyo de fondos públicos, también reúnen informa-
ción sobre la extensión y la naturaleza de la violencia contra las mujeres que acuden 
a ellas en procura de ayuda. Entre dichos servicios figuran los albergues y refugios, 
las líneas telefónicas de asesoramiento y las actividades de promoción y los servi-
cios de apoyo conexos. A veces también reúnen información las asociaciones de 
mujeres abogadas y los servicios de asistencia letrada. La información reunida por 
servicios de este tipo es particularmente pertinente para las investigaciones cualita-
tivas. Sin embargo, los archivos varían considerablemente en lo tocante al tipo y la 
calidad de la información reunida. 
 

2.  Lagunas y problemas en materia de datos sobre la violencia 
contra la mujer provenientes de los servicios 

213. La existencia y la calidad de los datos provenientes de los servicios es suma-
mente variable. En algunos países, en particular en Europa y América del Norte, se 
dispone de información de una amplia gama de fuentes, pero no siempre se compila 
o se difunde,. En otros países, en particular los de recursos limitados, los obstáculos 
para la reunión de datos sobre la violencia contra la mujer provenientes de los servi-
cios son mucho mayores. 

214. En general, los organismos de servicios no tienen como cometido principal el 
de reunir datos y con frecuencia los datos que pueden obtenerse de dichos organis-
mos no han sido reunidos de manera sistemática. La calidad de los datos puede ser 
mala, no uniforme a lo largo del tiempo y no totalmente representativa. Un proble-
ma común es el doble cómputo, por el cual las mujeres que solicitan reiteradamente 
servicios de un mismo organismo o de más de un organismo son contadas más de 
una vez. Esos problemas son en gran medida consecuencia de una capacitación insu-
ficiente, de la falta de recursos y de la mala coordinación entre organismos. 

215. Los problemas con las estadísticas provenientes de los servicios se agravan 
cuando los servicios sociales son escasos o inexistentes o cuando la policía o la so-
ciedad en general hacen en gran medida caso omiso de la violencia contra la mujer. 
En las sociedades en las cuales recae un fuerte estigma sobre las vícti-
mas/sobrevivientes de la violencia doméstica o la violencia sexual, éstas tienen re-
nuencia en presentarse a solicitar apoyo. Como resultado de ello, es muy variable el 
grado de disponibilidad de las estadísticas provenientes de los servicios a nivel na-
cional. A fin de mejorar la reunión de datos en esta esfera, es necesario mejorar pa-
ralelamente la cantidad y la calidad de los servicios para las víctimas/sobrevivientes 
de la violencia, así como reducir el estigma y la discriminación de que son objeto. 
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3. Reunión de datos cualitativos 

216. El principal inconveniente de las encuestas basadas en la población y los datos 
provenientes de los servicios es que la información que brindan suele ser bastante 
limitada – una encuesta puede indicar cuántas mujeres han sufrido violencia o cuán-
tas han denunciado actos de violencia a la policía, pero puede brindar poca informa-
ción, o ninguna, sobre cómo experimentan las mujeres la violencia, sobre el contex-
to cultural de la violencia o sobre los obstáculos con que tropiezan las mujeres 
cuando procuran acceder a la justicia. En contraste con los métodos de investigación 
cuantitativos, que producen información que puede ser presentada numéricamente, 
los métodos cualitativos reúnen información que se presenta principalmente median-
te narraciones, citas textuales, descripciones, listas y estudios de casos. 

217. Los métodos cualitativos son necesarios para complementar las encuestas 
cuantitativas, por ejemplo, para comprender las complejidades y matices de las ex-
periencias desde el punto de vista del entrevistado. Los métodos cualitativos pueden 
ser utilizados para estudios a fondo, así como para evaluaciones rápidas, y son parti-
cularmente apropiados para las investigaciones exploratorias o para cuando una 
cuestión se está estudiando por primera vez. Además, las comprobaciones de las in-
vestigaciones cualitativas son útiles para evaluar las necesidades y limitaciones de 
las mujeres y las necesidades de la comunidad, para diseñar campañas de preven-
ción, para planificar y evaluar las intervenciones y para lograr el compromiso de los 
actores comunitarios mediante investigaciones participativas. 

218. Cuando las investigaciones cualitativas se llevan a cabo para fortalecer pro-
gramas locales, el proceso de realización de las investigaciones puede poner en mar-
cha un debate público acerca de la violencia contra la mujer y abrir un diálogo con 
actores institucionales claves. Por ejemplo, la Organización Panamericana de la Sa-
lud realizó un estudio en 10 países de América Latina que utilizaban métodos cuali-
tativos para comprender qué les sucedía a las mujeres afectadas por la violencia en 
la familia cuando decidían solicitar asistencia221. En el estudio se preguntó: ¿A 
quién se dirige la mujer para buscar ayuda? ¿Qué tipos de actitudes y respuestas en-
cuentra en los actores institucionales? ¿Qué factores la motivan para actuar o la in-
hiben de actuar? Los resultados del estudio y el proceso de difusión funcionaron 
como eficaz punto de entrada para formular intervenciones comunitarias coordina-
das contra la violencia doméstica en 25 comunidades piloto en toda América Lati-
na222. 

219. En otro ejemplo, en el campamento de refugiados de Dadaab, en Kenya, se 
usaron métodos de investigación participativa, como los grupos de discusión, para 
investigar denuncias de incremento de los casos de violencia sexual y determinar 
posibles intervenciones. En el estudio se comprobó que la mayoría de las violacio-
nes tenía lugar cuando las mujeres salían del campamento para buscar leña. Como 
resultado de ello, se tomaron medidas prácticas para dar a las mujeres una mayor 
protección cuando fueran a recoger leña223. 
 

4. Investigación de evaluación 

220. La cantidad y la amplitud de las intervenciones encaminadas a hacer frente a la 
violencia contra la mujer han tenido un gran incremento en el último decenio, pero 
no se ha llevado a cabo una evaluación rigurosa para detectar las prácticas más efi-
caces. Son muy pocos los estudios que han evaluado la incidencia en la seguridad y 
el bienestar de las mujeres de medidas tales como las órdenes de protección, la de-
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tención preceptiva y los programas de tratamiento para los infractores. Se considera 
que los ensayos aleatorizados de control son la forma más rigurosa de comparar la 
eficacia de una intervención respecto de otra. Sin embargo, es muy raro que se utili-
ce este método para evaluar las intervenciones encaminadas a prevenir la violencia 
contra la mujer y garantizar la seguridad de las mujeres, en parte por consideracio-
nes éticas. Al no disponerse de datos confiables, puede ocurrir que se desperdicien 
recursos escasos en programas que tienen una incidencia limitada, cosa que hace ur-
gentemente prioritario invertir en la evaluación de los programas224. 
 
 

 D. Formas de violencia contra la mujer insuficientemente 
documentadas 
 
 

221. Si bien es necesario fortalecer la base de conocimientos acerca de todas las 
formas de violencia contra la mujer, se han logrado algunos progresos en lo tocante 
a la documentación de algunas de las formas más comunes, en particular la violen-
cia dentro de la pareja, la violencia sexual, la ablación o mutilación genital feme-
nina y el abuso sexual de los niños. Sin embargo, aún quedan numerosas formas de 
violencia que en gran medida no están documentadas. Algunas formas pueden afec-
tar globalmente a una cantidad relativamente pequeña de mujeres, pero tienen un 
efecto devastador para las mujeres afectadas. Algunas formas pueden ser nuevas o 
haber sido reconocidas recientemente. Se están llevando a cabo esfuerzos por mejo-
rar la calidad de la reunión de datos, pero en algunos casos es necesario elaborar 
nuevos métodos a fin de comprender adecuadamente la extensión y la dinámica de 
esas formas de violencia insuficientemente documentadas. 

222. Son formas de violencia contra la mujer insuficientemente documentadas el 
feminicidio; la violencia sexual contra la mujer en los conflictos armados y las si-
tuaciones posteriores a los conflictos; la trata de mujeres con fines de explotación 
sexual y de otra índole; las prácticas tradicionales nocivas (distintas de la ablación o 
mutilación genital femenina); la selección prenatal del sexo y el abandono de las ni-
ñas recién nacidas; el matrimonio forzado; el matrimonio precoz; el arrojamiento de 
ácido, la violencia relacionada con la dote o el “honor”; el acecho; el acoso sexual y 
la violencia en situaciones de privación de libertad, en los lugares de trabajo y en las 
instituciones educacionales, y la violencia económica. También lo es la violencia 
contra determinados grupos de mujeres, por ejemplo, las integrantes de minorías ét-
nicas, las mujeres con discapacidades, las mujeres migrantes y las mujeres indocu-
mentadas. Algunas de esas formas no eran generalmente reconocidas como formas 
de violencia contra la mujer antes de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, 
celebrada en Beijing en 1995. Muchas de esas formas de violencia podrían contem-
plarse en las encuestas basadas en la población – por ejemplo, en el estudio multipa-
ís de la OMS sobre la violencia doméstica se pide información detallada acerca de 
cuestiones tales como la edad y las circunstancias en que se contrajo el matrimonio, 
el tipo de ceremonia que se celebró y si hubo intercambio de dinero. A continuación 
se examinan las consecuencias para la reunión de datos en relación con algunas 
formas de violencia. 
 

1. Feminicidio 

223. En algunos estudios recientes sobre el feminicidio se comprobó que las carac-
terísticas de los asesinatos de mujeres son muy diferentes de las de los asesinatos de 
hombres y frecuentemente comprenden aspectos de violencia doméstica, celos ex-
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tremos y posesividad o pasión, litigios sobre la dote o cuestiones de “honor”. Ade-
más, frecuentemente están acompañados por violencia sexual, como ocurre en las 
elevadas tasas de asesinatos de mujeres denunciadas recientemente en partes de 
México y Guatemala225. 

224. Los estudios sobre el feminicidio se han basado principalmente en los expe-
dientes proporcionados por la policía, los tribunales o los médicos forenses. Dichos 
expedientes se han empleado para determinar las relaciones entre la víctima y el in-
fractor (por ejemplo, parejas, miembros de la familia o parientes políticos o extra-
ños) y las circunstancias de la muerte (por ejemplo, la causa de muerte y el lugar en 
que ocurrió)226. Algunos países categorizan separadamente a los llamados homici-
dios por “honor” o los asesinatos relacionados con la dote, cosa que permite que los 
investigadores examinen los factores de riesgo y la dinámica de esos homicidios. 
Sin embargo, por lo general se considera que una gran cantidad de tales delitos no 
son objeto de denuncia227. 

225. En la mayoría de los países los datos policiales y forenses sobre los homicidios 
son incompletos, y frecuentemente no brindan una información básica acerca de las 
circunstancias de la muerte o la relación entre la víctima y el infractor. En numero-
sos países los datos sobre los homicidios ni siquiera se desagregan por sexo de la 
víctima. Los investigadores han utilizado métodos innovadores, como las “autopsias 
verbales”, que consisten en entrevistas con las personas próximas a la víctima, para 
determinar las circunstancias de las muertes y averiguar cómo podrían haber sido 
evitadas228. En Sudáfrica, los investigadores abordaron la  insuficiente documenta-
ción del feminicidio en los expedientes policiales examinando documentos de diver-
sas fuentes, entre ellas, funerarias privadas229. 
 

2. Violencia sexual contra la mujer en los conflictos armados 
y las situaciones posteriores a los conflictos 

226. Las violaciones durante la guerra han sido un hecho generalizado durante si-
glos, pero sólo recientemente han sido reconocidas como una importante cuestión de 
derechos humanos. La obtención de datos confiables sobre la extensión de la violen-
cia sexual en las guerras y las crisis humanitarias es particularmente difícil precisa-
mente a causa de las circunstancias caóticas y de los constantes movimientos de las 
poblaciones, así como por motivos de seguridad. Además, muchas mujeres tienen 
renuencia en revelar las violaciones, aunque sea para buscar apoyo u obtener justi-
cia, ya sea por temor a nuevas represalias o por el estigma asociado con la violencia 
sexual. 

227. La mayoría de los datos disponibles sobre la violencia sexual en los conflictos 
provienen de estudios de casos o entrevistas con víctimas/sobrevivientes. Sólo en 
algunos países – entre ellos, Colombia, Liberia, Rwanda, Sierra Leona y Timor Les-
te – se han realizado encuestas basadas en la población, en campamentos de refu-
giados o en otros escenarios posteriores a conflictos230. Se necesita urgentemente 
llevar a cabo un examen de la violencia sexual en los conflictos y las situaciones 
posteriores a los conflictos, teniendo debidamente en cuenta las consideraciones éti-
cas y de seguridad, a fin de establecer medidas de prevención y servicios de repara-
ción más eficaces. 

228. Entre 2000 y 2004, el Consorcio para el Cuidado de la Salud Reproductiva en 
los Conflictos promovió una iniciativa mundial sobre la violencia por motivos de 
género. Uno de sus resultados fue una evaluación cualitativa de dicha violencia en 
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escenarios de conflicto. El Consorcio también elaboró instrumentos para medir la 
prevalencia de la violencia sexual entre las poblaciones de refugiados y desplazados 
internos y otras poblaciones afectadas por los conflictos231. La publicación Gender-
based Violence Tools Manual for Assessment and Program Design, Monitoring and 
Evaluation contiene una serie de instrumentos y técnicas de evaluación cualitativa y 
un borrador de trabajo de una encuesta estandarizada basada en la población para 
medir las múltiples formas de violencia por motivos de género en escenarios afecta-
dos por conflictos en todo el mundo. Hasta la fecha se ha aplicado experimental-
mente en cuatro países. 
 

3. Trata de mujeres y niñas232 

229. Es notorio que las estadísticas existentes en esta esfera no son confiables. Nu-
merosos países no tienen leyes sobre la trata, o tienen leyes inadecuadas. Incluso 
donde hay leyes vigentes, pocos tratantes son enjuiciados con éxito. Es frecuente 
que no exista un organismo centralizado que reúna datos sobre la trata de seres hu-
manos. Las estadísticas pueden provenir de informes de distintos organismos guber-
namentales, de organizaciones no gubernamentales, de los medios de comunicación 
o de organizaciones internacionales o regionales, pero es raro que esas fuentes de 
datos estén vinculadas entre sí, y frecuentemente no son comparables. 

230. Las mujeres objeto de la trata rara vez denuncian su situación a las autorida-
des, y en caso de que sean descubiertas y rescatadas suelen no estar dispuestas a co-
operar con los agentes de la ley. Las razones para ello son las siguientes: el miedo a 
las represalias de los tratantes; la falta de confianza en las autoridades; la creencia 
de que las autoridades no pueden ayudarlas, o de que no lo harán; el rechazo de sus 
familias, y la falta de oportunidades en sus países de origen. Algunas mujeres objeto 
de la trata pueden no considerarse explotadas, en particular si están obteniendo más 
ingresos que los que podrían obtener en sus propios países. 

231. La OIM, en un examen de la trata de mujeres en toda Europa, llegó a la con-
clusión de que era “imposible producir estimaciones exactas de la trata de mujeres 
con algún nivel de precisión233.” La mayoría de las estimaciones sobre la trata son 
difíciles de comparar o verificar porque rara vez se proporciona la metodología con 
que se calcularon las estimaciones, y frecuentemente no está clara la cobertura de 
las estimaciones234. A menudo hay una gran disparidad entre las estimaciones, algu-
nas de las cuales son 10 veces más elevada que otras. 

232. En lo tocante a la trata, varias iniciativas regionales y nacionales han comen-
zado a elaborar bases de datos comprensivas para brindar información sobre las ru-
tas, las fuentes y los países de tránsito y de destino de la trata internacional, y sobre 
las cantidades de víctimas de la trata y los tratantes235. 
 

4. Acoso sexual y violencia en los lugares de trabajo y las escuelas 

233. La principal fuente de información sobre el acoso sexual en el lugar de trabajo 
en la mayoría de países es el ministerio o la oficina nacional del trabajo que tramita 
las denuncias contra los empleadores. En los países que carecen de leyes sobre el 
acoso sexual, virtualmente no hay archivos acerca de su extensión. Cualquiera sea el 
procedimiento de reunión de datos, es probable que la cantidad real de mujeres que 
son objeto de acoso sexual sea muy superior a la cantidad de casos denunciados. 
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234. En muchos países industrializados se han realizado encuestas para estimar la 
proporción de personas que han sufrido acoso en los lugares de trabajo o en escena-
rios educacionales. En los países en desarrollo, si bien se reconoce que el acoso es 
un grave problema, la mayor parte de la información es anecdótica o proviene de in-
vestigaciones cualitativas, y se sabe poco acerca de la magnitud del problema. Sólo 
en unos pocos estudios, la mayoría de ellos realizados en África, se ha medido la 
prevalencia de la violencia contra las niñas en las escuelas en muestras representati-
vas de estudiantes236. 

5. Violencia en marcos institucionales y establecimientos penitenciarios 

235. Si bien hay información anecdótica, se dispone de pocos datos acerca de la 
violencia contra la mujer en los establecimientos de salud237, en particular los esta-
blecimientos de salud mental. Análogamente, la información acerca de la violencia 
contra la mujer en las prisiones, centros de detención y otros establecimientos peni-
tenciarios no es de fácil acceso. Tal información debería ser reunida principalmente 
por los ministerios de salud pública y justicia, así como por instituciones indepen-
dientes de investigación. 
 
 

 E. Indicadores de la violencia contra la mujer 
 
 

236. Los gobernantes y los activistas han exhortado a los Estados, a los organismos 
intergubernamentales y a otros organismos a que elaboren un conjunto de indicado-
res internacionales sobre la violencia contra la mujer. Dichos indicadores son nece-
sarios para tres fines principales: 

a) Para persuadir a los gobernantes de la necesidad de tomar medidas para 
hacer frente a la violencia contra la mujer: las pruebas más concluyentes se han ba-
sado en encuestas de hogares que miden la extensión y las características de las dis-
tintas formas de violencia contra la mujer. En todo el mundo hay numerosos ejem-
plos en los cuales la presentación de datos sobre la violencia contra la mujer obteni-
dos en las encuestas ha galvanizado la voluntad política y ha impulsado reformas de 
la legislación y las políticas; 

b) Para medir el acceso a los servicios prestados a los sobrevivientes de la 
violencia y la calidad de dichos servicios: esta información proviene por lo general 
de los registros administrativos del sistema de justicia penal, de los servicios de sa-
lud y los servicios sociales o de las organizaciones no gubernamentales que prestan 
servicios a sobrevivientes de la violencia o de las investigaciones sobre las percep-
ciones de las mujeres y el uso de servicios. Las investigaciones de evaluación, que 
utilizan métodos cualitativos y cuantitativos, son fundamentales para determinar la 
eficacia de los programas; 

c) Para monitorear los progresos de los Estados en el cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales de hacer frente a la violencia contra la mujer: los indi-
cadores pertinentes medirían los efectos de las políticas por medio de los cambios 
en la prevalencia y la incidencia de la violencia, los progresos en la implantación de 
reformas de la legislación y las políticas, la disponibilidad de servicios y las consig-
naciones presupuestarias destinadas a hacer frente a la violencia contra la mujer. 

237. Aún no hay consenso acerca del mejor enfoque de la medición del acaecimien-
to de casos de violencia contra la mujer a nivel mundial, aunque se han hecho varias 
propuestas para establecer un conjunto de indicadores internacionales238. Se ha invi-
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tado a la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y conse-
cuencias a que formule propuestas de tales indicadores239. El Equipo de Tareas del 
Proyecto del Milenio sobre la educación primaria y la igualdad entre hombres y mu-
jeres (Equipo de Tareas 3) propuso un indicador de la violencia contra la mujer a fin 
de monitorear el progreso mundial en el logro del objetivo de desarrollo del Milenio 
de obtener la “igualdad entre los géneros” y el “empoderamiento de la mujer”240. 

238. También se ha propuesto que se incluya un indicador de la violencia contra la 
mujer en un índice compuesto de las dimensiones de igualdad de género del desarro-
llo humano, como el índice de desarrollo humano ajustado por género o el índice de 
potenciación de la mujer241. Este enfoque pondría de relieve la cuestión de la vio-
lencia contra la mujer como una dimensión crítica del empoderamiento de la mujer 
y la colocaría en el contexto general del desarrollo humano. La inclusión de la vio-
lencia contra la mujer como parte de un índice compuesto también alentaría a los 
gobiernos a reunir datos sobre la cuestión. 

239. Para un índice compuesto se debe seleccionar un indicador único que sea a la 
vez simple y fácil de interpretar y respecto del cual se disponga de datos sólidos y 
comparables. También debe ser posible medir los cambios de la situación en un 
marco temporal de mediano a largo plazo. Hasta la fecha, el indicador más general-
mente disponible es la prevalencia de la violencia física infligida por la pareja, que 
se define como la proporción de mujeres que alguna vez hayan estado en pareja que 
hayan sufrido tal violencia dentro de los últimos 12 meses o en toda su vida. Hay un 
consenso bastante general entre los investigadores acerca de la forma de medir la 
violencia física infligida por la pareja, y actualmente se incluye en la mayoría de las 
encuestas sobre la violencia contra la mujer. A los efectos de la elaboración de polí-
ticas, se necesitan otros indicadores, como la prevalencia de la violencia en toda la 
vida, la cantidad, frecuencia y gravedad de los incidentes de violencia, y la preva-
lencia de otras formas de violencia, como la violencia sexual y emocional. Si se in-
virtieran recursos suficientes y se hicieran los esfuerzos necesarios, en un plazo de 
cinco a siete años se podría formar para la mayoría de países una base de datos in-
ternacionalmente comparable que indicara las estimaciones de la prevalencia de la 
violencia física infligida por la pareja en 12 meses. 
 
 

 F. Mejoramiento de la reunión de datos sobre la violencia 
contra la mujer 
 
 

240. Es urgentemente necesario fortalecer la base de conocimientos sobre todas las 
formas de violencia contra la mujer a fin de dar información para la elaboración de 
políticas y estrategias. En la reunión del grupo de expertas sobre los desafíos y las 
lagunas en materia de reunión de datos sobre la violencia contra la mujer se elaboró 
un conjunto detallado de recomendaciones para mejorar la reunión de datos242. El 
grupo de expertas puso de relieve la obligación de los Estados de asegurar la reu-
nión y publicación sistemáticas de datos, inclusive mediante el apoyo a las organi-
zaciones no gubernamentales, los académicos y otros actores dedicados a la investi-
gación. Los organismos nacionales de estadística y los ministerios competentes, co-
mo los de salud pública o justicia, tienen un importante papel que desempeñar en el 
establecimiento de estándares técnicos y éticos y el logro de la congruencia de los 
conceptos, la regularidad de la reunión de datos y la difusión amplia y oportuna de 
los datos. Los mecanismos gubernamentales nacionales para el adelanto de la mujer 
deben estar estrechamente asociados a dichos esfuerzos. 
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241. Como la comprensión internacional acerca de lo que constituye violencia co-
ntra la mujer sigue en evolución, las definiciones operacionales deben seguir siendo 
flexibles. Se debe fortalecer la colaboración entre los productores y los usuarios de 
los datos haciendo que los usuarios participen en el desarrollo y la ejecución de la 
reunión de datos. La reunión de datos sobre la violencia contra la mujer debe ser re-
alizada en consulta con una amplia gama de interesados, en particular los proveedo-
res de datos, los promotores de la causa de la mujer y los organismos que prestan 
servicios a las mujeres, los gobernantes, los legisladores y los investigadores. 
 
 

 VI. La obligación del Estado de hacer frente a la 
violencia contra la mujer 
 
 

 A. Introducción  
 

242. La presente sección se funda en la sección II, en la cual se expone sintética-
mente el surgimiento de la violencia contra la mujer como cuestión de derechos 
humanos y la comprensión común de la obligación de los Estados de prevenir y res-
ponder a dicha violencia. En la presente sección se expone más detalladamente el 
contenido de dicha obligación y su aplicación a nivel nacional. 

243. Los tratados sobre derechos humanos, igualmente aplicables a las mujeres y 
los hombres, establecen una serie de derechos que tienen importancia capital para la 
protección de las mujeres contra la violencia (véase el recuadro 5). Se trata de los 
derechos a la vida, la libertad y la seguridad de la persona; a no estar sujeto a tortu-
ras ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; a no estar sujeto a esclavi-
tud ni servidumbre; a la igual protección de las leyes; a la igualdad en el matrimonio 
y las relaciones de familia; a un nivel de vida adecuado; a condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias, y al más alto nivel posible de salud física y mental243. 

244. El Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas so-
bre la Delincuencia Organizada Transnacional, apoya las medidas encaminadas a 
prevenir y reprimir la trata, a proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata y a pro-
mover la cooperación entre los Estados partes. 

245. El derecho internacional humanitario es de capital importancia para la protec-
ción de las mujeres y las niñas durante los conflictos armados y el derecho penal in-
ternacional y el principio de la jurisdicción universal pueden abrir una vía para dar a 
las mujeres una reparación por los crímenes cometidos contra ellas en las guerras y 
otras situaciones de conflicto y persecución244. Los instrumentos internacionales so-
bre el derecho de los refugiados, en particular la Convención de 1951 relativa al Es-
tatuto de los Refugiados y su Protocolo de 1967, brindan protección a las mujeres 
refugiadas. 

246. Los derechos de las mujeres se detallan específicamente en tratados interna-
cionales y regionales, en particular la Convención para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer. El Protocolo Facultativo de la Conven-
ción, en vigor desde el año 2000, establece un procedimiento de denuncias indivi-
duales, así como un procedimiento de investigación. Ambos procedimientos ya han 
sido utilizados para hacer efectiva la responsabilidad de los Estados por la violencia 
contra la mujer. 
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247. Si bien la Convención no se refiere expresamente a la violencia contra la mujer 
(véase la sección II), el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer ha expresado claramente que la violencia por motivos de género puede con-
travenir disposiciones de la Convención, sin tener en cuenta si dichas disposiciones 
se refieren expresamente a la violencia. La Convención obliga “a los Estados Partes 
a proteger a la mujer contra cualquier tipo de violencia que se produzca en la fami-
lia, en el trabajo o en cualquier otro ámbito de la vida social”245. La protección del 
derecho de las mujeres a verse libres de violencia con arreglo a la Convención es 
confirmada por la práctica de los Estados partes que incluyen información sobre la 
violencia contra la mujer en los informes que presentan al Comité, que por su parte 
incluye esta cuestión en sus observaciones finales. 

248. La Convención de Belém do Pará es el único tratado dirigido exclusivamente a 
eliminar la violencia contra la mujer y frecuentemente ha sido citada como modelo 
para un tratado vinculante sobre la violencia contra la mujer. El Protocolo a la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos relativo a los derechos de la mujer 
en África se refiere a la violencia contra la mujer en muchas de sus disposiciones. 
En el Asia meridional, los Estados han acordado la Convención de la Asociación del 
Asia Meridional para la Cooperación Regional sobre la prevención y la lucha contra 
la trata de mujeres y niños con fines de prostitución y la Declaración de Dhaka para 
la eliminación de la violencia contra la mujer en el Asia meridional. Las disposicio-
nes del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Liber-
tades Fundamentales también se han aplicado en casos relativos a la violencia contra 
la mujer. 

249. Completa el marco jurídico internacional una vasta serie de instrumentos de 
políticas que imparten una detallada orientación para la adopción de medidas enca-
minadas a hacer frente a la violencia contra la mujer. Entre ellos figuran las declara-
ciones y resoluciones aprobadas por los órganos de las Naciones Unidas y documen-
tos emanados de Conferencias y cumbres de las Naciones Unidas (véase el recua-
dro 5). 

250. Los órganos de derechos humanos creados por tratados con el fin de monito-
rear la aplicación de dichos tratados – el Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer, el Comité de Derechos Humanos, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción Racial, el Comité de los Derechos del Niño, el Comité contra la Tortura y el 
Comité de protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares – se ocupan de la violencia contra la mujer en relación con el goce de los 
derechos protegidos por los respectivos tratados. Los órganos creados por tratados 
se ocupan de las causas estructurales de la violencia contra la mujer y clarifican las 
obligaciones de los Estados de enfrentar y prevenir todas las formas de violencia 
contra la mujer en sus recomendaciones generales y observaciones finales y en su 
labor relacionada con las denuncias individuales y los procedimientos de investiga-
ción. Otros mecanismos de las Naciones Unidas, en particular la Relatora Especial 
sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, contribuyen a la 
comprensión de la obligación de los Estados de prevenir y eliminar la violencia co-
ntra la mujer. 

251. Hay un creciente acervo de jurisprudencia sobre la violencia contra la mujer en 
los niveles internacional y regional. En particular, los sistemas europeo e interame-
ricano de derechos humanos y los tribunales penales internacionales han establecido 
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un derecho jurisprudencial (véase el recuadro 9). Sus decisiones establecen impor-
tantes precedentes sobre la aplicabilidad del derecho internacional a la responsabili-
dad del Estado y de los individuos en relación con la violencia contra la mujer. 

252. En los distintos países también ha habido nuevas concepciones legislativas y 
judiciales que han desarrollado las normas sobre la responsabilidad del Estado de-
ntro de los contextos nacionales. Por ejemplo, la Corte Constitucional de Sudáfrica 
ha decidido que el Estado tiene un deber impuesto por el derecho internacional de 
proteger a las mujeres de la discriminación por motivos de género, en particular de 
la violencia que tenga la finalidad o el efecto de perturbar el goce de los derechos 
humanos por parte de las mujeres246. 

253. La aplicación de las normas y estándares internacionales sobre la violencia co-
ntra la mujer hace necesario que en el plano nacional se adopten medidas compren-
sivas de carácter jurídico, de políticas y de otra índole, con la participación de nu-
merosos interesados. Lo dicho se aplica a todos los niveles del Estado – federal, de 
los estados miembros, provincial y local – y a todos los órganos del gobierno, en 
particular los poderes judicial, legislativo y ejecutivo. Para lograr un enfoque eficaz 
de la lucha contra dicha violencia es vital que haya colaboración y coordinación en-
tre todos los interesados, inclusive los gobiernos, las organizaciones no guberna-
mentales y las organizaciones de la sociedad civil (véase la sección VII).  
 

Recuadro 10 
Ejemplos de jurisprudencia internacional y regional sobre la violencia 
contra la mujer 

Jurisprudencia internacional 

• Kisoki c. Suecia, comunicación N° 41/1996 (A/51/44), Comité contra la Tor-
tura 

• El Fiscal c. Jean-Paul Akayesu, caso N° ICTR-96-4-T-2, 1998, Tribunal Pe-
nal Internacional para Rwanda 

• El Fiscal c. Dragoljub Kunarac, Radomir Kovac y Zoran Vukovic, caso N° 
IT-96-23&23/1, 2002, Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia 

• Karen Noelia Llantoy Huamán c. Perú, comunicación N° 1153/2003, Comité 
de Derechos Humanos 

• AT c. Hungría, comunicación N° 2/2003, 2005, Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer 

• Investigación con arreglo al artículo 8 del Protocolo Facultativo de la Con-
vención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer sobre México y respuesta del Gobierno de Méxicoa, 2005, Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 

Jurisprudencia regional 

• Airey c. Irlanda, Tribunal Europeo de Derechos Humanos 6289/73, 1979 

• X e Y c. los Países Bajos, Tribunal Europeo de Derechos Humanos 8978/80, 
1985 
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• Raquel Martí de Mejía c. Perú, Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, caso 10.970, 1996 

• Aydin c. Turquía, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 23178/94, 1997 

• Ana, Beatriz y Celia Gonzáles Pérez c. México, Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, caso 11.565, N° 53/01, 2000 

• María da Penha Maia Fernandes c. Brasil, Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, caso 12.051, 2001 

• Algür c. Turquía, Tribunal Europeo de Derechos Humanos 32574/96, 2002 

• María Mamérita Mestanza Chávez c. Perú, Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, caso 12.191, 2003 

• MC c. Bulgaria, Tribunal Europeo de Derechos Humanos 39272/98, 2003 
 

Notas 
a Véase CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO. 

 
 

 B. Obligación del Estado 
 
 

254. Actualmente está bien establecido en derecho internacional que la violencia 
contra la mujer es una forma de discriminación contra la mujer y una violación de 
los derechos humanos247. La obligación de los Estados de respetar, proteger, cum-
plir y promover los derechos humanos248 en lo tocante a la violencia contra la mujer 
comprenden la obligación de prevenir, investigar y enjuiciar todas las formas de 
violencia contra las mujeres y protegerlas contra dicha violencia, así como de res-
ponsabilizar a los infractores 249. 

255. Los Estados son responsables con arreglo al derecho internacional de las vio-
laciones de los derechos humanos y los actos de violencia contra la mujer cometidos 
por el Estado o por cualquiera de sus agentes250. Esa responsabilidad surge no sólo 
por las acciones del Estado, sino también por sus omisiones, y por no tomar medidas 
positivas para proteger y promover los derechos251. Los Estados deben abstenerse 
de cometer violaciones de los derechos humanos por conducto de sus propios agen-
tes. También tienen el deber de prevenir las violaciones de los derechos humanos 
cometidas por actores no estatales, investigar las denuncias de violaciones, castigar 
a los infractores y otorgar recursos efectivos a las víctimas. Los Estados son respon-
sables por las acciones de los actores no estatales si omiten actuar con la diligencia 
debida para prevenir, investigar o castigar tales actos y otorgar un recurso efecti-
vo252. 

256. Gran parte de la violencia contra la mujer es cometida por actores privados y 
comprende una amplia gama de personas y entidades, como la pareja y otros miem-
bros de la familia; los conocidos ocasionales y extraños; las instituciones del barrio 
y la comunidad; las bandas delictivas, así como las organizaciones y las empresas 
comerciales. El uso del criterio de la diligencia debida subraya el deber del Estado 
de proteger a las mujeres eficazmente contra dicha violencia. 

257. El criterio de la diligencia debida está articulado en la recomendación general 
N° 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, según la 
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cual “los Estados también pueden ser responsables de actos privados si no adoptan 
medidas con la diligencia debida para impedir la violación de los derechos o para 
investigar y castigar los actos de violencia e indemnizar a las víctimas”, y en ins-
trumentos internacionales y regionales de carácter jurídico y de políticas253, así co-
mo en la jurisprudencia internacional y regional. En Velásquez Rodríguez c. Hondu-
ras254, la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que un Estado debe 
tomar medidas para prevenir las violaciones de los derechos humanos cometidas por 
actores no estatales, investigar las denuncias de violaciones y castigar a los infracto-
res. No se trata de un criterio de responsabilidad objetiva, con arreglo al cual el Es-
tado sería considerado responsable de los actos de violencia contra la mujer inde-
pendientemente de las circunstancias, sino más bien de un criterio de razonabili-
dad255. Está basado en los principios de no discriminación y aplicación de buena 
fe256. Por consiguiente, el criterio de la diligencia debida exige que el Estado actúe 
los medios existentes a su disposición para hacer frente tanto a los distintos actos de 
violencia contra la mujer como a las causas estructurales de modo de prevenir la 
violencia futura257. 

258. Cuando los actores estatales cometen actos de violencia sexual, dicha violencia 
puede constituir tortura. Por ejemplo, la violación de mujeres privadas de libertad 
por agentes del Estado, entre ellos, soldados, policías y guardias carcelarios, ha sido 
reconocida como un acto de tortura. El Comité contra la Tortura comprobó que una 
mujer correría peligro de ser torturada si regresaba al Zaire, donde se denunció que 
había sido violada por las fuerzas de seguridad258. El Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos determinó que el abuso físico y mental de una mujer privada de libertad 
era una violación de su derecho a no ser sometida a torturas o tratos crueles, in-
humanos o degradantes259. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos de-
terminó que cuatro mujeres integrantes de una misma familia que habían sido gol-
peadas y violadas en banda por personal militar de México mientras estaban priva-
das de libertad habían sido torturadas260. 

259. Los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia y Rwanda han de-
terminado que los actos de violencia sexual, en particular la violación, son actos de 
tortura, configuran crímenes contra la humanidad y constituyen un elemento del ge-
nocidio en algunas circunstancias261. El Tribunal para Rwanda ha determinado que 
“[l]os actos de violencia sexual no se limitan a la penetración física en el cuerpo 
humano y pueden comportar actos que no consistan en la penetración o ni siquiera 
entrañen un contacto físico”262. El Tribunal Especial para Sierra Leona incluyó al 
matrimonio forzado en una acusación263. En el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional se establece que la Corte es competente para juzgar a los autores de 
crímenes de violencia sexual, como los de violación, esclavitud sexual, prostitución 
forzada, embarazo forzado, esterilización forzada u otros abusos sexuales de grave-
dad comparable como crímenes contra la humanidad cuando sean cometidos como 
parte de un ataque generalizado o sistemático dirigido contra una población civil264. 

260. El marco internacional de normas jurídicas y de políticas brinda un conjunto 
de criterios para que los Estados tomen medidas encaminadas a prevenir y eliminar 
la violencia contra la mujer. Los diferentes contextos, circunstancias y limitaciones, 
en particular en lo tocante a la disponibilidad de recursos, incidirán en la determina-
ción del tipo de medidas que hayan de adoptarse. La inacción o la adopción de me-
didas inadecuadas configurará una violación del deber del Estado de enfrentar dicha 
violencia. A continuación se dan algunos ejemplos. 
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 C. Medidas encaminadas a hacer frente a la violencia contra la mujer 
 
 

261. Las medidas adoptadas para prevenir la violencia contra la mujer, investigar y 
enjuiciar los actos de violencia y castigar a los infractores y establecer recursos son 
puntos de referencia mediante los cuales los Estados, las organizaciones de mujeres 
y los promotores de la causa de la mujer y los mecanismos de derechos humanos 
pueden evaluar las leyes, programas y políticas nacionales y determinar si cumplen 
con las obligaciones internacionales. Los Estados tienen el deber general de promo-
ver la igualdad de hecho entre las mujeres y los hombres y elaborar y aplicar efecti-
vamente un marco de normas jurídicas y de políticas para proteger y promover ple-
namente los derechos humanos de las mujeres. Ello es particularmente importante 
en los lugares en que las mujeres pueden correr un mayor riesgo de violencia debido 
a los obstáculos que les impiden gozar de derechos tales como los derechos a la vi-
vienda, la educación o el empleo. La obligación de los Estados no se limita a reac-
cionar ante los actos de violencia contra la mujer, sino que también comprende el 
descubrimiento de las pautas de desigualdad que pueden desembocar en actos de 
violencia y la adopción de medidas para corregirlas. 
 

1. Marco jurídico y de políticas 

262. La aceptación de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, su Protocolo Facultativo y otros tratados interna-
cionales pertinentes sobre derechos humanos y el retiro de las reservas que se hayan 
formulado constituyen medidas encaminadas a hacer frente a la violencia contra la 
mujer265. Análogamente, la inclusión del principio de la igualdad de los hombres y 
las mujeres en las constituciones nacionales o normas análogas, en consonancia con 
los estándares internacionales, perfecciona el conjunto de medidas encaminadas a 
hacer frente a la violencia contra la mujer266. Los planes de acción nacionales para 
proteger a las mujeres contra la violencia y mejorar la promoción y protección de 
los derechos humanos de las mujeres forman parte de las medidas de cumplimien-
to267, Los Estados también están obligados a asignar recursos presupuestarios sufi-
cientes para hacer frente a la violencia contra la mujer268. 

263. La obligación de promulgar y poner en práctica normas legislativas contra to-
das las formas de violencia contra la mujer y monitorear su cumplimiento está esta-
blecida en una serie de instrumentos internacionales y regionales269. Fue expuesta 
detalladamente en el caso de AT c. Hungría270, en el cual el Comité para la Elimina-
ción de la Discriminación contra la Mujer determinó que la falta de normas legisla-
tivas específicas de lucha contra la violencia doméstica y el acoso sexual constituían 
una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales, en especial 
del derecho a la seguridad de la persona. En X e Y c. los Países Bajos271, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos determinó que los Países Bajos habían violado sus 
obligaciones en materia de derechos humanos al no haber promulgado normas legis-
lativas penales apropiadas que fueran aplicables a los casos de violación de una jo-
ven con discapacidad mental. 

264. La obligación de examinar y revisar las leyes y políticas vigentes a fin de 
hacer frente a la violencia contra la mujer fue explicitada por la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos en el caso de Maria Mamérita Mestanza Chávez c. Pe-
rú272, que se refería a un programa gubernamental de esterilización. 
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265. El caso de MC c. Bulgaria ilustra la importancia de monitorear la forma en que 
se hace cumplir la legislación. En dicho caso, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos determinó que, si bien en el artículo del Código Penal de Bulgaria en el 
que se tipificaba la violación no se hacía referencia al requisito de que la víctima 
hubiese opuesto resistencia física, en la práctica parecía exigirse resistencia física 
para llevar adelante una imputación de violación273. 
 

2. El sistema de justicia penal 

a)  Investigación 

266. En numerosos instrumentos internacionales se establece el deber de los Esta-
dos de investigar los actos de violencia contra la mujer274. En dichas investigacio-
nes deben utilizarse técnicas “que, sin ser degradantes para las mujeres objeto de 
violencia y minimizando toda intrusión en su intimidad, estén a la altura de las prác-
ticas más eficaces para la obtención de pruebas”275. En AT c. Hungría, el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer expresó que era necesario 
investigar “con la mayor prontitud, profundidad, imparcialidad y seriedad todas las 
denuncias de violencia doméstica”276. En MC c. Bulgaria277. el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos consideró que los Estados tenían un deber positivo de asegu-
rar la eficacia del derecho penal mediante una investigación y un enjuiciamiento efi-
caces. El Tribunal determinó que el enfoque adoptado por los fiscales y los investi-
gadores “no cumplió el requisito inherente a las obligaciones positivas de los Esta-
dos – consideradas a la luz de los modernos criterios vigentes en la materia con 
arreglo al derecho comparado y el derecho internacional – de establecer y aplicar 
efectivamente un sistema de derecho penal que castigue todas las formas de viola-
ción y abuso sexual”278. El establecimiento de un sistema seguro y confidencial pa-
ra la presentación de denuncias de violencia contra la mujer, y la protección de las 
denunciantes contra cualquier posible acto de represalia, forma parte de los proce-
dimientos de investigación eficaces279. 

b) Enjuiciamiento y castigo de los responsables de actos de 
violencia contra la mujer 

267. La obligación de los Estados de enjuiciar y castigar a los autores de actos de 
violencia contra la mujer se halla estipulada en instrumentos internacionales280. En 
Maria da Penha Maia Fernandes c. Brasil281, la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos consideró que la omisión del Estado consistente en no haber juzgado 
y condenado al culpable de actos de violencia doméstica durante más de 15 años 
desde la iniciación de una investigación era contraria a las obligaciones internacio-
nales del Estado internacional y era una indicación de que el Estado condonaba di-
cha violencia282. Análogamente, en la investigación de los casos de rapto, violación 
y homicidio de centenares de mujeres en Ciudad Juárez (México) y sus alrededores, 
el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer planteó la cues-
tión de la impunidad que había existido durante toda una década, período en el cual 
se había tratado a esos crímenes como violencia común del ámbito privado. El Co-
mité observó que se había hecho caso omiso de la existencia de un patrón de discri-
minación “cuya manifestación más brutal [fue] la violencia extrema contra la mu-
jer”283. 

268. Las normas que rigen los procedimientos penales, en particular las reglas de 
prueba y procedimiento, deben ser aplicadas con sensibilidad para la perspectiva de 
género a fin de “impedir que las mujeres víctimas de la violencia vuelvan a sufrir-
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la”284. Ello comprende la elaboración y la aplicación de reglas de prueba y procedi-
miento de modo que asegure que no sean demasiado gravosas y que no estén basa-
das en estereotipos nocivo que inhiban a las mujeres de prestar testimonio. Las es-
trategias para hacer que en los procedimientos penales se tenga más plenamente en 
cuenta la perspectiva de género también pueden exigir que se simplifiquen los pro-
cedimientos judiciales, se garantice la confidencialidad de la víctima realizando ac-
tuaciones a puerta cerrada cuando proceda, se tomen medidas encaminadas a apoyar 
y proteger a las víctimas y se capacite al personal. 
 

3.  Recursos de que disponen las víctimas de la violencia contra la mujer 

269. Junto con la obligación de enjuiciamiento y castigo, los Estados tienen la obli-
gación de otorgar recursos justos y efectivos a las mujeres sometidas a la violen-
cia285. En general, el derecho a recurso debe comprender el acceso a la justicia; la 
reparación de los daños sufridos; la restitución; la compensación; la satisfacción; la 
rehabilitación, y garantías de no repetición y prevención. En AT c. Hungría, el Co-
mité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer aclaró que la indem-
nización debía ser proporcional al daño físico y mental sufrido y a la gravedad de 
las violaciones de los derechos de la mujer286. En Maria da Penha Maia Fernandes 
c. Brasil, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recomendó que se asig-
nara a la víctima de violencia doméstica una “adecuada reparación simbólica y ma-
terial” por la violencia que había sufrido a manos de su marido y también por la 
omisión del Estado al “no ofrecer un recurso rápido y efectivo, por mantener el caso 
en la impunidad por más de quince años, y por evitar con ese retraso la posibilidad 
oportuna de acción de reparación e indemnización civil287. 
 

4. Servicios de apoyo 

270. Las mujeres sometidas a la violencia necesitan acceso a los albergues, al apoyo 
médico y psicológico y de otra índole, a la asistencia letrada y otros servicios, tal 
como se establece en una serie de instrumentos internacionales y de políticas y en la 
práctica288. En AT c. Hungría, la denunciante no pudo acudir a un centro de acogida, 
porque no había ninguno equipado para aceptarla con sus dos hijos, uno de los cua-
les padecía una discapacidad grave. Además, en el derecho de Hungría no estaban 
previstas las órdenes de protección ni las órdenes de alejamiento. El Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer determinó que los recursos de que 
disponía la denunciante “no han bastado para protegerla de forma inmediata contra 
los malos tratos infligidos por su ex pareja”289. El Comité indicó que para dar a las 
víctimas de violencia doméstica acceso a la justicia de manera rápida y segura dis-
ponibles, era necesario que existieran recursos y medios de rehabilitación eficaces y 
suficientes, incluida la asistencia letrada gratuita cuando procediera. 
 

5. Modificación de las actitudes y el comportamiento 

271. En los instrumentos internacionales y en la práctica se tiene en cuenta el papel 
de los estereotipos de género y los patrones socioculturales de conducta en la pre-
vención y la eliminación de la violencia contra la mujer. La Convención para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer obliga a los Es-
tados partes a tener en cuenta los patrones socioculturales de conducta y las funcio-
nes estereotipadas de mujeres y hombres290. La Convención de Belém do Pará exige 
que los Estados tomen medidas para “modificar prácticas jurídicas o consuetudina-
rias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”291. 
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En las disposiciones del Protocolo de la Carta Africana relativo a los derechos de la 
mujer en África se prevé la eliminación de la discriminación y de las prácticas noci-
vas, inclusive modificando los patrones sociales y culturales de conducta de las mu-
jeres y los hombres292. Ello comprende la eliminación de los estereotipos que legi-
timan, exacerban o toleran la violencia contra la mujer293. En varios instrumentos se 
pone específicamente de relieve que no se puede invocar ninguna costumbre, tradi-
ción o consideración religiosa para eludir la obligación de procurar eliminar la vio-
lencia contra la mujer294. 

272. El papel de los estereotipos y los patrones socioculturales de conducta fue con-
siderado por el Comité en la investigación de los casos de rapto, violación y homi-
cidio de mujeres en Ciudad Juárez (México) y sus alrededores. El Comité puso de 
relieve que el cambio de “una situación estructural y de un fenómeno social y cultu-
ral profundamente arraigado en la conciencia y las costumbres de la población 
…requiere de una respuesta global e integral … dirigida a transformar los patrones 
socioculturales existentes” y “eliminar la concepción de que la violencia de género 
es inevitable”295. El Comité también se refirió a este aspecto en AT c. Hungría, 
cuando determinó que había habido una violación del apartado a) del artículo 5 de la 
Convención 296. 
 

6. Fortalecimiento de capacidades y capacitación 

273. Todos los que participan en las actividades de respuesta a la violencia contra la 
mujer, como los agentes de la ley, el personal de inmigración, judicial y médico y 
los trabajadores sociales deben tener la capacidad necesaria para enfrentar a dicha 
violencia teniendo en cuenta la perspectiva de género297, y la capacitación, las direc-
trices y los manuales relativos a la violencia contra la mujer contribuyen a esos es-
fuerzos298. En la investigación de los hechos de Ciudad Juárez, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer subrayó la obligación del Estado 
parte de promover y garantizar la formación y capacitación de todos los agentes del 
Estado involucrados en las investigaciones, no sólo en lo que se refiere a los aspec-
tos técnicos de las investigaciones, sino también en materia de violencia de género, 
considerada como violación de los derechos humanos de las mujeres299. 
 

7. Datos y estadísticas 

274. Es esencial contar con datos y otros tipos de documentación exactos y comple-
tos para llevar a cabo el monitoreo y mejorar la responsabilización de los Estados 
por la violencia contra la mujer, así como para elaborar respuestas eficaces. El papel 
de los Estados en la promoción de la investigación, la reunión de datos y la compi-
lación de estadísticas es objeto de consideración en los instrumentos de políticas300 
(véase la sección V). 
 
 

 D. Lagunas en la aplicación de los estándares internacionales 
a nivel nacional 
 
 

275. La aplicación de los estándares internacionales a nivel nacional sigue siendo 
inadecuada, como lo demuestra la persistencia de la violencia contra la mujer en to-
do el mundo. Los órganos de derechos humanos creados por tratados señalan perió-
dicamente a la atención las lagunas en la aplicación de las obligaciones internacio-
nales relativas a la violencia contra la mujer. El Comité para la Eliminación de la 
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Discriminación contra la Mujer destaca constantemente una serie de esferas de pre-
ocupación301, lo mismo que otros órganos de derechos humanos creados por trata-
dos302. En la sección VII se examinan las prácticas buenas o promisorias para hacer 
frente a algunas de esas preocupaciones. 
 

1. La legislación y su aplicación 

276. Los órganos de derechos humanos creados por tratados han expresado preocu-
pación en los casos en que los sistemas jurídicos de los Estados partes carecen de 
leyes o disposiciones legislativas específicas que tipifiquen como delito la violencia 
contra la mujer, en particular la violencia doméstica, la violación en el matrimonio, 
el incesto, el acoso sexual y las prácticas tradicionales nocivas para las mujeres. Los 
órganos creados por tratados también han puso de relieve que numerosos países ca-
recen de leyes comprensivas sobre la trata y de disposiciones específicas que incor-
poren la perspectiva de género en sus leyes sobre asilo. 

277. Los órganos creados por tratados han expresado preocupación acerca del al-
cance y la cobertura de la legislación vigente, en particular en lo tocante a los aspec-
tos siguientes: definiciones de la violación que exigen el uso de la fuerza y la vio-
lencia en lugar de la falta de consentimiento; definiciones de la violencia doméstica 
que se limiten a la violencia física; tratamiento de la violencia sexual contra la mu-
jer como un delito contra el honor de la familia o como un delito contra las buenas 
costumbres en lugar de cómo una violación del derecho de las mujeres a la integri-
dad corporal; el uso de la defensa del “honor” en casos de violencia contra la mujer, 
con la consiguiente reducción de la condena; disposiciones que permiten la reduc-
ción de las condenas en los casos de violación cuando el infractor se casa con la víc-
tima; insuficiencia de las medidas de protección de las mujeres objeto de la trata, así 
como su tratamiento como delincuentes y no como víctimas; terminación de los pro-
cedimientos penales cuando la víctima retira su denuncia; penalización del aborto en 
los casos de violación; leyes que permitan el matrimonio precoz o el matrimonio 
forzado; penas insuficientes para los actos de violencia contra la mujer, y leyes pe-
nales discriminatorias. 

278. Cuando hay normas legislativas adecuada, los órganos creados por tratados 
han expresado frecuentemente preocupación por la falta de aplicación eficaz de di-
chas normas. Entre las preocupaciones concretas expresadas figuran las siguientes: 
falta de reglamentaciones para la aplicación de las leyes; falta de procedimientos 
claros para los agentes de la ley y el personal de atención de la salud; actitudes de 
los agentes de la ley que disuaden a las mujeres de denunciar los casos; elevados ín-
dices de abandono o pedido de sobreseimiento de casos por la policía y los fiscales; 
elevados índices de retiro de las denuncias por parte de las víctimas; bajos índices 
de enjuiciamiento; bajos índices de condena; no aplicación de criterios uniformes 
por parte de los tribunales, en particular en relación con las medidas de protección 
de las víctimas; falta de asistencia letrada gratuita y elevados costos de la asistencia 
letrada en los tribunales; prácticas que niegan la capacidad de acción autónoma de 
las mujeres, como la detención de las mujeres sin su consentimiento para “proteger-
las”, y uso de los procedimientos de reconciliación entre el infractor y la víctima de 
la violencia en los casos penales y de divorcio en detrimento de la víctima. 

279. En los países en los que rige el derecho consuetudinario junto con el derecho 
codificado, el Comité y otros órganos creados por tratados han manifestado constan-
temente su preocupación por el uso de prácticas y normas consuetudinarias discri-
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minatorias, a pesar de la promulgación de leyes encaminadas a proteger a las muje-
res de la violencia. 
 

2. Capacitación 

280. Los órganos creados por tratados han puesto de relieve que, para lograr la apli-
cación efectiva de las normas legislativas y las políticas relativas a la violencia co-
ntra la mujer, se debe impartir a los funcionarios encargados de la aplicación la ca-
pacitación necesaria para asegurar que se sensibilicen respecto de todas las formas 
de violencia contra la mujer y puedan responder teniendo en cuenta la perspectiva 
de género. 
 

3. Prestación de servicios 

281. Los órganos creados por tratados han expresado preocupación en los casos en 
que los Estados partes no hayan tomado medidas de apoyo suficientes para las muje-
res víctimas/sobrevivientes de la violencia. Los órganos creados por tratados han 
puesto de relieve la obligación del Estado de garantizar que las vícti-
mas/sobrevivientes tengan acceso a servicios tales como los albergues y el apoyo ju-
rídico, médico y psicológico. El Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer también ha expresado su preocupación por la insuficiente financia-
ción de tales programas y de las organizaciones que prestan esos servicios. También 
ha expresado su preocupación por la falta de monitoreo de los programas que pres-
tan servicios a las víctimas/sobrevivientes de la violencia. 
 

4. Actitudes y estereotipos 

282. Los órganos creados por tratados han puesto de relieve que las mujeres son 
mantenidas en posiciones de subordinación, con el consiguiente riesgo de sufrir vio-
lencia, por las tradiciones y costumbres que discriminan contra la mujer, por los es-
tereotipos de género y por la discriminación contra la mujer en el derecho, en parti-
cular el derecho consuetudinario, así como en la práctica. Los órganos creados por 
tratados han señalado que la perpetuación de los estereotipos y las actitudes discri-
minatorias interpreta a la violencia contra la mujer, en particular la violencia domés-
tica, como un asunto privado que es aceptable o normal. Al hacerlo, los órganos 
creados por tratados han destacado la importancia de que los Estados partes tomen 
medidas para eliminar las actitudes y los estereotipos indicados. 
 

5. Datos e investigaciones 

283. Los órganos creados por tratados han expresado constantemente su preocupa-
ción por la falta de una reunión sistemática de datos sobre todas las formas de vio-
lencia contra la mujer, y más generalmente por la falta de datos desagregados por 
sexo. 
 
 

 E. Medidas que deben tomar los Estados para cumplir 
sus obligaciones internacionales 
 
 

284. El marco internacional de normas jurídicas y de políticas establece estándares 
para las medidas que deben tomar los Estados a fin de cumplir sus obligaciones ju-
rídicas y sus compromisos de políticas para hacer frente a la violencia contra la mu-
jer. Dichos estándares corresponden a las categorías siguientes: 
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• Ratificación de todos los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
en particular la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer y su Protocolo Facultativo, y retiro de las reservas 

• Establecimiento de marcos constitucionales que garanticen la igualdad sustan-
tiva de las mujeres y prohíban la violencia contra la mujer 

• Adopción, revisión periódica y efectiva aplicación, teniendo en cuenta la pers-
pectiva de género, de normas legislativas que tipifiquen como delito todas las 
formas de violencia contra la mujer 

• Formulación y aplicación de políticas ejecutivas o planes de acción para elimi-
nar la violencia contra la mujer y monitorear y evaluar periódicamente tales 
políticas o planes de acción 

• Investigación rápida, exhaustiva, inspirada en una perspectiva de género y efi-
caz de todas las denuncias de violencia contra la mujer, en particular documen-
tando oficialmente todas las denuncias; realizando con celeridad las investiga-
ciones y la reunión de pruebas; reuniendo y salvaguardando las pruebas con  
medidas de protección de los testigos, cuando proceda, y dando a las mujeres 
la oportunidad de presentar las denuncias ante funcionarias mujeres calificadas 
y profesionales y de tratar con dichas funcionarias 

• Enjuiciamiento de los responsables de todas las formas de violencia contra la 
mujer y eliminación de cualquier clase de clima de impunidad en torno a esos 
delitos 

• Medidas encaminadas a garantizar que el sistema de justicia penal, en particu-
lar las reglas sobre prueba y procedimiento, funcione de manera no discrimina-
toria y con una perspectiva de género a fin de alentar a las mujeres a prestar 
testimonio en los procedimientos relacionados con la violencia contra la mujer 

• Castigo de los responsables de todas las formas de violencia contra la mujer en 
forma proporcional a la gravedad del delito 

• Previsión de recursos adecuados, en particular adoptando las medidas necesa-
rias para permitir que las víctimas obtengan una adecuada compensación sim-
bólica y efectiva, sin perjuicio de la posibilidad de iniciar procedimientos civi-
les contra el infractor 

• Aplicación de programas de capacitación y concienciación para familiarizar a 
los jueces, los fiscales y otros profesionales del derecho con los derechos hu-
manos de las mujeres en general, y en particular con la Convención para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y su Pro-
tocolo Facultativo 

• Aplicación de programas de capacitación para el personal judicial, jurídico, 
médico, de servicios sociales, de trabajo social, educacional, policial y de in-
migración a fin de educarlo y sensibilizarlo en relación con el contexto social 
de violencia contra la mujer 

• Medidas encaminadas a eliminar todas las formas de discriminación contra la 
mujer y elevar el nivel de conciencia acerca de la cuestión de la violencia con-
tra la mujer por conducto de medidas tales como la eliminación de todos los 
estereotipos y contenidos sexistas de los planes de estudio y creación de imá-
genes positivas de las mujeres; la organización, el apoyo o la financiación, se-
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gún proceda, de campañas educacionales de base comunitaria para elevar el 
nivel de conciencia acerca de la violencia contra la mujer; la promoción e ins-
tauración de políticas activas y visibles de incorporación de la perspectiva de 
género en todas las políticas y programas 

• Creación de servicios, cuando proceda en cooperación con las organizaciones 
de la sociedad civil, en las siguientes esferas: el acceso a la justicia, en particu-
lar mediante asistencia letrada gratuita cuando sea necesaria; creación de un 
ambiente de seguridad y confidencialidad para que las mujeres puedan denun-
ciar los actos de violencia contra la mujer; adecuada financiación de albergues 
y servicios de socorro; adecuada financiación de los servicios de atención de la 
salud y de apoyo, en particular de asesoramiento; servicios lingüística y cultu-
ralmente accesibles para las mujeres que los necesiten; y programas de aseso-
ramiento y rehabilitación para los responsables de actos de violencia contra la 
mujer 

• Reunión sistemática de datos desagregados por sexo y por otros factores, como 
la edad, el origen étnico y la discapacidad, detallando la prevalencia de todas 
las formas de violencia contra la mujer; las causas y consecuencias de la vio-
lencia contra la mujer, y la eficacia de cualesquiera medidas que se apliquen 
para prevenir y reparar la violencia contra la mujer. 
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 VII. Prácticas promisorias y desafíos para la aplicación 
 
 

 A. Introducción 
 
 

285. Numerosos Estados han desarrollado prácticas buenas o promisorias para dar 
cumplimiento a sus obligaciones de derechos humanos que les imponen el deber de 
hacer frente a la violencia contra la mujer. Las organizaciones no gubernamentales 
de mujeres han llevado a cabo una innovadora labor en muchos países, a veces en 
colaboración con el Estado, a fin de encontrar enfoques dinámicos para poner fin a 
la violencia contra la mujer en diferentes contextos. Sin embargo, sigue siendo difí-
cil determinar cuáles son las “mejores” prácticas a nivel internacional o mundial, 
debido a la amplia gama de formas y la gran diversidad de contextos en que se ma-
nifiesta la violencia contra la mujer. La falta de una asignación estable de recursos 
para esa labor, y en especial para evaluar las distintas iniciativas, agrava la dificul-
tad de generalizar acerca del enfoque que funciona “mejor”. Por tal razón, en el pre-
sente estudio se caracteriza a las prácticas, de manera más matizada, como “promi-
sorias” o “buenas”. 

286. Todavía no hay acuerdo sobre los criterios para la evaluación de las “buenas 
prácticas”. La determinación de si una práctica es “buena”, “promisoria” o “eficaz” 
depende tanto de los criterios que se empleen para la evaluación como del contexto 
local. Las formas de familia, los arreglos de vida y los medios de subsistencia, así 
como la capacidad del Estado, varían de una sociedad a otra y dentro de una misma 
sociedad, lo que determina que haya distintos enfoques para abordar problemas aná-
logos. Influyen en el buen funcionamiento la forma del Estado, su compromiso con 
la igualdad de la mujer, su relación con las organizaciones no gubernamentales y la 
sociedad civil y los recursos que puede utilizar. La circunstancia de que el Estado 
esté involucrado en un conflicto o esté saliendo de él, o haya recibido numerosas 
poblaciones de refugiados, es otro factor de gran importancia. El desafío radica en 
concebir generalizaciones útiles en materia de intervenciones y reformas sin subes-
timar la importancia del contexto concreto y sin minimizar la obligación del Estado 
de enfrentar la violencia contra la mujer a pesar de las limitaciones. 

287. Hay aspectos genéricos de las prácticas buenas o promisorias que se pueden 
extraer de diversas experiencias en todo el mundo. Entre los principios comunes a 
tales prácticas figuran los siguientes: políticas y leyes clara que ilegalicen la violen-
cia; fuertes mecanismos para hacerlas cumplir; personal eficaz y bien capacitado; 
participación de múltiples sectores, y estrecha colaboración con los grupos locales 
de mujeres, las organizaciones de la sociedad civil, los académicos y los profesiona-
les. Es capital lograr que las mujeres participen plenamente y utilizar sus experien-
cias de violencia – en particular las complejidades que surgen de la discriminación 
múltiple – como punto de partida para elaborar las políticas y programas. Las prác-
ticas más promisorias en todas las esferas comprenden una clara demostración de 
compromiso político con la eliminación de la violencia contra la mujer, demostrado 
mediante declaraciones de altas autoridades del gobierno, respaldadas por acciones 
y con la asignación de recursos del Estado. 

288. Las prácticas surgen en contextos y circunstancias determinados, y frecuente-
mente toman a lo que se ha probado anteriormente como punto de partida y fuente 
de enseñanzas. Una práctica puede ser considerada buena con arreglo a criterios de 
eficacia, posibilidad de repetición, sostenibilidad, pertinencia, capacidad de respues-
ta, eficiencia o potencial de innovación303. También el propio proceso utilizado para 
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elaborar o aplicar una práctica puede ser considerado una buena práctica. La ex Re-
latora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias des-
cribió a las prácticas “mejores” o “buenas” como aquéllas “que han determinado un 
cambio efectivo, contribuyendo a la existencia de un entorno de políticas más propi-
cio para la igualdad de género y/o han abierto nuevas posibilidades para las mujeres 
en esferas no tradicionales”304. 

289. La colaboración y la coordinación entre los gobiernos, las organizaciones no 
gubernamentales y las organizaciones de la sociedad civil sigue siendo vital en la 
elaboración de prácticas eficaces para eliminar la violencia contra la mujer. Algunos 
ejemplos son las alianzas y coaliciones entre el gobierno y las organizaciones no 
gubernamentales que se fundan en la experiencia y los conocimientos especializados 
de los asociados más activos e informados – los grupos y redes de mujeres – para 
diseñar y aplicar programas. Se considera generalmente una buena práctica la coor-
dinación y la formación de redes entre los sectores gubernamentales, como el siste-
ma de justicia y los sectores de la salud, la educación y el empleo. También es una 
buena práctica la formación de alianzas y coaliciones estratégicas entre los grupos 
que trabajan sobre la violencia contra la mujer y los que trabajan en otras cuestio-
nes, como el VIH/SIDA, el empoderamiento económico de las mujeres y otros as-
pectos de la justicia social. 

290. Los gobiernos, las organizaciones no gubernamentales y las activistas por los 
derechos de la mujer que se ocupan de la violencia contra la mujer han utilizado di-
ferentes enfoques en tres esferas distintas pero interrelacionadas: el derecho y la jus-
ticia, la prestación de servicios y la prevención de la violencia. Numerosos gobier-
nos utilizan planes de acción nacionales que comprenden medidas jurídicas, presta-
ción de servicios y estrategias de prevención – para hacer frente a la violencia co-
ntra la mujer. Algunas de las prácticas promisorias en materia de elaboración y apli-
cación de esos planes de acción son la consulta con los grupos de mujeres y otras 
organizaciones de la sociedad civil, calendarios y puntos de referencia claros, meca-
nismos transparentes para monitorear la aplicación, indicadores claros de impacto y 
evaluación, corrientes de financiación previsibles y suficientes e incorporación de 
medidas para enfrentar y prevenir la violencia contra la mujer en los programas sec-
toriales. 

291. Las obligaciones de los Estados en el enfrentamiento de la violencia contra la 
mujer, así como las lagunas en la aplicación, fueron expuestas en la sección VI. En 
la presente sección se indica la forma en que se podrían colmar esas lagunas en la 
aplicación a nivel nacional presentando ejemplos de prácticas que, por distintas ra-
zones, se consideran buenas o promisorias. Se han tomado principalmente de la ex-
periencia en materia de violencia doméstica y sexual porque en esas esferas se dis-
pone de más información, pero muchos de los principios tienen una aplicación más 
general. La lista de ejemplos no es taxativa ni estática. A medida que crece la expe-
riencia, las prácticas existentes pueden verse eclipsadas por innovaciones y nuevas 
comprensiones que sean aún más promisorias en los esfuerzos de prevención y repa-
ración de la violencia contra la mujer305. El perfeccionamiento en el uso de esas 
prácticas promisorias también podría dar respuesta a las constantes preocupaciones 
expresadas por los órganos creados por tratados (véase la sección VI) por las lagu-
nas de la legislación y su efectiva aplicación, en la prestación de servicios y en los 
esfuerzos generales de prevención. 
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 B. Prácticas promisorias en el plano jurídico  
 

292. La incorporación de disposiciones sobre la igualdad de género a las constitu-
ciones nacionales u otras normas comparables, y la eliminación de las disposiciones 
discriminatorias en todas las ramas del derecho, fortalecen la prevención de la vio-
lencia contra la mujer y constituyen una buena práctica. Las leyes que establecen 
criterios de lo bueno y lo malo, disuaden a quienes quisieran violarlas merced a la 
detención, el enjuiciamiento y el castigo de los infractores y otorgan recursos a las 
víctimas. Las leyes brindan acceso a la justicia y pueden disponer que se asignen re-
cursos o se establezcan servicios para las víctimas/sobrevivientes. Sin embargo, las 
leyes por sí solas son insuficientes y tienen que formar parte de un esfuerzo más ge-
neral que comprenda políticas públicas, actividades de educación pública, servicios 
y prevención de la violencia306. 
 

1. Principios orientadores de las prácticas promisorias en materia de 
derecho y sistema de justicia 

293. La experiencia que gradualmente se ha ido acumulando sugiere que, cuando se 
aplican determinados principios, las leyes tienen mayores posibilidades de enfrentar 
eficazmente la violencia contra la mujer. Dichos principios son los siguientes: 

• Tratar a la violencia contra la mujer como una forma de discriminación por 
motivos de género, vinculada con otras formas de opresión de las mujeres, y 
como una violación de los derechos humanos de las mujeres 

• Expresar claramente que la violencia contra la mujer es inaceptable y que su 
eliminación es una responsabilidad pública 

• Monitorear la aplicación de las reformas jurídicas para evaluar en qué grado 
están funcionando bien en la práctica 

• Examinar constantemente las normas legislativas y seguir reformándolas a la 
luz de la nueva información y de los avances de la comprensión 

• Garantizar que las víctimas/sobrevivientes de la violencia no vuelvan a ser vic-
timizadas por el proceso judicial 

• Promover el poder de acción de las mujeres y empoderar a las mujeres que 
sean víctimas/sobrevivientes de la violencia 

• Promover la seguridad de las mujeres en los espacios públicos 

• Tener en cuenta la diferente incidencia de las medidas relativas a las mujeres 
según la raza, la clase, el origen étnico, la religión, la discapacidad, la cultura, 
la condición de indígenas o migrantes, la condición jurídica, la edad o la orien-
tación sexual 

 

2. Marco jurídico 

a) Promulgación de leyes 

294. La promulgación de leyes que prohíban formas determinadas de violencia co-
ntra la mujer es un paso importante hacia la eliminación de dicha violencia307. Una 
buena práctica en la elaboración de tales leyes requiere un proceso de carácter con-
sultivo que incorpore las opiniones de la sociedad civil, en especial de las vícti-
mas/sobrevivientes y de las organizaciones no gubernamentales de mujeres, en diá-
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logo con los profesionales que aplicarán y harán cumplir las leyes. En España, por 
ejemplo, la Ley Integral de 2004 contra la Violencia de Género fue elaborada con 
una fuerte participación de las organizaciones de mujeres y contiene una amplia de-
finición de violencia, que comprende todo acto de violencia física y psicológica, in-
cluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la priva-
ción arbitraria de libertad308. La ley comprende medidas preventivas y educativas, 
así como medidas de protección y asistencia para las víctimas y nuevas sanciones 
contra los infractores. La Ley de Mongolia sobre la violencia doméstica, promulga-
da en mayo de 2004, fue el resultado de la colaboración entre dos prominentes orga-
nizaciones no gubernamentales de mujeres de Mongolia y el equipo legislativo de 
tareas sobre violencia doméstica del Parlamento309. 

b) Aplicación de las leyes 

295. El potencial de las leyes sobre la violencia contra la mujer no llegará a reali-
zarse si no se aplican y se hacen cumplir efectivamente. La aplicación de las leyes 
resulta fortalecida si se imparte una capacitación sistemática en materia de sensibili-
dad respecto de las cuestiones de género con carácter obligatorio para los agentes de 
la ley, los fiscales y los jueces, y se establecen protocolos y directrices sobre la co-
rrecta aplicación de las normas. Para que las leyes funcionen eficazmente resulta 
esencial que las mujeres tengan conocimiento de las normas jurídicas y de la protec-
ción y los recursos que brindan y que tengan la capacidad necesaria para hacer valer 
efectivamente esos derechos. 

296. La capacitación de los agentes de la ley para sensibilizarlos respecto de las 
cuestiones de género es llevada a cabo en numerosos países por los gobiernos y las 
organizaciones de la sociedad civil, frecuentemente en colaboración mutua. Una 
buena práctica requiere que esa capacitación sea sistemática y obligatoria. Por 
ejemplo, el Brasil y el Paraguay han implantado cursos obligatorios sobre la violen-
cia contra la mujer en los planes de estudio para la formación de funcionarios poli-
ciales310. En Luxemburgo, el Ministerio para el Adelanto de la Mujer imparte capa-
citación sobre violencia doméstica a los miembros de la dirección nacional de poli-
cía, los oficiales de la Academia Nacional de Policía y la fiscalía311. El Organismo 
Nacional de Policía de la República de Corea capacita a los funcionarios policiales 
en relación con las leyes sobre la violencia doméstica, los procedimientos de res-
puesta ante las denuncias y las medidas de protección de las víctimas. También or-
ganiza un examen nacional de los funcionarios policiales sobre esos temas312. Chile 
ha capacitado a más de 25.000 funcionarios públicos en un marco elaborado por la 
Comisión Interministerial sobre Violencia Intrafamiliar313. En los Países Bajos, un 
proyecto nacional sobre la violencia doméstica iniciado en 2003 por la Junta de 
Comisionados de Policía alienta a todas las regiones policiales a elaborar políticas 
para hacer frente a la violencia doméstica, promover la especialización policial y 
formar un registro nacional de casos de violencia doméstica314. El Centro de Estu-
dios sobre la Mujer y el Niño de Bangladesh elaboró un manual de capacitación para 
oficiales policiales que refleja las necesidades de las sobrevivientes y define el papel 
de los agentes de la ley en la lucha contra la violencia doméstica y sexual y la vio-
lencia relacionada con la dote, la trata y el arrojamiento de ácido315. 

297. Uno de los programas de sensibilización respecto de las cuestiones de género 
de los jueces es el denominado “Hacia una jurisprudencia de igualdad”, elaborado 
por la Asociación Internacional de Mujeres Jueces y sus secciones de África y Amé-
rica Latina. Este programa se propone fortalecer la capacidad de los jueces y magis-
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trados para aplicar el derecho internacional y regional de los derechos humanos a 
casos relacionados con la violencia contra la mujer316. La organización Sakshi, una 
organización no gubernamental de mujeres de la India, ha capacitado a miembros de 
la judicatura sobre las cuestiones de género utilizando el diálogo interactivo, la so-
lución de problemas en pequeños grupos y las visitas a albergues y manteniendo 
reuniones con organizaciones no gubernamentales para dar a los jueces una mejor 
comprensión de las experiencias de las mujeres317. La organización no gubernamen-
tal Women in Law and Development Africa compiló carpetas de materiales de capa-
citación jurídica para jueces318. Los Premios de Justicia de Género otorgados por el 
Gobierno de Filipinas en colaboración con la sociedad civil son un homenaje a los 
jueces que han dictado sentencias con sensibilidad respecto de las cuestiones de gé-
nero en casos de violencia contra la mujer319. 

298. En varios países se han formulado directrices y protocolos para la aplicación 
de las leyes y políticas sobre la violencia contra la mujer. Tales directrices y proto-
colos constituyen prácticas promisorias pues establecen estándares claros y previsi-
bles que deben seguir los funcionarios policiales y otras personas encargadas de dar 
respuesta a la violencia contra la mujer. El Servicio de Policía y la Fiscalía Nacional 
de Sudáfrica han compilado documentos detallados en los que se establecen normas 
para el tratamiento de los casos de violencia doméstica y agresión sexual320. En el 
Reino Unido hay directrices para la policía, los trabajadores sociales y los profesio-
nales de la educación sobre el tratamiento de los matrimonios forzados321. 

299. Se han elaborado en numerosos países, sobre todo por parte de organizaciones 
no gubernamentales, programas y estrategias para empoderar a las mujeres elevando 
su nivel de conciencia acerca de sus derechos y fortaleciendo su capacidad para 
hacerlos valer. Dichos programas también pueden contribuir a incrementar la canti-
dad de denuncias de casos de violencia. En 2004, el Centro de Recursos para las 
Mujeres Afganas capacitó a más de 500 mujeres de una región remota del Afganis-
tán acerca de sus derechos básicos, la violencia contra la mujer y los matrimonio 
forzados. En Timor Leste, la organización no gubernamental Fokupers brinda servi-
cios accesibles de asistencia letrada a las mujeres víctimas y realiza tareas de eleva-
ción del nivel de conciencia pública acerca de la violencia doméstica y los derechos 
de las mujeres. Distribuye su Boletín Babadok y folletos de información pública en-
tre los prestadores de servicios, las instituciones religiosas, los organismos guber-
namentales y los legisladores. 

c) Monitoreo de las leyes 

300. Una buena práctica implica el monitoreo y la evaluación de las leyes para ase-
gurarse de que haya una aplicación continua y efectiva por conducto de mecanismos 
tales como los defensores del pueblo, los relatores nacionales, los observatorios y 
los mecanismos para la igualdad de género. Por ejemplo, el Nepal y los Países Bajos 
tienen relatores nacionales sobre la trata que supervisan y monitorean las activida-
des de lucha contra la trata322. 

301. Las organizaciones de la sociedad civil desempeñan un papel fundamental en 
el monitoreo de la aplicación de las leyes y las políticas. El Lobby Europeo de Mu-
jeres, la mayor organización de coordinación de las asociaciones de mujeres de la 
Unión Europea, estableció en 1997 el Observatorio Europeo sobre la violencia con-
tra la mujer323. El Observatorio está integrado por expertas de cada uno de los Esta-
dos miembros de la Unión Europea que monitorean las cuestiones de políticas en los 
niveles nacional, europeo e internacional e intercambian información sobre las bue-
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nas prácticas que detectan. Además, cinco países europeos ya han establecido ob-
servatorios nacionales324. 

d) Examen y revisión periódicos de las leyes 

302. Las buenas prácticas exigen que periódicamente se emprenda la revisión y la 
reforma de las leyes teniendo en cuenta la evolución de la base de conocimientos 
sobre la violencia contra la mujer y las formas de enfrentarla, los nuevos 
acontecimientos en materia de derecho internacional de los derechos humanos y la 
comprensión obtenida en el curso de la aplicación, el monitoreo y la evaluación. La 
Convención de Belém do Pará determinó que se promulgaran leyes sobre violencia 
contra la mujer en los países de la región de América Latina y el Caribe. La 
comprensión obtenida mediante la aplicación de dichas leyes ha llevado a su 
revisión, en particular de las leyes sobre violencia doméstica de Belice, el Perú y 
Puerto Rico, para mejorar su aplicabilidad y su eficacia325. 

303. El desarrollo de los conocimientos ha llevado a la inclusión de nuevos 
estándares en la legislación. En el Canadá, actualmente incumbe a las personas a las 
que se imputan actos de violencia sexual demostrar que tomaron medidas razonables 
para cerciorarse de que existía consentimiento, en lugar de que la víctima tenga que 
demostrar que opuso resistencia326. La exoneración relativa a la violación en el 
matrimonio ha sido eliminada de la legislación de numerosos países y la violación 
en el matrimonio ha sido tipificada como delito en otros (véase el recuadro 10). En 
Túnez se eliminó la reducción de la pena en los casos de “homicidio por honor”327, y 
en Turquía los crímenes cometidos en nombre del “honor” son penados con prisión 
perpetua328. La violencia psicológica y económica ha sido incorporada a la 
definición legal de la violencia doméstica en varios países, entre ellos, Costa Rica, 
Guatemala, Honduras y Sudáfrica329. 
 

3. Derecho penal 

a) Enjuiciamiento y castigo de los infractores 

304. La aplicación de políticas enérgicas de detención y enjuiciamiento demuestran 
a la sociedad en su conjunto que la violencia contra la mujer es un delito grave que 
no es tolerado por las autoridades. Sin embargo, la mayoría de los casos de violencia 
contra la mujer que son denunciados no son seguidos por un enjuiciamiento y, cuan-
do lo son, muchos de ellos no culminan con una condena. Aún cuando los infracto-
res sean declarados culpables, frecuentemente se les aplican penas que no son pro-
porcionales a la gravedad del delito330. 

305. Son una buena práctica las medidas que mejoran el acceso de las mujeres a la 
justicia, en particular la prontitud de las detenciones y la eficacia de los procedi-
mientos y el castigo. En Australia, el Programa de Intervención en materia de Vio-
lencia Familiar, un proyecto interinstitucional llevado a cabo en Canberra, trabaja en 
conjunción con los fiscales a fin de garantizar que no desistan de los casos de vio-
lencia doméstica. El Programa utiliza un protocolo convenido entre los organismos 
participantes y tecnologías tales como las cámaras digitales para fotografiar a las 
víctimas y las escenas del delito y poner las pruebas a disposición de los tribunales. 
Desde la iniciación del proyecto, se ha incrementado un 288% la cantidad de casos 
en que ha habido enjuiciamiento331. 

306. Se puede lograr la aplicación de condenas adecuadas mediante la implantación 
de penas mínimas para ciertos delitos y el monitoreo de las prácticas en materia de 
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determinación de la pena. Varios Estados, como Sri Lanka, tienen penas mínimas de 
prisión para los casos de violación y violación agravada332. El Procurador General 
del Reino Unido monitorea todas las condenas y puede remitir casos al Tribunal de 
Apelación Penal cuando considere que la pena aplicada es demasiado leve. 

b) Protección de los derechos de las víctimas 

307. Es frecuente que las mujeres víctimas de la violencia no traten de obtener jus-
ticia a causa de los sentimientos de vergüenza y miedo de persecución por el sistema 
de justicia penal333. Una buena práctica requiere que se protejan los derechos de las 
víctimas y se cree un sistema que respete la privacidad, la dignidad y la autonomía 
de todas las víctimas y sea propicio para la formulación de denuncias. 

308. Una serie de Estados han tratado de alcanzar esos objetivos brindando un ma-
yor grado de protección jurídica a las víctimas de violación, en particular mediante 
leyes que las protejan frente a las repreguntas abusivas, prohibiendo que se presen-
ten pruebas no pertinentes acerca del comportamiento sexual de la víctima. Un 
ejemplo es la Ley sobre Asistencia y Protección a las Víctimas de Violación pro-
mulgada en 1998 en Filipinas. En los Tribunales se están aplicando cada vez más 
procedimientos de protección de la privacidad de las víctimas durante el juicio, por 
ejemplo, permitiendo la producción de pruebas por enlace de vídeo o limitando el 
acceso del público a las salas de audiencias en los juicios por violación, por ejemplo 
en Finlandia, Irlanda, el Japón y el Nepal334. 

309. En varias esferas se han logrado progresos en la aplicación de medidas enca-
minadas a evitar que se vuelva a victimizar a las mujeres en el funcionamiento de la 
justicia penal. Por ejemplo, en Jordania y Turquía se prohibieron las “pruebas de 
virginidad” en los casos de violación335. La causal de impunidad en caso de matri-
monio entre el violador y la víctima ha sido eliminada de los códigos penales de va-
rios países, entre ellos, Egipto336, Costa Rica, Etiopía, el Perú337 y Turquía338. 
 

4. Recursos civiles 

310. Las leyes civiles complementan a las medidas penales y desempeñan un im-
portante papel brindando a las víctimas/sobrevivientes medios de reparación y com-
pensación. Entre las prácticas promisorias en esta esfera figura la previsión de re-
cursos civiles tales como las órdenes civiles de protección; las leyes contra la dis-
criminación; las leyes civiles que permiten demandar a los infractores y a los agen-
tes del Estado por daños y perjuicios, y los fondos de compensación para las vícti-
mas que cubren a los casos de violencia contra la mujer. 

311. Las órdenes de protección, también denominadas órdenes de restricción o de 
alejamiento, tienen la finalidad de proteger a las mujeres de una amenaza inmediata 
de violencia prohibiendo al infractor que se acerque a la víctima durante un plazo 
determinado o haciendo que el infractor salga del hogar. En países de todas partes 
del mundo se han previsto las órdenes de ese tipo. Con arreglo a la Ley Federal de 
Protección contra la Violencia Familiar de Austria, la policía puede hacer que el 
golpeador salga inmediatamente del hogar de la víctima y prohibirle que vuelva du-
rante un plazo de 10 a 20 días. Para obtener protección por un plazo más largo se 
necesita un interdicto temporal dispuesto por un tribunal339. Esa ley ha sido adopta-
da en otros países europeos, como Alemania340. 

312. Según las normas generales sobre responsabilidad civil de la mayoría de los 
países, las mujeres pueden iniciar una acción civil por agresión, lesiones o provoca-
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ción intencional de angustia emocional, pero no es frecuente que lo hagan. Los jui-
cios civiles pueden determinar una compensación pecuniaria de los daños causados. 
Las víctimas/sobrevivientes de violencia, o las familias de las personas fallecidas, 
pueden iniciar acciones civiles no sólo contra los infractores sino también contra los 
agentes de la ley cuando éstos no hayan brindado una protección adecuada a las víc-
timas341. 

313. Las leyes antidiscriminatorias y las leyes que señalan a la violencia contra la 
mujer como una violación de los derechos civiles de las mujeres son promisorias 
pues transmiten el mensaje de que los actos de violencia contra la mujer no son sim-
plemente delitos cometidos por una persona contra otra, sino que son una agresión 
contra un ideal de igualdad de derechos públicamente compartido342. Algunos esta-
dos miembros y localidades de los Estados Unidos, como el estado de Nueva York, 
han promulgado leyes que establecen un recurso por los actos de violencia contra la 
mujer, a la que se considera una violación de los derechos civiles343. La Ley de Pro-
moción de la Igualdad y Prevención de la Discriminación injusta de Sudáfrica reco-
noce explícitamente que la violencia por motivos de género constituye discrimina-
ción injusta y exige que el Estado y los actores no estatales se abstengan de discri-
minar y a tomen medidas positivas para promover la igualdad. El acoso sexual es 
reconocido como una forma de discriminación y una violación de los derechos 
humanos de las mujeres en varios Estados, entre ellos Nueva Zelandia. 
 

5. Leyes y procedimientos especiales para hacer frente a la 
violencia contra la mujer 

314. La adopción de leyes y procedimientos especiales sobre la violencia contra la 
mujer es promisoria pues tales leyes y procedimientos tienen la finalidad de dar ma-
yor eficacia a la respuesta del Estado frente a la violencia contra la mujer. Algunos 
Estados han promulgado leyes especiales sobre la violencia contra la mujer de ca-
rácter comprensivo que prevén múltiples tipos de recursos. Por ejemplo, en los Es-
tados Unidos, la Ley federal de 1994 sobre la violencia contra la mujer contiene 
disposiciones encaminadas a reducir la frecuencia de los actos de violencia contra la 
mujer, prestar a las víctimas los servicios necesarios, responsabilizar a los infracto-
res, fortalecer las medidas encaminadas a hacer cumplir la ley, perfeccionar las in-
vestigaciones y la reunión de datos y reformar la legislación inmigratoria a fin de 
ayudar a las mujeres inmigrantes golpeadas a escapar de quienes abusan de ellas. 
Dicha Ley autorizó la consignación de más de mil millones de dólares de los Esta-
dos Unidos en fondos federales para apoyar una amplia gama de programas, en par-
ticular, los siguientes: capacitación de policías, fiscales y jueces; apoyo a los alber-
gues y los programas de prevención de la violación; establecimiento de una línea te-
lefónica directa nacional sin costo para casos de violencia doméstica, y estableci-
miento de una base de datos nacional para mejorar la capacidad de los organismos 
de ejecución de la ley en los niveles local, de los estados miembros y federal para 
registrar y compartir la información344. En Filipinas, la Ley de 2004 sobre la lucha 
contra la violencia contra las mujeres y sus hijos tipifica como delitos a los actos de 
abuso físico, sexual, psicológico y económico en las relaciones íntimas. La Ley per-
mite que los tribunales expidan órdenes de protección temporales, y, para las muje-
res de las zonas rurales, dispone que las autoridades de las aldeas brinden protec-
ción. La Ley también creó un consejo interinstitucional para formular programas y 
proyectos345. 
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315. Los tribunales especializados pueden mejorar la eficiencia, minimizar la carga 
que recae sobre las víctimas y obtener mejores resultados en las causas cuando se ha 
impartido capacitación pertinente a los fiscales, los jueces y otros funcionarios del 
sistema judicial. Hay numerosos tipos distintos de tribunales especializados y en las 
formas más ambiciosas combinan diferentes componentes del sistema judicial, por 
ejemplo, civiles y penales, así como aspectos no jurídicos, tales como el acceso a 
servicios de apoyo y asesoramiento. Un tribunal modelo integrado de violencia do-
méstica ideado en los Estados Unidos, en el estado de Nueva York, ha sido implan-
tado en otras partes del mundo, entre ellas el Reino Unido346. En Sudáfrica, se crea-
ron 54 tribunales especializados en materia de delitos sexuales, que han reducido en 
alto grado el tiempo necesario para concluir las causas e incrementado las tasas de 
condena347. 

316. Las unidades policiales especializadas tienen la finalidad de brindar un entorno 
seguro a las mujeres que denuncian actos de violencia y mejorar la respuesta de la 
policía a la violencia contra la mujer por conducto de funcionarios especializados. 
La primera unidad policial de la mujer fue establecida en San Pablo (Brasil) en 
1985348. La práctica se extendió luego a toda América Latina, en particular a la Ar-
gentina, el Ecuador, el Perú y el Uruguay349. En la República Dominicana, el cum-
plimiento de la legislación sobre violencia doméstica está a cargo de seis Departa-
mentos de la Fiscalía dedicados exclusivamente a los casos de violencia doméstica; 
seis destacamentos policiales específicamente encargados de proteger a las mujeres 
contra la violencia, y un Juzgado de Instrucción y una Cámara Penal encargados ex-
clusivamente de los casos de violencia doméstica350. En Bélgica, la Unidad sobre la 
Trata de Seres Humanos se encarga de detectar los casos de trata de seres humanos, 
enviar alertas tempranas a las autoridades y actuar como centro de coordinación 
operacional de las fuerzas policiales del país351. 
 

6.  Otras ramas del derecho 

317. Como la violencia afecta a todos los aspectos de la vida de la mujer, es una 
buena práctica examinar las muchas otras ramas del derecho que pueden afectan a 
las víctimas/sobrevivientes. Los defensores de los derechos de la mujer han trabaja-
do con miras a incorporar la sensibilidad respecto de la violencia contra la mujer en 
ramas del derecho tan diversas como el divorcio, la guarda y los derechos de visita 
de los hijos, el abuso y el abandono de los niños, la asistencia pública y las presta-
ciones conexas, la inmigración, el empleo y la vivienda. Aún las mejores leyes que 
prevén recursos civiles y penales para los casos de violencia contra la mujer tienen 
una utilidad limitada si las víctimas están en situación de desventaja por efecto de 
otras normas jurídicas352. Por ejemplo, si una mujer migrante depende de la condi-
ción de su marido en materia de inmigración no es probable que denuncie la violen-
cia doméstica a la que esté sometida por temor a las consecuencias. Algunos países, 
como el Canadá, los Estados Unidos y los Países Bajos, han contemplado este pro-
grama permitiendo que las víctimas de violencia doméstica soliciten residencia per-
manente independientemente de si sus cónyuges apoyan su solicitud. 
 

7.  Aplicación del derecho internacional por los tribunales nacionales 

318. Una de las prácticas promisorias es el uso de los estándares jurídicos interna-
cionales sobre la violencia contra la mujer por los tribunales internos. En un caso de 
agresión a una mujer por parte de un hombre procesado por violación que estaba en 
libertad bajo fianza, la Corte Constitucional de Sudáfrica decidió que la policía y los 
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fiscales no habían cumplido el deber jurídico de tomar medidas para impedir que di-
cho hombre le causara daños353. Rechazando la solicitud de declaración de inconsti-
tucionalidad de algunas de las disposiciones principales de la legislación sobre vio-
lencia doméstica, la Corte decidió que con arreglo al derecho internacional, en parti-
cular la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación co-
ntra la Mujer, el Estado tenía el deber de promulgar leyes adecuadas y eficaces. La 
Suprema Corte de la India354 invocó las obligaciones internacionales del Gobierno 
de la India, en particular con arreglo a la Convención para la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Plataforma de Acción de Beijing, 
de establecer directrices y normas sobre el acoso sexual en el trabajo. Dichas nor-
mas debían ser observadas mientras no se hubiesen promulgado normas legislativas 
nacionales adecuadas. 
 

 

Recuadro 11 
Leyes nacionales en materia de violencia contra la mujer 

Durante el último decenio, numerosos Estados han sancionado leyes relati-
vas a diversas formas de violencia contra la mujer. La obligación de los Estados 
de poner en vigor un marco jurídico de lucha contra todas las formas de violencia 
contra la mujer fue examinada en la sección VI, en la cual también se considera-
ron las preocupaciones expresadas por los órganos creados por tratados acerca de 
la persistencia de lagunas. En el presente recuadro se destacan las leyes vigentes 
en cinco esferas respecto de las cuales los órganos creados por tratados han expre-
sado por lo común su preocupacióna. La información está actualizada al 30 de 
abril de 2006 b.  

 

Violencia doméstica 

En 89 Estadosc rigen actualmente disposiciones legislativas que se refieren 
específicamente a la violencia doméstica. En 60 de esos Estados hay leyes espe-
ciales sobre violencia doméstica; en siete hay leyes sobre violencia contra la mu-
jer; en uno hay una ley contra la violencia no referida a un género determinado; en 
14 los códigos penales tienen disposiciones específica sobre violencia doméstica; 
en cinco existen procedimientos civiles que permiten hacer salir del hogar a los in-
fractores, y en un Estado las normas sobre violencia doméstica están incluidas en 
el derecho de familia. Doce de los Estados que cuentan con normas legislativas 
específicas sobre violencia doméstica hacen referencia a la violencia intrafamiliar 
en lugar de a la violencia por motivos de género. Hay 102 Estados respecto de los 
cuales no se conoce que tengan disposiciones jurídicas específica sobre la violen-
cia doméstica. En 21 Estados existen proyectos de ley sobre la violencia domésti-
ca en diversas etapas de desarrollo, y otros cuatro Estados han expresado su inten-
ción de sancionar leyes o disposiciones específicas sobre la violencia doméstica. 

 

Violación en el matrimonio  

La violación en el matrimonio puede dar lugar a enjuiciamiento por lo menos 
en 104 Estados d. En 32 de ellos se ha tipificado a la violación en el matrimonio 
como un delito específico, mientras que los 74 restantes no exceptúan a la viola-
ción en el matrimonio de las disposiciones generales sobre la violación. La viola-
ción en el matrimonio no constituye delito por lo menos en 53 Estados. En cuatro 
Estados sólo se castiga penalmente la violación en el matrimonio cuando los cón-
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yuges están separados judicialmente. En cuatro Estados se está considerando la 
adopción de normas legislativas que permitan el enjuiciamiento de la violación en 
el matrimonio.  

 

Acoso sexual 

En 90 Estadose hay algún tipo de disposiciones legislativas contra el acoso 
sexual. En 11 de dichos Estados se han promulgado normas legislativas específi-
cas sobre el acoso sexual; en otros 31 Estados se ha reformado el código penal o la 
legislación penal para tipificar al acoso sexual como delito especial; en 18 Estados 
las normas sobre acoso sexual figuran en el código o en las leyes sobre el empleo; 
en 18 Estados figuran en las leyes de lucha contra la discriminación o sobre la 
igualdad de género; y en 12 Estados hay una combinación de disposiciones en esas 
tres esferas. Además, los tribunales de dos Estados han elaborado doctrinas de 
common law sobre el acoso sexual f. En siete Estados se están considerando pro-
yectos de ley sobre el acoso sexual.  

 

Trata 

En 93 Estados existen disposiciones legislativas sobre la trata de seres 
humanos. En 10 de ellos tales disposiciones legislativas sólo se aplican a los ni-
ños. Actualmente, existen proyectos de ley sobre la trata por lo menos en siete Es-
tados. 

 

Ablación o mutilación genital femenina 

En 15 de los 28 Estados africanos en los que se practica la ablación o mutila-
ción genital femenina se han promulgado leyes que tipifican a dicha práctica como 
delito. Además, un Estado promulgó una ley de salud pública que prohíbe la abla-
ción o mutilación genital femenina, dos Estados han prohibido dicha práctica por 
decretos ministeriales y en un Estado federal varios estados miembros la han tipi-
ficado como delito. En otros cinco Estados africanos se están considerando pro-
yectos de ley sobre la ablación o mutilación genital femenina. De los nueve Esta-
dos de Asia y la península arábiga en los que la ablación o mutilación genital fe-
menina es prevalente en determinados grupos, dos han promulgado normas jurídi-
cas que la prohíben. Además, 10 Estados de otras partes del mundo han promulga-
do leyes que tipifican a dicha práctica como delito. 

 
 

Notas 
a La investigación comprendió la legislación de 191 Estados. Las fuentes principales fueron 

los informes presentados por los Estados con arreglo a la Convención; las respuestas de los 
Estados Miembros al cuestionario enviado en relación con el examen y la evaluación dece-
nales de la Plataforma de Acción de Beijing y el Documento Final; las contribuciones de 
los Estados Miembros al estudio del Secretario General; los informes de la Relatora Espe-
cial sobre la violence contra la mujer, sus causas y consecuencias; los informes de la OIT; 
los informes de organizaciones no gubernamentales, y los sitios de los gobiernos en la 
Web. 

b Los datos en los que se basa este recuadro pueden encontrarse en el siguiente sitio Web: 
http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/index.htm 

c En esta cifra está comprendido el Canadá, donde no hay leyes federales sobre la violencia 
doméstica pero existen numerosas leyes a nivel provincial. 

d En las cifras siguientes sobre violación en el matrimonio no están incluidos 16 Estados res-
pecto de los cuales no se pudo obtener información. 

e Algunas medidas legislativas sobre el acoso sexual no son de alcance general. Por ejemplo, 
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algunos Estados tienen leyes que sólo comprenden a los empleados del sector público y otros 
se ocupan del acoso sexual en sus leyes sobre la moralidad. 

f Vishaka c. Estado de Rajastán y otros AIR, 1997 S.C 3011 (India); y Sindicato de Emplea-
dos Bancarios c. Republic Bank Ltd. Trade Dispute 17 of 1995 (Trinidad y Tabago). 

 
 

 C. Prácticas promisorias en materia de prestación de servicios 
 
 

319. En todo el mundo las mujeres sufren los efectos físicos, emocionales y psico-
lógicos de la violencia. También tienen que hacer frente a las consecuencias econó-
micas y sociales que afectan a sus vidas y sus relaciones, así como a su productivi-
dad y sus logros en materia de educación y empleo. Las víctimas/sobrevivientes de 
la violencia contra la mujer necesitan un acceso oportuno a los servicios de atención 
de la salud y los servicios de apoyo que dan una respuesta en el corto plazo a las le-
siones, las protegen contra nuevas infracciones y atienden las necesidades de largo 
plazo. Sin embargo, muchas de ellas no obtienen la ayuda que necesitan, porque en 
sus país los servicios de apoyo son muy escasos, porque no tienen acceso a los ser-
vicios o no conocen su existencia o porque, por cualquier razón, tienen renuencia en 
ponerse en contacto con esos servicios. Las buenas prácticas en materia de presta-
ción de servicios procuran resolver esos problemas. 

320. Los servicios de apoyo son prestados por diversos actores, por lo común por 
organismos estatales y organizaciones no gubernamentales. También pueden prestar 
apoyo las comunidades, los empleadores, los profesionales privados y los particula-
res. El apoyo a las víctimas/sobrevivientes requiere que el Estado otorgue financia-
ción y aliento, y se beneficia con la coordinación con las iniciativas de las organiza-
ciones no gubernamentales. Requiere actividades de formación y fortalecimiento de 
las capacidades en los distintos organismos estatales, como los de salud, ejecución 
de la ley, justicia, asistencia social y educación. 
 

1. Principios orientadores de las prácticas promisorias en materia de 
prestación de servicios 

321. Un conjunto cada vez más voluminoso de experiencias indica que las prácticas 
buenas o promisorias en la prestación de servicios se basan en una serie de princi-
pios generales, entre los cuales figuran los siguientes: 

• Promover el bienestar y la seguridad física y económica de las vícti-
mas/sobrevivientes y permitir que las mujeres se sobrepongan a las múl-
tiples consecuencias de la violencia y recompongan sus vidas 

• Garantizar que las víctimas/sobrevivientes tengan acceso a servicios ade-
cuados y dispongan de diversas opciones de apoyo que tengan en cuenta 
las necesidades particulares de acceso de las mujeres que sufren una dis-
criminación múltiple 

• Garantizar que los prestadores de servicios estén capacitados y sensibili-
zados respecto de las cuestiones de género, reciban una formación per-
manente y realicen su trabajo de conformidad con directrices, protocolos 
y códigos éticos claros y, dentro de lo posible, cuenten con personal fe-
menino 

• Mantener la confidencialidad y la privacidad de la víctima/sobreviviente 

• Cooperar y coordinar con todos los demás servicios para vícti-
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mas/sobrevivientes de violencia 

• Monitorear y evaluar los servicios prestados 

• Rechazar las ideologías que excusan o justifican la violencia de los hom-
bres o culpan a las víctimas. 

• Empoderar a las mujeres para tomar el control de sus vidas 
 

2. Formas de prestación de los servicios 

a) Servicios de salud 

322. El sistema de atención de la salud es frecuentemente el primer servicio que 
tiene contacto con las mujeres víctimas de la violencia. Es una buena práctica que el 
sistema de salud ofrezca diversas intervenciones para apoyar a las víctimas y garan-
tizar que no sean sometidas a una violencia adicional en los hospitales y los estable-
cimientos de atención de la salud. Algunos ejemplos de prácticas promisorias en es-
ta esfera son los protocolos de capacitación para los profesionales de la salud; la in-
corporación de los centros de servicios para las víctimas dentro del sistema de aten-
ción de la salud, y el establecimiento de sistemas de remisión que interconecten a 
los distintos sectores pertinentes, como los servicios de atención de la salud, aseso-
ramiento y vivienda, los organismos encargados de hacer cumplir la ley y los pro-
gramas para los infractores. 
 

Recuadro 12 
Centros integrales 

 

Una de las buenas prácticas más conocidas en materia de prestación de ser-
vicios consiste en agrupar los servicios en un solo lugar, frecuentemente denomi-
nado “Centro Integral”, una unidad interinstitucional para las vícti-
mas/sobrevivientes de la violencia doméstica o sexual. El primer servicio de esa 
índole se estableció en el mayor hospital general gubernamental de Malasia. La 
víctima/sobreviviente es primeramente examinada y tratada por un médico y den-
tro de las 24 horas es vista por un consejero en una sala de examen separada que 
protege la privacidad y la confidencialidad. Si se prevé que la víctima pueda co-
rrer peligro si regresa al hogar, el médico o el consejero hace los arreglos necesa-
rios para que vaya a un albergue de emergencia o dispone su internación en el pa-
bellón de accidentes y casos de urgencia durante 24 horas. Si la paciente opta por 
no ir a un albergue, se la exhorta a que regrese otro día para ver a un trabajador 
social en el hospital. También se la exhorta a que presente la denuncia policial en 
la unidad policial existente en el hospital. Si se trata de un caso de lesiones graves, 
la policía verá a la paciente en el pabellón para tomarle declaración e iniciar las 
investigaciones. Este modelo se está aplicando actualmente también en gran parte 
de Asiaa, así como en otros países, en particular en Sudáfricab. 

 

Notas 
a Véase la nota 305, ponencia presentada a la reunión del grupo de expertos en Viena, Kelly, L.. 
b Véase la nota 305, contribución de Sudáfrica al estudio. 
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b) Centros para casos de agresión sexual 

323. Las víctimas de violencia sexual, en particular de violación, necesitan recibir 
de inmediato atención de la salud y apoyo, y asimismo es preciso reunir las pruebas 
para la causa judicial que corresponda. Los exámenes físicos realizados después de 
haber sufrido violencia sexual pueden ser sentidos como una continuación de la vio-
lencia, o por lo menos como invasivos. La falta de acceso oportuno a tales servicios 
puede impedir que las mujeres obtengan las pruebas necesarias para formular un 
cargo de violación. Por consiguiente, los protocolos y directrices para los exámenes 
forenses en casos de violencia sexual son importantes, lo mismo que el acceso de las 
mujeres a dichos servicios. Los centros para casos de agresión sexual tienen el obje-
tivo de brindar una atención comprensiva de alto nivel a las víctimas de una reciente 
agresión sexual. Numerosos países tienen centros para casos de agresión sexual en 
los hospitales o centros de base comunitaria cerca de un hospital asociado. Algunos 
países, como el Canadá, tienen amplias redes de centros, mientras que otros, como 
Alemania, el Reino Unido y Suiza tienen varios centros, frecuentemente en las 
grandes ciudades, donde los grupos de mujeres o profesionales de la salud dedicados 
han hecho campañas para mejorar la prestación local de servicios355 

c) Líneas telefónicas directas y de ayuda 

324. Las líneas telefónicas directas y de ayuda brindan un valioso acceso a los sis-
temas de información y apoyo para las víctimas de la violencia contra la mujer y 
constituyen una buena práctica. Actualmente se considera que esas líneas de aseso-
ramiento son un componente estándar de los servicios en numerosos países. Como 
muchas mujeres vacilan en buscar ayuda, las líneas de asesoramiento tienen que 
preservar la privacidad y la confidencialidad de sus clientes y brindar información 
gratuitamente. Las nuevas tecnologías de la información y la comunicación amplían 
el potencial de dichas líneas de asesoramiento para prestar servicios en lugares ante-
riormente desprovistos y en distintos idiomas. 

325. El funcionamiento durante las 24 horas del día de por lo menos una línea tele-
fónica nacional de emergencia que brinde información, promoción, apoyo y aseso-
ramiento para las crisis constituye una buena práctica. Es vital que existan métodos 
adecuados a las condiciones locales para difundir información acerca de la línea de 
asesoramiento y asegurar que se cuente con recursos para que funcione. El Instituto 
Nacional de la Mujer de Costa Rica estableció en 1997 la línea telefónica gratuita 
“Romper el Silencio”, que funciona las 24 horas del día. Hubo un marcado incre-
mento de la cantidad de llamadas en los años 2000 y 2001 como resultado de la pu-
blicidad acerca de la línea y su coordinación con el número de emergencia del país. 
En la República de Corea, la línea directa 1366 ayuda y asesora a las víctimas de la 
violencia y se puede utilizar las 24 horas del día, con servicios de interpretación pa-
ra las víctimas de la trata356. El Gobierno de Croacia financia los gastos de funcio-
namiento de una línea directa dedicada nacional SOS para las víctimas de la trata357. 

d) Albergues 

326. Los primeros albergues fueron establecidos por organizaciones femeninas para 
satisfacer la necesidad de las mujeres de obtener de inmediato protección y atención 
al huir de situaciones de abuso. Con la evolución han llegado a ser mucho más que 
“casas de seguridad” y actualmente suelen prestar diversos servicios. Es una buena 
práctica garantizar que las mujeres tengan acceso a albergues que cumplan las nor-
mas de seguridad necesarias para protegerlas de nuevos actos de violencia. Según 
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las recomendaciones de un grupo de expertos del Consejo de Europa, en los alber-
gues para mujeres debe haber una plaza cada 7.500 habitantes y la norma mínima 
debe ser una plaza cada 10.000 habitantes358. La red europea Women Against Vio-
lence Europe ha elaborado normas de calidad para los albergues para mujeres359. 

327. Si bien tal vez los albergues para mujeres mantenidos por el Estado no sean 
siempre los mejores, es una buena práctica que el Estado ayude y aliente a las orga-
nizaciones no gubernamentales a establecer y mantener tales albergues, les suminis-
tre financiación y coopere con ellas en esa tarea. Por ejemplo, el primer centro de la 
Mujer en Kyiv (Ucrania) fue establecido merced a los esfuerzos coordinados de los 
grupos de mujeres y la administración municipal. Esta iniciativa fue seguida por el 
establecimiento de una serie de albergues en todo el país. Dichos albergues funcio-
nan las 24 horas del día y prestan servicios gratuitos, entre ellos, alojamiento para 
las mujeres y sus hijos, asistencia médica, asesoramiento jurídico y psicológico y 
algunas formas de apoyo social360. Dastak, formado por una organización no guber-
namental de Lahore (Pakistán), presta a las mujeres que huyen de sus hogares a cau-
sa de la violencia un servicio de residencias de transición que pueden utilizar las 
mujeres y las niñas de todas las edades y brinda seguridad, asistencia jurídica y ca-
pacitación técnica361. 

e) Grupos de autoayuda y servicios de asesoramiento 

328. Los grupos de autoayuda y servicios de asesoramiento son promisorios, pues 
prestan apoyo a las mujeres respetando su autonomía y alentando su independencia 
de decisión. El asesoramiento está a cargo de profesionales que trabajan con las víc-
timas/sobrevivientes, y los grupos de autoayuda son grupos de vícti-
mas/sobrevivientes que se prestan apoyo mutuo. Por ejemplo, el programa Mujer no 
Estás Sola, un grupo de autoayuda que se ocupa de la violencia doméstica en Costa 
Rica, procura dar a las mujeres la confianza y el apoyo que necesitan para poner fin 
a relaciones violentas o renegociarlas. Según se ha determinado, los factores que 
contribuyen al éxito de este grupo radican en que las mujeres se sienten empodera-
das escuchando a otras que han escapado de situaciones violentas; se sienten com-
prendidas y apreciadas pero no cuestionadas, y se les informa sobre sus derechos pe-
ro se les permite pensar por sí mismas362. En Serbia, el Centro Autónomo de la Mu-
jer de Belgrado es un ejemplo de servicios de asesoramiento para víctimas de la vio-
lencia. Las consejeras del centro aplican un código de ética y directrices y protoco-
los claros y reciben capacitación permanente. Aplican tres principios básicos para la 
prestación de servicios de asesoramiento: confiar en la experiencia de las mujeres, 
no culpar a las mujeres por la violencia que han sufrido y no dar consejos, sino 
promover la autodeterminación de las mujeres363. 

f) Servicios de asistencia jurídica 

329. Es frecuente que las mujeres víctimas/sobrevivientes de la violencia necesiten 
servicios de asistencia jurídica para diversas cuestiones, tales como divorcio, guarda 
de los hijos, pensiones alimenticias, acuerdos de separación de bienes, vivienda, 
empleo y juicios civiles. Es una práctica promisoria que existan estos servicios, en 
particular los de asesoramiento y asistencia letrada gratuitos para mujeres indigen-
tes. Los servicios de asistencia jurídica pueden ser prestados como parte de un mo-
delo integrado de apoyo o por centros de asistencia jurídica, servicios jurídicos co-
munitarios o redes de abogadas que trabajan gratuitamente. La prestación de asis-
tencia y asesoramiento jurídicos gratuitos a las mujeres indigentes es una práctica 
promisoria. GABRIELA, una organización no gubernamental de Filipinas, integra la 
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prestación de servicios de asistencia jurídica con servicios de asesoramiento, visitas 
en el hogar y albergues364. Si bien por lo común los servicios de asistencia jurídica a 
las víctimas de la violencia contra la mujer son prestados por organizaciones de la 
sociedad civil, es una buena práctica que los gobiernos apoyen esos proyectos, en 
particular brindando financiación. 

g) Servicios para las víctimas de la trata 

330. Las víctimas de la trata tropiezan con numerosos obstáculos para obtener acce-
so a los servicios, porque frecuentemente tienen miedo de las represalias de las re-
des de trata; carecen de conocimientos jurídicos básicos y de confianza en los siste-
mas jurídicos; muchas temen ser detenidas, sancionadas y deportadas, y frecuente-
mente tienen dificultades idiomáticas365. Sus necesidades inmediatas consisten en 
obtener protección, asistencia médica y acceso a servicios de asesoramiento jurídico 
y de otra índole. Si son repatriadas, necesitan servicios en sus países de origen. Las 
buenas prácticas en materia de prestación de servicios a las víctimas de la trata de-
ben tener en cuenta esas complejidades. 

331. En Bosnia y Herzegovina, el Gobierno brinda asistencia letrada gratuita a las 
víctimas de la trata y financia parcialmente los albergues para dichas víctimas admi-
nistrados por organizaciones no gubernamentales. Una importante política surgida 
de la colaboración entre el Gobierno y las organizaciones no gubernamentales es el 
reconocimiento oficial del trauma sufrido por las víctimas de la trata, a quienes con-
siguientemente se les dan 15 días de estada en el albergue antes de entrevistarlas. 

332. En Italia, las víctimas de la trata pueden recibir permisos de residencia si su 
vida está en peligro o si corren un nuevo riesgo de explotación. El permiso de resi-
dencia da a la víctima de la trata la posibilidad de trabajar y la obliga a participar en 
un programa de asistencia y reintegración social, durante el cual puede reflexionar 
acerca de si desea denunciar el delito a la policía. La persona que ha sido objeto de 
la trata recibe asistencia médica y psicológica, asesoramiento jurídico y oportunida-
des de capacitación y educación, que son brindadas en cooperación entre las organi-
zaciones no gubernamentales, los agentes de la ley y las autoridades locales. 

333. En Rumania, un programa ejecutado por la organización no gubernamental 
Reaching Out brinda albergue, asesoramiento y asistencia médica, educacional y 
vocacional, así como apoyo a la preparación para la vida, a las mujeres y niñas obje-
to de la trata para fines de explotación sexual. La organización ayuda a las mujeres 
objeto de la trata a encontrar alojamiento cuando salgan del albergue y sigue pres-
tándoles servicios de asesoramiento.366 

h) Servicios para las víctimas/sobrevivientes de la violencia contra la mujer 
durante los conflictos armados y después de ellos 

334. Durante los conflictos armados y después de ellos, una cantidad desproporcio-
nada de mujeres pueden sufrir determinadas formas de violencia y también pueden 
ser blanco de formas de violencia por motivos de género. Como resultado de ello, su 
bienestar físico, psicológico y reproductivo puede resultar gravemente afectado. Las 
mujeres han sido blanco de violencia sexual, en particular violación, durante los 
conflictos armados. Algunas de las consecuencias de dicha violencia son la exposi-
ción a infecciones de transmisión sexual, en particular el VIH/SIDA, y los embara-
zos no deseados o forzados. Además, las mujeres que son desplazadas por la fuerza 
o son refugiadas corren un alto riesgo de violencia por motivos de género. Para 
prestar asistencia a las víctimas/sobrevivientes de la violencia contra la mujer se re-
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quiere una amplia gama de servicios: servicios médico completos, en particular ac-
ceso al aborto en condiciones de seguridad; asesoramiento; albergue; suministro de 
artículos y servicios de primera necesidad, como alimentos, agua y saneamiento, y 
educación y servicios comunitarios. 
 

3. Coordinación y cooperación interinstitucional 

335. La cooperación interinstitucional y la coordinación en la prestación de 
servicios constituye una buena práctica, pues para establecer servicios y prestar 
apoyo a las víctimas y aplicar sanciones a los infractores se requiere la interrelación 
de una serie de organismos y servicios. Las mujeres víctimas/sobrevivientes 
frecuentemente se enfrentan a diversos problemas prácticos, relacionados con el 
derecho penal y el derecho civil, así como con cuestiones en materia de vivienda y 
empleo. En muchas respuestas coordinadas a la violencia contra la mujer, como los 
centros integrales y el modelo de Duluth (véanse los recuadros 12 y 13), se integran 
diversas formas de prestación de servicios. Singapur utiliza el enfoque “Muchas 
Manos que Ayudan” para luchar contra la violencia contra la mujer y elaboró un 
manual titulado “Gestión integrada de los casos de violencia familar en Singapur” 
en el que se detallan el protocolo, los procedimientos, los roles y las funciones de 
cada uno de los organismos que integran la red367. Grecia tiene un programa 
integrado de acción contra la trata de seres humanos en el que participan todos los 
ministerios competentes y una secretaría general para la igualdad de género. Forma 
parte del programa un foro permanente para el intercambio de opiniones e 
información entre los distintos ministerios y organizaciones no gubernamentales368. 
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Recuadro 13 
Modelo Duluth de enfoque comunitario coordinado de la 
violencia doméstica 

En la ciudad de Duluth (Minnesota, Estados Unidos) se puso en práctica uno 
de los primeros enfoques comunitarios coordinados de la violencia doméstica que 
pasó a ser un importante ejemplo en la materia. El programa de Duluth coordina di-
ferentes aspectos del sistema (en particular la policía, los tribunales penales y civi-
les y los oficiales de libertad condicional) y establece vínculos entre el sistema jurí-
dico y recursos como albergues para mujeres golpeadas y actividades de promoción 
programasa. Este enfoque ha sido repetido en numerosos países en todo el mundo, 
entre ellos, una serie de países en toda Europa central y oriental y la ex Unión So-
viéticab. 

 

Notas 
a Pence, E. y otros, Coordinated Community Response To Domestic Assault Cases: A Guide For 

Policy Development Rev. Ed. (Duluth, Domestic Abuse Intervention Project, 1996); Shepard, 
M. y Pence, E., coordinadores, Coordinating Community Responses To Domestic Violence: Les-
sons From Duluth And Beyond (Thousand Oaks, Sage Publications, 1999). 

b  Véase Open Society Institute “Violence against las mujeres”, en el sitio Web 
http://www.soros.org/initiatives/women/focus_areas/h_violence, y nota 305, UNIFEM, 2003, pág. 58. 

 
 
 

 D. Prácticas promisorias en materia de prevención 
 
 

336. Los esfuerzos de prevención son de tres categorías: primaria – detener la vio-
lencia antes de que ocurra –; secundaria – dar una inmediata respuesta después de 
que la violencia haya ocurrido a fin de limitar su extensión y sus consecuencias –; y 
terciaria – brindar atención y apoyo a largo plazo a las mujeres que hayan sufrido 
actos de violencia369. En la presente sección se centra la atención en las prácticas 
promisorias en materia de prevención primaria de la violencia contra la mujer. 

337. La prevención primaria exige que se cambien las actitudes y se cuestionen los 
estereotipos existentes en la sociedad y que se preste asistencia a las comunidades 
que procuran poner fin a la aceptación de la violencia contra la mujer. También re-
quiere el empoderamiento político y económico de las mujeres, para superar su po-
sición subordinada en la sociedad. Sigue siendo difícil evaluar la incidencia de las 
distintas medidas de prevención. Las organizaciones no gubernamentales fueron 
pioneras en los esfuerzos de prevención realizando actividades de promoción, con-
cienciación y movilización comunitaria, pero los Estados han pasado a tener una ac-
tividad cada vez mayor en esta esfera. Han procurado crear un entorno propicio y no 
discriminatorio, elaborar planes de acción nacionales y promover la seguridad pú-
blica, los esfuerzos en materia de educación y la participación de los medios de co-
municación. 
 

1. Principios orientadores de las prácticas promisorias 
en materia de prevención 

338. La experiencia sugiere que las prácticas buenas o promisorias en materia de 
prevención primaria deben basarse en una serie de principios orientadores, entre los 
cuales figuran las siguientes: 
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• Dar prioridad a la prevención de la violencia contra la mujer en todas las polí-
ticas y programas 

• Asignar en todos los sectores recursos específicos para las actividades de pre-
vención 

• Buscar apoyo político para inversiones sostenidas a largo plazo en prevención 

• Elaborar estrategias de prevención que enfrenten las causas de la violencia co-
ntra la mujer, en particular la persistencia de los estereotipos de géneros 

• Determinar objetivos claros, en los que se defina qué es lo que se quiere cam-
biar mediante las estrategias de prevención, y cómo, y establecer un proceso de 
monitoreo y evaluación 

• Garantizar que las perspectivas y las voces de las mujeres, en particular las víc-
timas/sobrevivientes, ocupen un lugar central en la elaboración de estrategias 
de prevención 

• Trabajar con una muestra representativa de interesados, en particular órganos 
gubernamentales, organizaciones no gubernamentales, organizaciones de traba-
jadores y empleadores y líderes comunitarios locales, para elaborar estrategias 
inclusivas eficaces 

• Comprometer proactivamente a los hombres y los niños en la elaboración y la 
aplicación de estrategias para la prevención de la violencia masculina contra la 
mujer 

• Hacer hincapié en que la violencia contra la mujer es inaceptable y su elimina-
ción es una responsabilidad pública 

• Promover la seguridad de las mujeres, en caso necesario modificando los am-
bientes físicos 

• Garantizar que los esfuerzos de prevención sean holísticos, tengan en cuenta la 
discriminación múltiple y siempre que sea posible estén conectados con otras 
cuestiones fundamentales para las mujeres, como la del VIH/SIDA. 

 

2. Estrategias de prevención 

a) Campañas y actividades de promoción  

339. Las actividades de promoción, en especial las campañas encaminadas a expo-
ner la violencia contra la mujer y transmitir el mensaje de que es inaceptable, siguen 
siendo un medio para estimular los cambios y constituyen una buena práctica. Ele-
van el nivel de conciencia de las mujeres acerca de sus derechos y de los recursos y 
servicios disponibles. Si bien esas campañas comenzaron como iniciativas del mo-
vimiento de las mujeres, numerosos gobiernos han pasado a incluirlas ordinariamen-
te en las estrategias de concienciación y prevención. Las campañas han utilizado 
distintos medios, entre ellos, el teatro, manifestaciones, vigilias, impresos, radio, te-
levisión y la Internet. 

340. En Escocia, la campaña de tolerancia cero es un ejemplo de una campaña sos-
tenida nacional de cinco años de duración, que presentó los nexos entre la violación, 
el acoso sexual, la violencia doméstica y el abuso sexual de los niños. La campaña 
fue llevada a cabo por una organización no gubernamental y fue apoyada por el Es-
tado. Este proyecto utilizó técnicas de diseño gráfico y publicidad social, utilizando 
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imágenes invitantes junto con consignas intransigentes, como “Ningún hombre tiene 
el derecho”, que se exhibieron en vallas publicitarias, en autobuses y en otros luga-
res públicos. Cada fase de la campaña estuvo vinculada con las investigaciones y 
acompañada por trabajos sobre las “tres p” – prestación, protección y prevención. 

341. El Gobierno de Australia llevó a cabo en 2004 una campaña de condena de la 
violencia doméstica y sexual. La campaña consistió en avisos de televisión, radio, 
cine y revistas, un folleto informativo para los hogares, un conjunto de materiales 
para las escuelas, un sitio Web y una línea telefónica directa nacional durante las 24 
horas del día370. Análogamente, el Gobierno de Dinamarca realizó en 2003 una cam-
paña comprensiva nacional sobre el tema “Detener la violencia contra la mujer – 
Romper el silencio”. La campaña, que se llevó a cabo en danés, inglés, árabe, turco 
y somalí, se proponía romper el tabú que rodea a la violencia contra la mujer e in-
formar a las mujeres acerca de sus derechos y opciones371. 

342. La Asociación de Mujeres Periodistas de la República Unida de Tanzanía, una 
organización no gubernamental, llevó a cabo en 1998 una campaña comprensiva en 
los medios de comunicación para promover la sanción de la Ley de normas especia-
les sobre delitos sexuales, que tipificaba como delito la ablación o mutilación geni-
tal femenina. La campaña empleó encuestas sociales y periodísticas, programas de 
radio y televisión y noticieros y crónicas multimedios. Hubo interacción entre orga-
nizaciones no gubernamentales, profesionales de los medios de comunicación y ar-
tistas teatrales. Se produjeron materiales educacionales, carpetas de información, un 
llamamiento/manifiesto internacional, y un sitio Web en inglés, francés y árabe 
(www.stopfgm.org)372. 

343. A partir de 1991 se lleva a cabo entre el 25 de noviembre y el 10 de diciembre 
de cada año una campaña mundial a cargo de organizaciones no gubernamentales, 
llamada “16 Días de activismo contra la violencia contra la mujer por motivos de 
género”. Han participado grupos de casi todos los países del mundo. La campaña 
elabora un conjunto de materiales para la acción a nivel mundial y materiales loca-
les para elevar el nivel de conciencia acerca de la violencia contra la mujer y vincu-
larla con otros acontecimientos y cuestiones, como el VIH/SIDA. La campaña tam-
bién brinda un foro mundial para que los organizadores elaboren y compartan estra-
tegias. En 2005, se llevaron a cabo actividades en unos 130 países, en distintos nive-
les y sectores gubernamentales, partes del sistema de las Naciones Unidas y organi-
zaciones no gubernamentales internacionales y locales. La campaña “16 Días de Ac-
tivismo” es un ejemplo de participación de los gobiernos en una campaña iniciada 
por la sociedad civil, así como del uso eficaz y creativo de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación373. 

b) Movilización comunitaria 

344. Las estrategias de movilización a nivel comunitario pueden contribuir a la pre-
vención de la violencia contra la mujer374. Una buena práctica de movilización co-
munitaria comprende un proceso participativo y el compromiso de todos los niveles 
de la sociedad, entre ellos, representantes de los gobiernos locales, líderes de la co-
munidad, organizaciones no gubernamentales y grupos de mujeres. 

345. En Uganda, el programa “Elevando las voces”, llevado a cabo en Kampala, es 
un esfuerzo multisectorial a nivel comunitario de prevención que procura promover 
el cambio reduciendo la tolerancia de la violencia contra la mujer por parte de los 
consejos locales, la policía y la comunidad en general375. En Deir El Barsha (gober-
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nación de Minya, Alto Egipto), donde la ablación o mutilación genital femenina era 
una práctica generalizada, las organizaciones no gubernamentales recurrieron a la 
movilización comunitaria para informar a los líderes locales y religiosos acerca de 
los efectos negativos de la práctica. Dichos líderes a su vez se comunicaron con las 
familias dentro de sus esferas de influencia. Los aldeanos elaboraron un contrato so-
cial con arreglo al cual todos los habitantes de la aldea se comprometían a poner fin 
a la práctica: los padres convinieron en no someter a sus hijas a la ablación o muti-
lación genital, los hombres jóvenes se comprometieron a casarse con jóvenes no cir-
cuncidadas y las personas que practicaban la ablación o mutilación genital femenina 
se comprometieron a no seguir realizando esa actividad376. 

c) Trabajando con los hombres 

346. La lucha por transformar las relaciones de género y eliminar la violencia con-
tra la mujer no puede tener éxito sin la participación de los hombres. Hay promiso-
rios ejemplos de coaliciones en las que los hombres enfrentan la necesidad de pone 
fin al consentimiento de la comunidad en la violencia contra la mujer y apoyar los 
roles de liderazgo de las mujeres. Las estrategias encaminadas a comprometer a los 
hombres en la prevención de la violencia contra la mujer han comprendido esfuerzos 
por elevar el nivel de conciencia acerca de la cuestión de determinados grupos orga-
nizados – como las fuerzas armadas, los sindicatos, los equipos deportivos y la poli-
cía – así como campañas que utilizan modelos de rol masculino positivos para opo-
nerse a la violencia contra la mujer. 

347. La Campaña del Lazo Blanco alienta a los hombres y los niños a usar lazos 
blancos el 25 de noviembre – Día Internacional de la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer – como indicación de su compromiso personal de que jamás comete-
rán ni tolerarán actos de violencia contra la mujer ni permanecerán en silencio acer-
ca de ellos377. La campaña elaboró materiales educacionales y carpetas para la ac-
ción con el fin de transformar las actitudes de los hombres, que se distribuyeron en 
las escuelas, universidades, empresas y sindicatos. Desde su iniciación en el Canadá 
en 1991, la campaña del lazo blanco se extendió a 47 países de África, América La-
tina, Asia, Europa y el Pacífico378. 

348. El alcalde de un pueblo de Honduras obtuvo la ayuda de los hombres para 
educar a la comunidad sobre la violencia contra la mujer y vinculó la capacitación 
de los hombres sobre la cuestión de la violencia contra la mujer con la compra de 
nuevos equipos para fútbol. Numerosos hombres participaron activamente en la 
campaña y los clubes de fútbol masculinos comenzaron a llevar pancartas en las que 
se promovía el respeto de los derechos humanos de las mujeres antes de cada partido 
y en el intervalo entre los dos tiempos379. En Australia, el gobierno del estado de 
Nueva Gales del Sur también utilizó a famosos atletas masculinos para su campaña 
de educación de la comunidad titulada “La violencia contra la mujer – viola todas 
las reglas”, dirigida a los hombres de 21 a 29 años de edad380. 

d) Utilización de los medios de comunicación y la tecnología 
de la información 

349. La capacitación y la sensibilización de los periodistas y otros profesionales de 
la comunicación que informan sobre la violencia contra la mujer constituyen prácti-
cas promisorias, pues pueden mejorar la calidad de la información y contribuir a ele-
var el nivel de conciencia y comprensión de las causas y consecuencias de la violen-
cia contra la mujer por parte del público en general. En Nepal, las mujeres periodis-
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tas formaron un grupo de comunicación para monitorear los actos de violencia do-
méstica sobre los que se informa en los periódicos e impartir capacitación al perso-
nal de los medios de comunicación sobre la violencia contra la mujer, alentándolas a 
informar sobre los casos de violencia con sensibilidad respecto de la víctima-. 

350. El uso creativo de los medios populares para llegar a públicos más amplios 
también constituye una práctica promisoria. Un ejemplo es un vídeo musical elabo-
rado por Breakthrough, un grupo femenino de derechos humanos de la India, referi-
do a la violencia doméstica y el empoderamiento de las sobrevivientes. Llegó a más 
de 26 millones de hogares en toda la India y estuvo entre los 10 primeros lugares de 
las listas musicales del país381. 

351. La utilización de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, 
como los teléfonos celulares y la Internet pueden ser una buena práctica que permita 
difundir ampliamente la información y permitir la interacción entre los interesados 
de diversos lugares. El sitio Web www.stopfgm.org, ya mencionado, es un ejemplo 
del uso de la Internet como plataforma internacional para elevar el nivel de concien-
cia, analizar y difundir información y compartir las buenas prácticas en materia de 
eliminación de la ablación o mutilación genital femenina. 

e) Promoción de la seguridad pública 

352. Es una buena práctica hacer que el entorno físico sea seguro para las mujeres, 
y se han utilizado comunitarias auditorías de seguridad para detectar los lugares pe-
ligrosos, examinar los temores de las mujeres y solicitar a las mujeres sus recomen-
daciones para mejorar su seguridad. La prevención de la violencia contra la mujer 
debe ser un elemento explícito en la planificación urbana y rural y en el diseño de 
los edificios y residencias. Forma parte de la labor de prevención el mejoramiento 
de la seguridad del transporte público y los caminos que emplean las mujeres, por 
ejemplo hacia las escuelas e instituciones educacionales, los pozos, los campos y las 
fábricas. Por ejemplo, en la República Unida de Tanzanía, la iniciativa “Ciudades 
Más Seguras” fortalece la capacidad de las autoridades locales para resolver los pro-
blemas de inseguridad urbana en asociación con las comunidades locales y otros in-
teresados. Como parte de esta iniciativa se hicieron auditorías de seguridad, con par-
ticipación de mujeres en “caminatas exploratorias”, en las que se detectaron zonas 
inseguras y se recomendaron soluciones para que las autoridades competentes adop-
tasen medidas382. También se han puesto en práctica iniciativas encaminadas a me-
jorar la seguridad de las mujeres habitantes de campamentos de refugiados que salen 
a recoger leña. 

f) Educación y fortalecimiento de capacidades 

353. El sistema de educación formal puede ser utilizado como lugar clave para ele-
var el nivel de conciencia acerca de la violencia contra la mujer y atacar y erradicar 
los estereotipos de género. Entre las prácticas promisorias en esta esfera figuran la 
eliminación de los estereotipos de género en los planes de estudio; los programas de 
sensibilización de los maestros respecto de las cuestiones de género; la creación de 
un entorno escolar que rechace la violencia, y la organización de cursos especializa-
dos sobre derechos humanos, en particular los derechos de la mujer. 

g) Otras estrategias de prevención 

354. Hay muchos otros ejemplos de intervenciones y esfuerzos promisorios centra-
dos en la prevención. Las organizaciones no gubernamentales han organizado au-
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diencias y tribunales en los que las víctimas/sobrevivientes de la violencia contra la 
mujer relatan sus experiencias, exponiendo las realidades de dicha violencia y des-
tacando la necesidad de adoptar medidas de prevención. Los defensores de los dere-
chos de la mujer han hecho cabildeo ante los gobiernos y los parlamentarios para 
que impulsen con mayor vigor las estrategias de prevención. Los juicios sobre casos 
de violencia contra la mujer han sido utilizados para exponer las lagunas en materia 
de protección y recursos, así como la necesidad de más medidas de prevención. Las 
estrategias de prevención se basan en el trabajo con los infractores para lograr que 
las relaciones de género sean equitativas y en la capacitación básica de los miem-
bros de la comunidad en materia de resolución de conflictos. Se debe alentar y apo-
yar el intercambio de experiencias y enseñanzas dentro y fuera de fronteras, que ha 
permitido profundizar los conocimientos acerca de la prevención. 
 
 

 E. Desafíos en materia de aplicación 
 
 

355. A pesar de los progresos realizados en los últimos decenios y del surgimiento 
de prácticas promisorias en numerosas esferas, la lucha por eliminar la violencia co-
ntra la mujer sigue enfrentándose a múltiples desafíos. Al mismo tiempo, en la apli-
cación de algunas buenas prácticas se puede tropezar con obstáculos que deberán 
eliminarse. Por ejemplo, aun cuando es posible establecer procedimientos especiales 
para acelerar la denuncia, la investigación y el enjuiciamiento de los casos de vio-
lencia contra la mujer, en la práctica tales procedimientos pueden quedar margina-
dos y no recibir el apoyo y los recursos que necesitan para funcionar eficazmente. 
Al mismo tiempo también pueden determinar que los mecanismos generales de jus-
ticia, en particular la policía y los tribunales, no tengan las capacidades especializa-
das necesarias para ocuparse de los casos de violencia contra la mujer de manera 
profesional y eficaz. Análogamente, será necesario examinar críticamente los meca-
nismos alternativos de solución de controversias para determinar si son adecuados y 
analizar las consecuencias de trasladar la competencia sobre la cuestión de la vio-
lencia contra la mujer fuera del sistema general de justicia, en especial si en dichos 
mecanismos alternativos se da una elevada prioridad a la cohesión de la comunidad 
o la reputación de la familia, antes que a los derechos de las víctimas. 

356. Si bien el poder de acción de las mujeres y su empoderamiento son dimensio-
nes fundamentales de las buenas prácticas, no siempre está claro cuál es la forma 
más eficaz de procurar esos objetivos. Por ejemplo, las llamadas políticas de no de-
sistimiento, con arreglo a las cuales el Estado lleva adelante la investigación y el en-
juiciamiento aunque la víctima/sobreviviente desee desistir del caso, y la imposición 
de un castigo adecuado por los actos de violencia contra la mujer, en particular las 
penas de prisión, también pueden operar como un desincentivo para que las vícti-
mas/sobrevivientes formulen denuncias, si, por diversas razones, no quieren que su 
pareja responsable de abusos sea objeto de enjuiciamiento o privación de libertad. 
 

1. Inconstancia de los esfuerzos e insuficiencia de los recursos como 
indicación de la falta de voluntad política 

357. Los esfuerzos del Estado por enfrentar la violencia contra la mujer no son 
constantes ni sostenidos. Los órganos de derechos humanos creados por tratados han 
detectado numerosas deficiencias concretas en los esfuerzos por eliminar la violen-
cia contra la mujer a nivel nacional, como se indicó en la sección VI. Si bien las ra-
zones de esa falta de esfuerzos sistemáticas son variables, por lo común no se trata a 
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la violencia contra la mujer tan seriamente como a otros tipos de delitos o de abusos 
de los derechos humanos. El nivel de las inversiones y los recursos asignados a los 
servicios jurídicos y de apoyo, por no mencionar a la prevención, sigue siendo mí-
nimo en comparación con los que se asignan a muchas otras cuestiones. 
 

2. Falta de un enfoque comprensivo e integrado 

358. Si bien hay acuerdo general en que para eliminar la violencia contra la mujer 
se necesitan esfuerzos multisectoriales comprensivos y coordinados de múltiples in-
teresados, rara vez se realizan tales esfuerzos en gran escala o de manera sostenida. 
Aun cuando se han elaborado modelos de enfoques comprensivos integrados, su 
aplicación ha sido esporádica y su repetición no siempre ha sido exitosa, debido a la 
falta de componentes vitales, en particular los recursos. 
 

3. Falta de financiación 

359. Los esfuerzos por enfrentar la violencia contra la mujer que se realicen en las 
esferas jurídica, de servicios y de prevención requieren una corriente de financiación 
sostenida. Las principales fuentes de financiación son los Estados y los donantes. La 
financiación del Estado para esas iniciativas ha sido históricamente inadecuada. La 
financiación proveniente de los donantes está frecuentemente relacionada con pro-
yectos determinados, no es sostenida y a veces no está a la altura de las aspiraciones 
de los grupos de mujeres que trabajan sobre esas cuestiones. Para garantizar la via-
bilidad y la sostenibilidad, las iniciativas sobre la violencia contra la mujer requie-
ren una financiación con cargo al presupuesto general nacional y no sólo con cargo 
a fondos especializados. 
 

4. Falta de éxito en la lucha contra la impunidad 

360. Si bien continúan los esfuerzos por reformar los sistemas de justicia penal, en 
particular mediante la promulgación de nuevas leyes y el logro de una mayor efica-
cia en la aplicación de las normas legislativas, los autores de actos de violencia con-
tra la mujer siguen gozando de impunidad. Asegurar que los infractores sean lleva-
dos ante la justicia es más importante que incrementar las penas por los actos de 
violencia contra la mujer. En realidad, la exigencia de condenas y sanciones draco-
nianas puede tener la consecuencia no deseada de hacer disminuir la cantidad de de-
nuncias y declaraciones de culpabilidad. Al mismo tiempo, las mujeres pierden la fe 
en los sistemas de justicia en lo que las condenas son mínimas y no les dan protec-
ción alguna. 
 

5. La intersección de múltiples formas de discriminación 

361. La intersección de la dominación masculina con la raza, el origen étnico, la 
clase, la casta, la religión, la cultura, el lenguaje, la orientación sexual, la condición 
de migrante o de refugiada y la discapacidad – frecuentemente denominada “inter-
seccionalidad”– opera en muchos niveles en relación con la violencia contra la mu-
jer. La discriminación múltiple moldea las formas de violencia que experimentan las 
mujeres. Determina que algunas mujeres tengan más probabilidad de ser blanco de 
determinadas formas de violencia porque tienen una condición social inferior a la de 
otras mujeres y porque los infractores saben que dichas mujeres tienen menos op-
ciones de obtener asistencia o formular denuncias. 
 



    
   

0641977s.doc 119 
 

 A/61/122/Add.1

6. Falta de evaluación 

362. Si bien las investigaciones sobre las intervenciones se han ampliado conside-
rablemente, la capacidad para demostrar “qué es lo que funciona” sigue siendo limi-
tada. Se han dedicado recursos insuficientes a la elaboración de metodologías que 
permitan rastrear los sutiles y profundos cambios necesarios para poner fin a la vio-
lencia contra la mujer. El constante diálogo entre los organismos estatales, las orga-
nizaciones no gubernamentales y los investigadores podría contribuir a la elabora-
ción y el perfeccionamiento de nuevas mediciones adecuadas para diversos niveles 
de análisis. 
 
 

 VIII. Conclusión y recomendaciones 
 
 

 A. Conclusión 
 
 

363. Como ha indicado el presente estudio, la violencia contra la mujer es un pro-
blema generalizado y grave que afecta a las vidas de innumerables mujeres y consti-
tuye un obstáculo para el logro de la igualdad, el desarrollo y la paz en todos los 
continentes. Pone en peligro la vida de las mujeres y les impide alcanzar el pleno 
desarrollo de sus capacidades. Obsta al ejercicio de sus derechos como ciudadanas; 
causa daños a las familias y las comunidades y refuerza otras formas de violencia en 
todas las sociedades, frecuentemente con consecuencias letales. 

364. La violencia contra la mujer es una violación de los derechos humanos, arrai-
gada en las relaciones de poder históricamente desiguales entre los hombres y las 
mujeres y la discriminación sistémica contra la mujer que está difundida tanto en la 
esfera pública como en la privada. El contexto general del que surge comprende las 
disparidades de poder manifestadas en el patriarcado, las normas y prácticas socio-
culturales que perpetúan la discriminación por motivos de género y las desigualda-
des económicas. Su alcance y su prevalencia reflejan el grado y la persistencia de la 
discriminación por motivos de género a que se enfrentan las mujeres, que frecuen-
temente resulta agravada por otros sistemas de dominación. Por consiguiente, la vio-
lencia contra la mujer debe abordarse en el contexto de los esfuerzos por poner fin a 
todas las formas de discriminación, promover la igualdad de género y el empodera-
miento de las mujeres y crear un mundo en el que todas las mujeres gocen de todos 
sus derechos humanos. 

365. En el presente estudio se reseñan numerosas formas y manifestaciones de la 
violencia contra la mujer en una amplia gama de escenarios, en particular la familia, 
la comunidad, las instituciones de internación y prisiones estatales, los conflictos 
armados y las situaciones en que se encuentran los refugiados y los desplazados in-
ternos. Dicha violencia tiene carácter continuo a lo largo de la vida de las mujeres y 
atraviesa las esferas pública y privada, y frecuentemente las distintas formas de vio-
lencia se refuerzan mutuamente. La violencia contra la mujer asume frecuentemente 
una forma física directa, pero también puede consistir en abuso psicológico y priva-
ción económica. A pesar del cada vez mayor reconocimiento de las múltiples formas 
y manifestaciones de la violencia contra la mujer, aún sigue siendo insuficiente el 
volumen de datos comprensivos que permitan determinar el alcance y la magnitud 
de las diversas formas de dicha violencia. 



    

120 0641977s.doc 

 

A/61/122/Add.1  

366. Si bien la violencia contra la mujer es universal y está presente en todas las so-
ciedades y las culturas, asume distintas formas y es experimentada de manera dife-
rente. Las formas de violencia a que las mujeres se ven sometidas y las maneras en 
que la experimentan están frecuentemente moldeadas por la intersección del género 
con otros factores como la raza, el origen étnico, la clase, la edad, la orientación 
sexual, la discapacidad, la nacionalidad, la condición jurídica, la religión y la cultu-
ra. Por consiguiente, para erradicar la violencia contra todas las mujeres se necesitan 
estrategias diversas que tengan en cuenta esos factores que se entrecruzan. 

367. Durante los dos últimos decenios, ha habido importantes progresos en la elabo-
ración de los estándares y normas internacionales para hacer frente a la violencia 
contra la mujer y en el logro de un acuerdo acerca de dichos estándares y normas. 
Ellos forman un punto de partida para el compromiso de los Estados y los demás in-
teresados, en particular el sistema de las Naciones Unidas, de trabajar para poner fin 
a la violencia contra la mujer. La responsabilidad y las obligaciones de los Estados 
de hacer frente a la violencia contra la mujer son concretas y claras y abarcan tanto 
a la violencia cometida por agentes del Estado como a la proveniente de actores no 
estatales. Los Estados tienen el deber de prevenir los actos de violencia contra la 
mujer; investigar y enjuiciar tales actos cuando ocurran y castigar a los infractores, 
y otorgar recursos y reparación a las personas contra quienes se hayan cometido ac-
tos de violencia. 

368. En un grado inaceptable, tales obligaciones no se están cumpliendo. La impu-
nidad por la violencia contra la mujer agrava los efectos de dicha violencia como 
mecanismo de control de los hombres sobre las mujeres. Cuando el Estado no res-
ponsabiliza a los autores de actos de violencia y las sociedad tolera expresa o táci-
tamente a dicha violencia, la impunidad no sólo alienta nuevos abusos, sino que 
también transmite el mensaje de que la violencia masculina contra la mujer es acep-
table o normal. El resultado de esa impunidad no consiste únicamente en la denega-
ción de justicia a las distintas víctimas/sobrevivientes, sino también en el refuerzo 
de las relaciones de género reinantes y asimismo reproduce las desigualdades que 
afectan a las demás mujeres y niñas. 

369. Hay una importante e inaceptable laguna entre los estándares internacionales 
sobre la violencia contra la mujer y el compromiso concreto de capital político y re-
cursos para hacer efectivos dichos estándares. Es necesario clarificar los caracteres 
específicos de las obligaciones del Estado en los diversos contextos en que se pro-
duce la violencia contra la mujer. La existencia de una variedad de circunstancias y 
limitaciones permite que los distintos Estados tomen medidas diferentes, pero no 
excusa la inacción del Estado. 

370. En lo tocante a la prevención, el castigo y la eliminación de la violencia contra 
la mujer, el Estado tiene una responsabilidad que no puede trasladar a otros actores. 
Sin embargo, la formación de asociaciones con las organizaciones no gubernamenta-
les y otros actores de la sociedad civil y el sector privado tiene importantes ventajas, 
en especial habida cuenta de que las organizaciones de mujeres frecuentemente apli-
can experimentalmente programas que los gobiernos pueden apoyar y repetir o insti-
tucionalizar. Además, la elaboración de estrategias estatales para hacer frente a la 
violencia debería basarse en las experiencias de las mujeres y requiere su participa-
ción. 

371. El movimiento de las mujeres ha sido un medio para detectar una amplia gama 
de formas en que las mujeres experimentan la violencia y señalarlas a la atención 
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nacional y mundial. Sin embargo, ninguna enumeración de formas de violencia en 
un momento dado puede ser exhaustiva, pues la violencia masculina contra la mujer 
cambia continuamente, reflejando la dinámica social, económica y política. Nuevas 
tecnologías, como la Internet, o nuevas circunstancias, como las zonas de libre co-
mercio, pueden determinar nuevas formas de violencia contra la mujer. Los Estados 
deben estar preparados para enfrentar las nuevas formas de violencia contra la mujer 
a medida que vayan apareciendo y se las vaya detectando. 

372. La violencia contra la mujer es compleja y diversa en sus manifestaciones. Esa 
propia diversidad demuestra que no es inmutable ni inevitable. Las condiciones pro-
picias para la violencia contra la mujer son socialmente producidas y, consiguiente-
mente, los procesos por los cuales son producidas pueden ser modificados. Si se de-
dican la voluntad política y los recursos necesarios a su erradicación y a garantizar 
que las mujeres puedan gozar de todos sus derechos humanos, la violencia contra la 
mujer podrá ser reducida en alto grado, y en definitiva eliminada. Las tareas de rea-
lizar la igualdad de género y poner fin a la violencia contra la mujer no deben ser 
tratadas como facultativas o marginales. Para hacer frente a la violencia contra la 
mujer se necesita una respuesta coordinada, en todos los planos y en todos los secto-
res. Se necesitan fuertes mecanismos institucionales en los niveles local, nacional, 
regional e internacional a fin de asegurar la acción, la coordinación, el monitoreo y 
la responsabilización. 

373. La continua y generalizada violencia contra la mujer en todo el planeta alimen-
ta las culturas de violencia y socava el progreso hacia los objetivos de derechos 
humanos, desarrollo y paz. Hay mucho en juego para toda la humanidad en el es-
fuerzo encaminado a poner fin a la violencia contra la mujer. Ha llegado la hora de 
que todas las naciones y los pueblos hagan de esta tarea una prioridad local, nacio-
nal, regional y mundial. 
 
 

 B. Poner fin a la impunidad y tomar medidas para eliminar 
la violencia contra la mujer 
 
 

374. Se han formulado recomendaciones detalladas para la acción sobre la violencia 
contra la mujer en acuerdos intergubernamentales como la Declaración y Plataforma 
de Acción de Beijing y en informes, estudios y directrices de los órganos, organis-
mos y mecanismos de las Naciones Unidas, así como por académicos y organizacio-
nes no gubernamentales. Sin embargo, sigue habiendo importantes lagunas en su 
aplicación efectiva. Las presentes recomendaciones complementan a las existentes y 
tienen la finalidad de acelerar la aplicación de los estándares, normas y compromi-
sos existentes383. 

375. Las presentes recomendaciones se limitan a seis esferas claves de acción a ni-
vel nacional. También se dirigen recomendaciones concretas a nivel interguberna-
mental y al sistema de las Naciones Unidas. En ellas se destaca, en particular, el pa-
pel de la Asamblea General en asegurar que los distintos interesados adopten medi-
das significativas de seguimiento y aplicación. Los Estados Miembros y la comuni-
dad internacional deben reconocer la devastadora incidencia que cualquier demora 
en tomar esas medidas limitadas pero capitales ha de tener en las mujeres y en sus 
familias y comunidades. En conjunto, esas recomendaciones constituyen una estra-
tegia clara para que los Estados Miembros y el sistema de las Naciones Unidas rea-
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licen progresos mensurables en la prevención y la eliminación de la violencia contra 
la mujer. 
 

1. Recomendaciones a nivel nacional 

376. Las siguientes recomendaciones estratégicas surgidas del presente estudio son 
claves para llevar adelante el programa de eliminación de la violencia contra la mu-
jer. Dichas recomendaciones están interrelacionadas y todas ellas son fundamentales 
para lograr un enfoque eficaz, sistemático y comprensivo de la tarea de poner fin a 
la violencia contra la mujer. 

a) Asegurar la igualdad de género y proteger los 
derechos humanos de las mujeres  

377. La violencia contra la mujer es a la vez causa y consecuencia de la discrimina-
ción contra las mujeres y de su desigualdad y su subordinación. Los Estados tienen 
la obligación de respetar, proteger, promover y cumplir todos los derechos humanos, 
inclusive el derecho de las mujeres a verse libres de discriminación. No hacerlo da 
como resultado la violencia contra la mujer, y la exacerba. 

378. Por consiguiente, se recomienda que los Estados: 

• Garanticen que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
sean respetados, protegidos y cumplidos 

• Ratifiquen sin reservas todos los tratados sobre derechos humanos, en particu-
lar la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer y su Protocolo Facultativo 

• Garanticen que las mujeres conozcan sus derechos y estén en condiciones de 
reclamarlos y ejercerlos 

• Eduquen a los hombres y las mujeres, los niños y las niñas acerca de los dere-
chos humanos de las mujeres y de su obligación de respetar los derechos de los 
demás 

• Garanticen que las mujeres tengan acceso a la justicia y a la igual protección 
de las leyes y que los autores de actos de violencia contra la mujer no gocen de 
impunidad 

• Reconozcan y protejan el derecho de las mujeres para controlar sus cuerpos y 
su sexualidad 

• Aseguren los derechos de la mujer a la herencia, la propiedad, la vivienda y la 
seguridad social, entre el ámbito de los derechos económicos y sociales 

• Utilicen evaluaciones de la incidencia de género para garantizar que las políti-
cas sociales y económicas, entre ellas la planificación del desarrollo, no perpe-
túen ni exacerben la violencia contra la mujer, sino que apoyen activamente la 
prevención y la eliminación de la violencia contra la mujer 

• Respondan a las distintas experiencias de violencia de las mujeres, pues dichas 
experiencias son moldeadas por la intersección del género con otros factores 
como la raza, el origen étnico, la clase, la edad, la condición de portadora o no 
de VIH, la orientación sexual, la discapacidad, la nacionalidad, la condición 
jurídica, la religión y la cultura 
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b) Ejercer liderazgo para poner fin a la violencia contra la mujer 

379. El liderazgo para poner fin a toda clase de violencia contra la mujer y apoyar 
las actividades de promoción a este respecto es capital en todos los niveles (local, 
nacional, regional e internacional) y en todos los sectores (comprendiendo a los ac-
tores estatales, los formadores de opinión, los dirigentes empresariales, las organi-
zaciones de la sociedad civil y los líderes comunitarios). Poner fin a la impunidad y 
responsabilizar a los autores de actos de violencia contra la mujer son acciones fun-
damentales para prevenir y reducir dicha violencia y son expresiones visibles del 
compromiso de los Estados de tomar medidas 

380. Consiguientemente, se recomienda que: 

• Los Estados se expresen públicamente con energía sobre la urgente necesidad 
de poner fin a la violencia contra la mujer y responsabilizar públicamente a los 
autores de todos los actos de violencia, y sometan a examen público las actitu-
des institucionales y culturales que fomenten, justifiquen o toleren la violencia 
contra la mujer y eliminen tales actitudes 

• Los Estados no cometan actos de violencia contra la mujer y garanticen que 
ningún agente del Estado cometa tales actos, incluso tomando medidas puniti-
vas o disciplinarias contra todo agente del Estado que lo haga, prevengan los 
actos de violencia contra la mujer cometidos por actores no estatales, enjuicien 
y castiguen a todos los infractores y otorguen recursos y reparación a las víc-
timas 

• Los líderes de las comunidades locales y los formadores de opinión (incluso en 
las escuelas, las instituciones religiosas y tradicionales, las organizaciones co-
munitarias, los sindicatos, las empresas y los medios de comunicación) desem-
peñen un papel clave en la generación de voluntad política y acción sostenida 
para poner fin a la tolerancia de la comunidad respecto de la violencia mascu-
lina contra la mujer, y su complicidad en ella 

• Se estimule a los hombres y los niños a pronunciarse enérgicamente contra la 
violencia contra la mujer y a dejar de proteger a los infractores o tolerar sus 
actos de violencia 

• Se reconozca a las mujeres que lideran la acción para poner fin a la violencia 
contra la mujer en todos los niveles, y en especial en las organizaciones de ba-
se de mujeres, se les permita desarrollar su labor sin obstáculos y se les preste 
un activo apoyo en sus esfuerzos 

c) Colmar la brecha existente entre los estándares internacionales 
y las leyes, políticas y prácticas nacionales 

381. Aún no se ha logrado que los estándares y normas internacionales se apliquen 
suficientemente en la práctica. La impunidad de los autores (tanto estatales como no 
estatales) de actos de violencia contra la mujer se debe a que en los niveles nacional 
y local no hay acciones y medidas sustanciales de aplicación de los estándares inter-
nacionales. 

382. Consiguientemente, se recomienda que los Estados: 

• Ajusten las leyes, políticas y prácticas nacionales a los compromisos interna-
cionales 
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• Tomen medidas de seguimiento y aplicación de las recomendaciones emanadas 
de los exámenes periódicos de sus informes y de los procedimientos de comu-
nicación e investigación, según proceda, de los órganos de derechos humanos 
creados por tratados, en particular del Comité para la Eliminación de la Dis-
criminación contra la Mujer 

• Deroguen todas las leyes que discriminan contra la mujer; examinen y revisen 
todas las políticas y prácticas estatales a fin de garantizar que no discriminen 
contra la mujer, y garanticen que las disposiciones de los sistemas jurídicos 
múltiples, cuando existan, se ajusten a los estándares internacionales de dere-
chos humanos, en particular al principio de no discriminación 

• Garanticen la existencia de normas legislativas que enfrenten adecuadamente 
todas las formas de violencia contra la mujer 

• Actúen con la diligencia debida para prevenir la violencia contra la mujer; in-
vestiguen dicha violencia; enjuicien y castiguen a los infractores, sean ellos 
actores estatales o no estatales, y aseguren que las víctimas tengan acceso a 
medios de reparación 

• Tomen medidas positivas para enfrentar las causas estructurales de la violencia 
contra la mujer y fortalecer los esfuerzos de prevención dirigidos contra las 
prácticas y normas sociales discriminatorias 

• Instituyan planes de acción que sean monitoreados y actualizados periódica-
mente por los gobiernos en consulta con la sociedad civil, en particular las or-
ganizaciones no gubernamentales y los grupos y redes de mujeres 

• Promuevan el conocimiento por parte de las víctimas/sobrevivientes de sus de-
rechos y de los recursos de que disponen, así como de su capacidad para re-
clamarlos mediante un acceso efectivo a la justicia 

• Promuevan la capacidad de todo el personal de los sistemas jurídico y de justi-
cia penal, de salud y de educación para satisfacer las necesidades y garantizar 
los derechos de las víctimas/sobrevivientes mediante programas de educación 
profesional, capacitación y otras formas de fortalecimiento de las capacidades 

• Garanticen un apoyo apropiado para las mujeres víctimas/sobrevivientes me-
diante servicios adecuados y accesibles que fomenten la seguridad y el poder 
de acción de las mujeres 

• Protejan a las mujeres en los escenarios de conflicto y posteriores a los con-
flictos o derivados de su situación de refugiadas o desplazadas internas, en los 
cuales las mujeres son un blanco particular de la violencia y tienen limitadas 
posibilidades de solicitar y obtener reparación y tengan en cuenta la perspecti-
va de género en relación con el otorgamiento de asilo 

• Enfrenten las actitudes y los comportamientos estereotipados que contribuyen 
a la violencia masculina contra la mujer, trabajando especialmente con los 
hombres y los niños, y alienten a otros interesados a aplicar medidas como 
parte de la prevención de la violencia contra la mujer 

• Examinen y fortalezcan su trabajo con los infractores y en particular evalúen la 
incidencia de los programas de rehabilitación, con miras a ampliar las estrate-
gias disponibles para prevenir la violencia contra la mujer 
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d) Fortalecer la base de conocimientos sobre todas las formas de 
violencia contra la mujer para ilustrar la elaboración de 
políticas y estrategias 

383. Sigue siendo escasa la información confiable acerca del alcance y la extensión 
de la violencia contra la mujer, en especial sobre algunas de su formas. Son particu-
larmente escasos los datos que permitan apreciar y evaluar cuáles son las políticas y 
prácticas más eficaces para prevenir y enfrentar la violencia contra la mujer. Sin 
embargo, la escasez de datos no disminuye la obligación de los Estados de hacer 
frente a la violencia contra la mujer. 

384. Consiguientemente, se recomienda que los Estados: 

• Asuman la responsabilidad de una labor sistemática de reunión y análisis de 
los datos. Deberían llevar a cabo ese trabajo por sí mismos o en asociación con 
otros actores. Pueden hacerlo apoyando y facilitando la labor de las organiza-
ciones no gubernamentales, los académicos y otras personas dedicadas a esas 
actividades 

• Garanticen que los datos estén desagregados, no sólo por sexo, sino también 
por otros factores como raza, clase y discapacidad, según proceda 

• Garanticen que las oficinas nacionales de estadística y los demás órganos que 
participen en la reunión de datos sobre la violencia contra la mujer reciban la 
capacitación necesaria para realizar ese trabajo 

• Garanticen que la información obtenida mediante la reunión y el análisis de los 
datos se ponga a disposición general del público y que se tomen las medidas 
que correspondan en relación con dicha información, según proceda 

• Utilicen mediciones internacionalmente comparables acerca del alcance, la 
prevalencia y la incidencia de todas las formas y manifestaciones de la violen-
cia contra la mujer en sus actividades de reunión de datos, a fin de permitir el 
monitoreo de los progresos que realizan en lo tocante al cumplimiento de sus 
obligaciones de hacer frente a la violencia contra la mujer 

385. Asimismo es necesario que: 

• Los datos se reúnan de forma tal que se respeten la confidencialidad y los de-
rechos humanos de las mujeres y no se ponga en peligro la seguridad de las 
mujeres 

• Se elaboren datos de evaluación de las prácticas promisorias y se utilicen di-
chos datos a fin de facilitar la repetición, la ampliación y la institucionaliza-
ción de las intervenciones más eficaces 

• Se incorporen los datos sobre la violencia contra la mujer a las actividades na-
cionales e internacionales de reunión de datos, en particular las que se realicen 
en conjunción con la planificación de políticas y los procesos de aplicación pa-
ra las estrategias de mitigación de la pobreza y el monitoreo de los derechos 
humanos. Las oficinas nacionales de estadística tienen un papel clave que des-
empeñar en esas actividades 

• Se perfeccionen y desarrollen las metodologías de medición de los costos eco-
nómicos y relativos al desarrollo de la violencia contra la mujer para las vícti-
mas/sobrevivientes, los hogares y la sociedad en distintos escenarios. 
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e) Formar y mantener fuertes estrategias multisectoriales, coordinadas 
a nivel nacional e internacional 

386. La labor encaminada a poner fin a la violencia contra la mujer no puede con-
sistir en respuestas ad hoc, de un solo sector o relativas a una única cuestión, sino 
que debe ser un enfoque comprensivo, sistemático y sostenido que cuente con un 
apoyo suficiente y esté facilitado por mecanismos institucionales fuertes, dedicados 
y permanentes. En esa tarea deben participar sectores gubernamentales tales como 
los de justicia, salud, vivienda y educación, así como los de defensa, finanzas, rela-
ciones exteriores, agricultura y trabajo. La coordinación entre los distintos sectores 
y niveles es capital para ayudar a las mujeres que sobreviven a la violencia a tener 
un acceso efectivo a los servicios jurídicos, sociales y de salud, así como para mejo-
rar la labor de prevención. 

387. Consiguientemente, se recomienda que los Estados: 

• Ejerzan su función de coordinación en todos los sectores gubernamentales na-
cionales y locales como componente clave para construir estrategias sosteni-
bles para poner fin a la violencia contra la mujer 

• Crear mecanismos institucionales fuertes en los niveles local, regional y na-
cional para asegurar la acción, la coordinación, el monitoreo y la responsabili-
zación 

• Incorporar las actividades de prevención y reducción de la violencia masculina 
contra la mujer en una amplia gama de esferas programáticas, como el 
VIH/SIDA, la salud reproductiva, la planificación urbana, la inmigración, la 
mitigación de la pobreza, el desarrollo, las situaciones de conflicto y posterio-
res a los conflictos, así como las de los refugiados, y el socorro humanitario 

• Incorporar una comprensión completa de las causas y las consecuencias de la 
violencia contra la mujer en los planes de estudio pertinentes de los programas 
de educación y capacitación de todos los niveles, entre otros, en los programas 
de educación profesional de los trabajadores de la salud, los maestros, los 
agentes de la ley y los trabajadores sociales 

f) Asignar recursos y financiación suficientes 

388. La violencia contra la mujer empobrece a las personas, las familias, las comu-
nidades y los países. Los costos sociales, políticos y económicos que se derivan de 
permitir que continúe en toda su intensidad son grandes y exigen una inversión de 
análoga magnitud en la seguridad de las mujeres. Ese esfuerzo requiere una mayor 
voluntad política manifestada mediante la asignación de recursos financieros y 
humanos mucho mayores. 

389. Consiguientemente, se recomienda que los Estados: 

• Incrementen la financiación que destinan a prestar servicios adecuados a las 
víctimas/sobrevivientes y a asegurarles el acceso a la justicia y la reparación 

• Consideren los presupuestos de los niveles nacional y local desde una perspec-
tiva de género y corrijan los desequilibrios a fin de asegurar una más equitati-
va asignación de recursos para la eliminación de la discriminación y la violen-
cia contra la mujer 
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• Financien la labor sobre la violencia contra la mujer con cargo a los presu-
puestos nacionales 

• Obtengan recursos adicionales provenientes de fondos especializados y de do-
nantes para los programas encaminados a hacer frente a la violencia contra la 
mujer, en particular los países menos adelantados y los países que se encuen-
tren en conflicto o estén saliendo de una situación de conflicto 

390. También es necesario que los Estados, los donantes y las organizaciones inter-
nacionales: 

• Asignen recursos importantes para la eliminación de la discriminación contra 
la mujer, la promoción de la igualdad de género y la prevención y la repara-
ción de todas las formas y manifestaciones de la violencia contra la mujer 

• Suministren recursos para evaluar y monitorear la programación innovadora 
por parte de los gobiernos y las organizaciones no gubernamentales y apoyen 
la ampliación de las prácticas más promisorias y los proyectos experimentales 
exitosos 

 

2. Recomendaciones a nivel internacional 

391. A partir de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer se ha prestado una 
creciente atención a la violencia contra la mujer en todo el sistema de las Naciones 
Unidas, tanto en órganos intergubernamentales como en los órganos de expertos, así 
como en las entidades del sistema de las Naciones Unidas. 

392. Esos esfuerzos aún no han producido una respuesta comprensiva, sistemática, 
bien coordinada y dotada de recursos apropiados. Como resultado de ello, la aplica-
ción de los compromisos, las normas y los estándares es limitada. Por otra parte, 
también es necesario considerar las preocupaciones emergentes, como la vincula-
ción entre la violencia contra la mujer y las demás cuestiones, las nuevas formas de 
violencia contra la mujer o las nuevas situaciones que conducen a la violencia co-
ntra la mujer. Se está prestando cierto grado de atención específicamente a la vio-
lencia contra la mujer en determinadas esferas, pero la labor sobre la violencia co-
ntra la mujer todavía no se ha convertido en parte integral de todas las políticas, 
programas y acciones. 

393. Consiguientemente, la violencia contra la mujer no ha adquirido la visibilidad 
y la prominencia necesarias para permitir cambios significativos. Se necesita un en-
foque más cohesivo y estratégico para abordar los desafíos descritos en el presente 
estudio y abordados en las seis esferas estratégicas de recomendaciones que se han 
indicado. Ese enfoque requiere una mejor colaboración de todos los actores, en par-
ticular los gobiernos, la comunidad internacional y la sociedad civil. 

394. En la presente sección se examina la necesidad de que dentro del sistema de 
las Naciones Unidas se centre la atención de manera más sistemática y comprensiva 
en la violencia contra la mujer. La importante iniciativa de la Asamblea General de 
pedir que se realizara el presente estudio debe ser seguida por la determinación de 
adoptar en todos los niveles medidas concretas para prevenir y eliminar la violencia 
contra la mujer. 

395. Se necesita que los órganos intergubernamentales y las entidades del sistema 
de las Naciones Unidas asuman un rol de liderazgo más constante y visible, mani-
festado mediante la voluntad política, un mayor grado de prominencia en el progra-
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ma de acción internacional, una acción sostenido y una asignación de recursos más 
importante para fortalecer la aplicación del marco normativo y de políticas de lucha 
contra la violencia contra la mujer. 

a) A nivel intergubernamental 

396. Se recomienda que los órganos intergubernamentales fortalezcan los mecanis-
mos de rendición de cuentas en lo tocante a la acción sobre la violencia contra la 
mujer a fin de acelerar la aplicación de los compromisos, normas y estándares rela-
tivos a la violencia contra la mujer, en los planos nacional, regional e internacional. 

397. En particular, se recomienda que: 

• La Asamblea General considere anualmente la cuestión de la violencia contra 
la mujer, sobre la base de un informe del Secretario General. Esa considera-
ción debería fundarse en la labor selectiva y limitada a un sector determinado 
que realizan sobre la violencia contra la mujer otros órganos intergubernamen-
tales y complementar dicha labor. Junto con la consideración holística de la 
violencia contra la mujer, la Asamblea General también debería hacer hincapié 
en las preocupaciones nuevas y emergentes, en particular las vinculaciones en-
tre la violencia contra la mujer y las demás cuestiones, como el VIH/SIDA, la 
erradicación de la pobreza, la seguridad alimentaria, la paz y la seguridad, las 
respuestas humanitarias, la salud o la prevención del delito. 

• El Consejo de Seguridad intensifique los esfuerzos por hacer frente a la vio-
lencia contra la mujer por motivos de género y monitoree constantemente las 
medidas adoptadas en el marco de la aplicación de su resolución 1325 (2000), 
relativa a las mujeres, la paz y la seguridad. Con tal fin, el Consejo de Seguri-
dad debería considerar la posibilidad de establecer un mecanismo dedicado de 
monitoreo para incrementar la eficacia de la contribución del Consejo a la pre-
vención y la reparación de la violencia contra la mujer en los conflictos arma-
dos. 

• Los órganos intergubernamentales, en particular la Comisión de Consolidación 
de la Paz, el Consejo de Derechos Humanos, el Consejo Económico y Social y 
sus comisiones orgánicas, en especial la Comisión de la Condición Jurídica y 
Social de la Mujer, la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal y la 
Comisión de Estadística, examinen, para 2008, la cuestión de la violencia con-
tra la mujer en todas sus formas y manifestaciones en relación con sus manda-
tos, y fijen prioridades para abordar esta cuestión en sus futuros esfuerzos y 
programas de trabajo. Los órganos intergubernamentales también deberían de-
terminar y colmar las lagunas existentes en el marco internacional normativo y 
de políticas relativo a la violencia contra la mujer dentro de sus respectivas es-
feras de competencia. 

• El Consejo de Derechos Humanos reafirme el mandato de la Relatora Especial 
sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, que ha sido 
fundamental para lograr la expansión de la labor sobre la violencia contra la 
mujer y, en coordinación con la Comisión de la Condición Jurídica y Social de 
la Mujer, pida a la Relatora Especial que presente un informe anual al Consejo 
de Derechos Humanos y a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la 
Mujer en su carácter de órgano intergubernamental central en lo tocante al se-
guimiento y la aplicación de la Declaración y Plataforma de Acción de Bei-
jing. 
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• La Asamblea General fortalezca a la Oficina de la Asesora Especial del Secre-
tario General en Cuestiones de Género y Adelanto de la Mujer como mecanis-
mo encaminado a mejorar la visibilidad y fortalecer las actividades de coordi-
nación y promoción para la eliminación de la violencia contra la mujer en los 
niveles internacional y regional. Tales esfuerzos deberían encaminarse, en par-
ticular, a mejorar la coordinación de un enfoque de todo el sistema, inclusive a 
nivel de todos los países. La responsabilidad de esa coordinación debería estar 
situada a nivel de la Junta de los jefes ejecutivos del sistema de las Naciones 
Unidas para la coordinación. 

b) En el sistema de las Naciones Unidas  

Coordinación dentro del sistema de las Naciones Unidas y apoyo institucional 

398. A fin de maximizar la eficiencia y la eficacia en el uso de las estructuras y re-
cursos existentes y asegurar la coherencia y la coordinación, se recomienda que se 
adopten las medidas siguientes: 

• Las entidades del sistema de las Naciones Unidas deberían determinar clara-
mente de qué forma la violencia contra la mujer afecta la eficaz aplicación de 
sus mandatos y fortalecer su respuesta ante dicha violencia. En particular, de-
berían perfeccionar sus esfuerzos encaminados a responder a la naturaleza 
multisectorial de la violencia contra la mujer y vincular esos esfuerzos con su 
labor sobre cuestiones tales como el VIH/SIDA, la erradicación de la pobreza, 
la seguridad alimentaria, la paz y la seguridad, las respuestas humanitarias, la 
salud, la educación, la reforma del sistema jurídico y judicial o la prevención 
del delito. 

• La Asesora Especial del Secretario General en Cuestiones de Género y Ade-
lanto de la Mujer, por conducto de la Red interinstitucional sobre la mujer y la 
igualdad entre los géneros, debería encabezar la coordinación de esa labor en 
todo el sistema a fin de lograr un mayor grado de visibilidad, congruencia, efi-
cacia de la acción, monitoreo, presentación de informes y responsabilización, y 
presentar un informe al respecto a los Comités de Alto Nivel sobre Programas 
y Gestión, y, en definitiva, a la Junta de los jefes ejecutivos del sistema de las 
Naciones Unidas para la coordinación. El equipo de tareas sobre la violencia 
contra la mujer establecido por la red presta apoyo a la Asesora Especial en es-
te esfuerzo. 

• La Asesora Especial del Secretario General en Cuestiones de Género y Ade-
lanto de la Mujer, el UNIFEM como administrador del Fondo fiduciario y el 
equipo de tareas sobre la violencia contra la mujer de la Red interinstitucional 
sobre la mujer y la igualdad entre los géneros, deberían considerar los medios 
de mejorar la eficacia del Fondo fiduciario de apoyo a las medidas para erradi-
car la violencia contra la mujer como mecanismo de todo el sistema para la 
prevención y la reparación de la violencia contra la mujer y para mejorar la in-
corporación de las enseñanzas obtenidas de los proyectos a los que se ha pres-
tado apoyo en la labor normativa y de políticas de todo el sistema sobre la vio-
lencia contra la mujer. 

Reunión de datos e investigaciones 

399. El sistema de las Naciones Unidas tiene un importante papel que desempeñar 
en el fortalecimiento de la capacidad de los países para reunir, procesar y difundir 
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datos sobre la violencia masculina contra la mujer y utilizar esos datos como base 
para la elaboración de leyes, políticas y programas. 

400. Con carácter prioritario, el sistema de las Naciones Unidas debería: 

• Prestar apoyo técnico a los países y promover las metodologías y buenas prác-
ticas existentes para garantizar que se cumplan las normas vigentes de exce-
lencia en materia de reunión de datos. 

• Apoyar la elaboración de métodos y estándares unificados para la reunión de 
datos sobre todas las formas de violencia contra la mujer que estén insuficien-
temente documentadas. 

• Apoyar las investigaciones de evaluación y el análisis de la incidencia de las 
intervenciones encaminadas a prevenir y reparar la violencia contra la mujer. 

• Elaborar indicadores comunes para evaluar y monitorear el cumplimiento de 
los acuerdos internacionales por los Estados. 

• Fortalecer la capacidad de las oficinas nacionales de estadística, los mecanis-
mos nacionales de la mujer, las instituciones internacionales y nacionales de 
investigación y las organizaciones no gubernamentales y fortalecer su vincula-
ción recíproca. 

• Vincular los esfuerzos de reunión de datos sobre la violencia contra la mujer 
con los esfuerzos de reunión de datos actualmente en curso, en particular los 
procesos de planificación de las estrategias de mitigación de la pobreza y el 
monitoreo de los derechos humanos. 

• Establecer una base de datos de las Naciones Unidas coordinada y de fácil ac-
ceso dentro del Departamento de Asuntos Económicos y Sociales, con especial 
participación de la División para el Adelanto de la Mujer, elaborada en colabo-
ración con la División de Estadística del Departamento de Asuntos Económi-
cos y Sociales, las comisiones regionales y todas las demás partes pertinentes 
del sistema de las Naciones Unidas en materia de estadísticas, legislación, mo-
delos de capacitación, buenas prácticas, directrices éticas y otros recursos rela-
cionados con todas las formas y manifestaciones de la violencia contra la mu-
jer. 

• Convocar un grupo de trabajo de las Naciones Unidas a fin de elaborar y pro-
poner un conjunto de indicadores internacionales para evaluar el alcance, la 
prevalencia y la incidencia de la violencia contra la mujer; monitorear los pro-
gresos logrados en la lucha contra dicha violencia y evaluar la incidencia de 
las distintas medidas e intervenciones. Esa labor debería basarse en las pro-
puestas existentes de indicadores sobre la violencia contra la mujer, así como 
en el trabajo de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus 
causas y consecuencias, pedido en la resolución 2004/46 de la Comisión de 
Derechos Humanos. 

Actividades operacionales a nivel de los países, en particular en el marco de la 
asistencia humanitaria y las misiones de mantenimiento de la paz 

401. Se recomienda la adopción de las siguientes medidas: 

• Los Coordinadores Residentes de las Naciones Unidas deberían asumir un pa-
pel de liderazgo en la promoción de una respuesta eficaz y comprensiva ante la 
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violencia contra la mujer a nivel nacional y apoyar sistemáticamente a los go-
biernos y demás actores en sus acciones encaminadas a prevenir y eliminar la 
violencia contra la mujer. 

• Los equipos de las Naciones Unidas en los países deberían apoyar la elabora-
ción (cuando proceda) y la plena aplicación de planes de acción nacionales 
comprensivos sobre la violencia contra la mujer que comprendan campañas 
nacionales de elevación del nivel de conciencia y hagan hincapié en el fortale-
cimiento del conocimiento sobre los derechos y la disponibilidad de servicios 
y el cambio de las normas basadas en estereotipos de género y las actitudes 
que toleran y perpetúan la violencia masculina contra la mujer. 

• Los equipos de las Naciones Unidas en los países deberían asignar un mayor 
grado de prioridad a las actividades de prevención y respuesta en materia de 
violencia contra la mujer, en particular por conducto de un enfoque más coor-
dinado de la programación en todo el sistema y por conducto de la colabora-
ción con los grupos de mujeres y la sociedad civil. 

• Se debería fortalecer la capacidad de los equipos de las Naciones Unidas en los 
países para enfrentar la violencia contra la mujer, en particular mediante acti-
vidades de capacitación. 

• Los Representantes Especiales del Secretario General deberían prestar aten-
ción prioritaria a la violencia contra la mujer dentro de sus mandatos en las 
misiones de mantenimiento de la paz y consolidación de la paz. 

402. Se recomienda que se adopten las siguientes medidas: 

• Los recursos asignados en todo el sistema de las Naciones Unidas para enfren-
tar la violencia contra la mujer deberían incrementarse significativamente. 

• Las entidades del sistema de las Naciones Unidas y todos los demás donantes 
deberían incrementar los recursos para la aplicación de planes de acción na-
cionales comprensivos encaminados a prevenir y eliminar la violencia contra 
la mujer, en particular en los países menos adelantados y en los países que es-
tán saliendo de conflictos. 

• Las entidades del sistema de las Naciones Unidas deberían asignar una mayor 
parte de los recursos dedicados a cuestiones tales como la mitigación de la po-
breza, el VIH/SIDA y el mantenimiento de la paz para el fin específico de pre-
venir y eliminar la violencia contra la mujer, a fin de detectar y abordar la in-
tersección con la violencia contra la mujer. 

• Los Estados, los donantes y las organizaciones internacionales deberían incre-
mentar significativamente el apoyo financiero a la labor sobre la violencia co-
ntra la mujer llevada a cabo en los organismos y programas del sistema de las 
Naciones Unidas, en particular al Fondo fiduciario de apoyo a las medidas pa-
ra erradicar la violencia contra la mujer. 
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Anexo 

Costos de la violencia contra la mujer: selección de estudios en los que se formula una 
estimación monetaria de los costos 

Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Leonard y 
Cox, Distaff 
Assoc.; 
1991; 
Australiaa  

1.500 
millones de dólares 
australianos 

-Prevalencia basada en 
las llamadas a la policía 

-Registros de organismos 
prestadores de servicios  

-Encuesta de organismos 
prestadores de servicios 
a fin de crear plantillas 
para estudios de casos a 
ser utilizadas cuando no 
existan datos. 

No está claro de donde 
provienen los costos uni-
tarios. 

- Muertes 

- Ausentismo, pérdida de productivi-
dad 

- Alojamiento, jurídicos, médicos, in-
gresos perdidos, tiempo de trabajo 
perdido 

- Atención de la salud, asistencia, alo-
jamiento, ingresos, policía, tribunales, 
compensación a las víctimas, intérpre-
tes 

Blumel; 
1993; 
Australiab 

620 millones de 
dólares 
australianos 

-Encuesta original de 50 
mujeres: 10 víctimas de 
violencia física y 40 víc-
timas de violación o 
agresión sexual. 

- Jurídicos, alojamiento, tribunales, 
servicios de emergencia, policía, salud, 
asesoramiento, remisión, vehículo y 
efectos personales, ingresos perdidos 

    
Mansingh & 
Ramphal; 
1993; 
Jamaicac 

1.100 millones de 
dólares de los Estados 
Unidos 

 

-Encuesta original de 
640 víctimas de violen-
cia interpersonal en el 
Hospital Público de 
Kingston 

- Costos médicos directos  

    
KPMG; 
1994; 
Australiad 
 

4 millones de dólares 
australianos para 40 
mujeres (17,67 millo-
nes de dólares austra-
lianos para el estado 
de Tasmania, pero la 
muestra no es repre-
sentativa) 

-Encuesta original, 40 
entrevistadas 

-Encuesta entre organis-
mos comunitarios para 
obtener los costos unita-
rios 

 

- Pérdida de bienes, licencia por en-
fermedad, deudas incobrables, cambios 
de escuela, medidas de seguridad, gas-
tos jurídicos para casos de guarda y 
acceso 

- Líneas telefónicas de asesoramiento, 
policía, albergues, ambulancias, servi-
cios de apoyo en casos de crisis, servi-
cios de referencia, servicios de vivien-
da 
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Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Snively; 
1994; 
Nueva Zelan-
diae 

1.200 a 1.400 
millones de dólares 
neozelandeses 

- Encuesta entre orga-
nismos prestadores de 
servicios 

- Creación de una planti-
lla típica de servicios 

- Hipótesis de base: pre-
valencia igual a llamados 
a la policía  

- Hipótesis de base por 
cinco: multiplica por 5 la 
cantidad de casos de la 
base 

- Hipótesis de pérdida de 
ingresos: añade los in-
gresos perdidos 

- Comprende la violencia 
en la familia con niños 
víctimas 

- Documentos guberna-
mentales 

- Anteriores investiga-
ciones 

- Asistencia médica, medicamentos, 
refugios, realojamiento, gastos judicia-
les, atención odontológica, ingresos 
perdidos 

- Muertes 

- Justicia, asistencia social, albergues y 
organismos para crisis, apoyo a los in-
gresos, policía, tribunales 

    
Day: 
1995; 
Canadáf 

1.500 millones de de 
dólares canadienses 

- Encuesta sobre la vio-
lencia contra la mujer  

- Publicaciones del orga-
nismo nacional de esta-
dística 

-Presupuestos guberna-
mentales 

- Encuesta provincial so-
bre la salud  

- Encuesta nacional so-
bre la victimización del 
delito 

- Resultados de otras in-
vestigaciones  

- Médicos, dentales, tiempo perdido en 
trabajos remunerados y no remunera-
dos, psiquiatría, abuso de drogas y al-
cohol, albergues, líneas de crisis, tiem-
po de voluntarios, servicios guberna-
mentales de apoyo  
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Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Greaves y 
otros; 
1995; 
Canadág  

4.200 millones de dó-
lares canadienses 

- Encuesta sobre la vio-
lencia contra la mujer: 
muestra de 12.300 entre-
vistadas 

- Estadísticas guberna-
mentales 

- Resultados de investi-
gaciones anteriores 

- Opiniones de expertos 

- Ingresos y trabajo no remunerado 
perdidos, alojamiento, realojamiento, 
autodefensa 

- Muertes 

- Ingresos tributarios perdidos por el 
Gobierno, tribunales, encarcelamiento, 
policía, asistencia jurídica, compensa-
ción a las víctimas, gastos médicos, al-
bergues, asesoramiento, conciencia-
ción pública, investigaciones, horas de 
voluntarios 

    
Kerr y 
McLean; 
1996; 
 Canadáh 

385 millones de 
dólares canadienses 

- Encuesta sobre la vio-
lencia contra la mujer 

- Presupuestos de minis-
terios de los gobiernos 
provinciales 

- Encuesta nacional so-
bre victimización del de-
lito 

- Policía, correcciones, compensación, 
programas sociales para las víctimas y 
los infractores, salud mental, trata-
miento de alcohol y drogas, albergues 

- Pérdida de tiempo de trabajos remu-
nerados y no remunerados  

    
Miller y 
otros; 
1996; 
Estados Uni-
dos de Amé-
rica  
 

105.000 millones de 
dólares de los Estados 
Unidos de costos tan-
gibles, 450.000 millo-
nes de dólares de los 
Estados Unidos inclu-
yendo los intangibles 

(Costo de todos los de-
litos) 

- Informes Uniformes 
sobre el Delito de la Ofi-
cina Federal Investiga-
ciones 

-Encuesta nacional sobre 
victimización del delito 

-Otras encuestas sobre 
muestras nacionalmente 
representativas 

-Investigaciones anterio-
res 

- Daños a los bienes y pérdida de bie-
nes, asistencia médica por lesiones, 
seguros, servicios a las víctimas, in-
gresos perdidos y trabajo doméstico 

- Dolor y sufrimiento y muerte (abarca 
todos los delitos, no limitados a la vio-
lencia o las mujeres víctimas) 

    
Korf y otros; 
1997; 
Países Bajos j 

1.000 millones de dó-
lares canadienses 

-Víctimas femeninas de 
violencia doméstica 

- Policía y justicia, gastos médicos, 
atención psicosocial, mano de obra, 
seguridad social 
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Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Stanko y 
otros; 
1998; 
Hackney, 
Gran Lon-
dres, Reino 
Unido de 
Gran Bretaña 
e Irlanda del 
Nortek  

7,5 millones de libras 
esterlinas para 
Hackney 

278 millones de libras 
esterlinas para el Gran 
Londres 

 

-Encuesta original entre 
107 prestadores de servi-
cios 

- 26 estudios de casos, 
compuestos 

- Prevalencia determina-
da rastreando archivos 
claves de organismos pa-
ra hallar el porcentaje de 
casos de violencia resul-
tantes 

-Encuesta original de 
129 mujeres en la sala de 
espera de un consultorio 
médico 

-Resultados de otras in-
vestigaciones 

- Policía, tribunales, gastos judiciales, 
divorcio, vivienda en el sector público, 
albergues, trabajadores sociales, médi-
cos, pabellón de emergencia, oficina 
de salud 

    
Faley y otros; 
1999; 
Estados Uni-
dos de Amé-
rica – Ejército 
de los Esta-
dos Unidos 

250 millones de 
dólares de los Estados 
Unidos – (menor 
costo, dólares de 1994) 

- Examina sólo el acoso 
sexual  

-Encuesta original, 2.079 
personas encuestadas, 
hombres y mujeres 

- Documentos presu-
puestarios del Ejército de 
los Estados Unidos 

- Costos del acoso sexual: Pérdida de 
productividad, ausentismo, separación, 
reemplazo, traslado y otros 

    
Godenzi y 
Yodanis; 
1999; 
Suizam  

260 millones de euros -Diversas encuestas - Asistencia médica, policía y justicia, 
apoyo, albergues y asesoramiento, cos-
tos estatales, apoyo a las víctimas, in-
vestigaciones 

    
Morrison y 
Orlando; 
1999; 
Chile y 
Nicaraguan  

En Chile : reducción 
de ingresos de 
1.560 millones de 
dólares de los Estados 
Unidos 

En Nicaragua: reduc-
ción de ingresos de 
29,5 millones de 
dólares de los Estados 
Unidos  

-Encuestas originales de 
310 y 378 mujeres, res-
pectivamente  

- Empleo, servicios de salud, rendi-
miento escolar de los niños  
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Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Henderson y 
Asociados; 
2000; 
Australiao  
 

1.500 millones de de 
dólares australianos 

- Examina sólo el sector 
empresarial 

-Extrapolaciones de las 
comprobaciones de in-
vestigaciones pertinentes 
australianas e internacio-
nales 

-Consultas con organiza-
ciones y personas perti-
nentes 

- Comprobaciones de in-
vestigaciones anteriores  

- Costos del sector empresarial: ausen-
tismo, movimiento de personal, pérdi-
da de productividad 

- Otros costos: proporción de impues-
tos de los servicios gubernamentales 
pertinentes, pérdida de ganancias debi-
da a la pérdida de ingresos y los cam-
bios de las pautas de gastos de las víc-
timas, los infractores y otros. 

    
Heiskanen y 
Piipsa.; 
2001; 
Finlandiap 
 

50 millones de euros 
en costos directos. 

56 millones de euros 
en costos indirectos 

-Se refiere a una encues-
ta de 7.000 mujeres rea-
lizada para un estudio 
anterior “Fe, Esperanza y 
Golpes”, de los mismos 
autores 

- Comprobaciones de in-
vestigaciones anteriores 
de otros autores 

-Estadísticas provenien-
tes de bases de datos gu-
bernamentales y presu-
puestos de organismos, 
informes de actividad, 
etc. 

- Entrevistas con exper-
tos para obtener el por-
centaje de utilización de 
servicios atribuible a la 
violencia contra la mujer 

- Comprende dos estu-
dios de casos 

- Salud, en particular visitas de médi-
cos, atención hospitalaria y medicación 

- Albergues, servicios para crisis, tra-
bajo social, terapia, policía, juicio, pri-
sión 

- Muertes, utilizando enfoque de capi-
tal humano  
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Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Deloitte y 
Touche, Al-
menara Estu-
dios Econó-
micos y So-
ciales: 
2002; 
Andalucía 
(España)q  

2.400 millones de 
euros 

- 300 mujeres que deja-
ron a sus parejas y se 
alojaron en albergues 
proporcionados por el 
Estado 

- Comprende: sectores social, de la sa-
lud, judicial y policial, costos humanos 
y emocionales, empleo/producto eco-
nómico 

- Comprende intangibles 

    
Health 
Canada; 
2002; 
Canadár  

1.500 millones de 
dólares canadienses 

- Policía: datos sobre de-
nuncias y homicidios 

- Encuesta Social Gene-
ral de 1999 y otras fuen-
tes de datos 

- Costos médicos directos  

    
National 
Center for 
Injury 
Prevention 
and Control; 
2003; 
Estados 
Unidos de 
Américas  
 

5.800 millones de 
dólares de los Estados 
Unidos 

- Encuesta nacional so-
bre la violencia contra la 
mujer; tamaño de la 
muestra: 8.000 (sólo se 
consideró a las mujeres 
que fueron lesionadas) 

- Encuesta – Panel sobre 
gastos médicos 

-Archivo de Medicare 

- Costos médicos sólo por lesiones 

- Tiempo perdido en trabajos remune-
rados y no remunerados 

- Muertes 

    
Bowlus y 
otros; 
2003; 
Canadát  

15.700 millones de 
dólares canadienses La 
medición los costos 
del abuso de los niños 
y adultos sobrevivien-
tes 

- Encuesta provincial so-
bre la salud  

-Estadísticas guberna-
mentales e informes de 
los organismos  

- Investigaciones anterio-
res 

- Lista muy completa de costos de po-
licía, jurídicos, penales, libertad condi-
cional, compensación a las víctimas, 
educación especial, salud, servicios 
sociales, ingresos perdidos y costos 
personales 
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Autor; fecha de 
publicación; 
región/país 

Costos (calculados para un 
año)  

Datos utilizados 
(inclusive tamaño de la muestra) Costos comprendidos  

    
Access 
Economics; 
2004; 
Australiau  

8.100 millones de 
dólares australianos 

- Encuesta sobre la segu-
ridad de las mujeres  

- Estudio longitudinal 
australiano sobre la salud 
de las mujeres (creó un 
perfil de las condiciones 
vinculadas a la violencia 
doméstica porque los da-
tos no separaban a las 
víctimas) 

-Resultados de investi-
gaciones anteriores 

- Comprende todos los actos de vio-
lencia doméstica independientemente 
del sexo de la víctima o del infractor. 

- Comprende el dolor y el sufrimiento, 
la muerte y los costos relacionados con 
los niños que presencian actos de vio-
lencia cometidos por adultos 

- Gobierno: salud, justicia, educación, 
servicios comunitarios, alojamiento 

- Personales: sustitución de bienes y 
deudas incobrables, tiempo perdido en 
trabajos remunerados y no remunera-
dos 

- Costos empresariales por pérdida de 
productividad, búsqueda y contrata-
ción de personal, etc. 

- Comprende las pérdidas de economía 
de escala en los hogares 

    
Walby; 
2004; 
Reino Unido 
de Gran 
Bretaña e 
Irlanda del 
Nortev  
 

5.800 millones de de 
libras esterlinas en 
costos directos e in di-
rectos, 2.300 millones 
de libras esterlinas 
comprendiendo el do-
lor y el sufrimiento 

- Encuesta Nacional so-
bre el Delito que com-
prende la violencia de-
ntro de la pareja (BCS 
IPV): muestra de 40.000 
personas entrevistadas 

- Informes del Departa-
mento de Transporte so-
bre accidentes y lesiones 

- Informes de organis-
mos prestadores de ser-
vicios 

-Investigaciones anterio-
res comprobaciones 

- Lista muy completa de costos de jus-
ticia penal, salud, servicios sociales, 
vivienda y gastos judiciales civiles 

- Pérdida de productividad e ingresos 
de empleadores y empleados 

- Dolor y sufrimiento 
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